
CORTES GENERALES 

DIARIO DE SESIONES DEL 

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS 
Año 1985 11 Legislatura Núm. 179 

PRESIDENCIA DEL EXCMO. SR. D. GREGORIO PECES-BARBA MARTINEZ 

Sesión Plenaria núm. 179 

celebrada el martes, 12 de febrero de 1985 

ORDEN DEL DIA 

Convalidación o derogación de Reales Decretos-ley: 
- Real Decreto-ley 1/1985, de 31 de enero, por el que se deroga el Decreto-ley 1311969, de 11 de julio, y se exime 

de la exigencia del permiso de trabajo a las personas originarias de la ciudad de Gibraltar que deseen realizar 
actividades lucrativas por cuenta propia en España (uBoletín Oficial del Estado,,, número 30, de 4 de febrero de 
1985). 

Dictámenes sobre Convenios internacionales: 

- Convenio relativo a la Ley aplicable a los nombres y apellidos, hecho en Munich el 5 de septiembre de 1980 
(.Boletín Oficial de las Cortes Generalesn, número 153-11, Serie C, de 31 de diciembre de 1984). 

- Convenio sobre conservación de la vida silvestre y del medio natural en Europa, hecho en Berna el 19 de 
septiembre de 1979, y proyecto de reservas a efectuar por Espana («Boletín Oficial de las Cortes Generales,,, 
número 176-11, Serie C, de 4 de enero de 1985). 

- Convenio sobre comercio internacional de especies amenazadas de fauna y flora silvestres, hecho en Washington 
el 3 de marzo de 1973, y proyecto de reservas a efectuar por Espana (uBoletín Oficial de las Cortes Generales,,, 
número 175-11, Serie C, de 4 de enero de 1985). 

- Convenio con la República de Austria sobre reconocimiento y ejecución de resoluciones, transacciones judicia- 
les, etc., en materia civil y mercantil, firmado en Viena el 17 de febrero de 1984 («Boletín Oficial de las Cortes 
Generalesn, número 174-11, Serie C, de 31 de diciembre de 1984). 

- Acuerdo complementario de cooperación entre el Gobierno de Espana y el Gobierno de Costa Rica para 
desarrollo de un Plan de Cooperación Integral (uBoletín Oficial de las Cortes Generales,,, número 178-11, Serie 
C, de 31 de diciembre de 1984). 

Dictámenes sobre iniciativas legislativas: 
- Proyecto de Ley Orgánica de Reforma del Código Penal en materia de delitos contra la Hacienda Pública de la 

Comisión de Justicia e Interior (uBoletín Oficial de las Cortes Generalesn, número 114-11, Serie A, de 3 de 
diciembre de 1984). 

(Contlnúa el orden del día en el aDiario de Sesionesu, número 180, de 13 de febrero de 1985.) 
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S U M A R I O  
Se ubre la sesión a las cuatro v cinco minutos de la tarde. 
Al comenzar este nuevo período de sesiones, el señor Presi- 

dente. expresa sus  mejores deseos a los señores Diputados 
y ,  corno asunto previo del orden del dia, somete u lu Cá- 
mara que el debate para conocer del dictunieti de la L'o- 
misión de Investigación sobre la Financiación de los Par- 
tidos v otros extmmos tenga carácter público, propuesta 
que va ha merecido la aprobación de lu Mesa de la Cárna- 
ru y de la Junta de Portavoces. El Pleno muesrra su con- 
formidad a la precedente propuestu de la Presidencia. 
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Para presentar el Real Decreto-lev en cuestión intervirne, en 
nombre del Gobierno. el setior Ministro de la Presidencia 
(Moscosodel Prado y M ~ ñ o z ) . ~  Justificu lu normuen ruzón 
a los acuerdos adoptados en Bruselas el 27 de riovieriibre 
último entre los Ministros de Asuntos Exteriores de Espu- 
tia v el Reino Unido, que implicaban lu puesta eri prácti- 
ca de la Declaración de Lisboa, de 10 de abril de 1980. 
Alude al nuevo cliniu de relaciones existente sobre el pur- 
ticular, en el que no tendría sentido mantener la vigenciu 
de las restricciones impuestas por el Decreto-lev 1311 969 
y la necesidad, en aras al principio de reciprocidad, de 
que España adoptara las necesarias rnodiflcaciories de su 
ordenamiento legal interno al objeto de establecer la 
igualdad y reciprocidad de derechos de los españoles en 
Gibraltar y de los gibraltareños en Esputia, eri cowespori- 
dencia con lo dispuesto en la Ordenanza aprobada por la 
Asamblea Legislativa de Gibraltar el 16 de enero pasado. 
E n  definitiva. con la norma pura la que pide la corivali- 
dución de la Cámuru se trata de derogar el Decreto-lev 
1311 969, eximiendo de la exigencia del permiso de trubujo 
a las personas originarius de la ciudad de Gibraltar que 
deseen realizar eit, Españu actividades lrccrativus por 
cuenta propia. Con eiio se favorece ia continuucióri de las 
negociaciones Con el Gobierno británico que conduzcun 
en su dia a la recuperación por España de la soberanía 
sobre el territorio gibraltareño. 

interviene. por el Grupo Popular, el señor Kirkparrick 
Mendaro. Comienza soliciiando que se sustituva la expre- 
sión «los ciudadanos de la ciudad de Gibraltar» por «los 
ciudadanos de la colonia de Gibraltar.. E n  contestación 
a las afirmaciones del señor Ministro de la Presidencia de 
que con el Real Decreto-ley objeto de debate se trata de 

En  turno en contru de h convalidución del Real Decreto-lev 

cumplir lo establecido por los acuerdos de Bruselas Lis- 
boa, señala que este Congreso de los Diputados debía 
comenzar por la celebración de un amplio debate sobre la 
totalidad de tenia de lu colonia v sobre si se iba a tiovar o 
no el Tratado de Utrecht, en lugar de limitarse a conocer 
de aspectos tan concretos. uurique importantes, como es 
el régirneri laboral de determinados colecrivos de trabaja- 
dores, con olvido, por otru purte, de uqrtellos que desea- 
rían crear industrias v disponer de libertud de instalacióri 
e, inclusive v everitrcalmerite, adquirir la nacionalidad es- 
pañola. Termina solicitando la devolrtcióri del Real De- 
creto-ley para s u  tramitación como proyecto de le? eri el 
que se contemplen la generalidad de l i s  cuestiones q ~ t e  
afectan a los intereses españoles. 

E n  turno a favor de la convalidación del Real Decreto-le!) 
iritenriene, por el Grupo Socidista. el setior Santos Jura- 
do, que se remite a las razones va expitestus con aiiteriori- 
dad por el setior Ministro de lu Presidericiu eii favor de la 
convulidución de la iioriiiu soriietidu u lu C'átnuru. Eii 
contestación a u l ~ u n u s  muriif¿wuciories riel portuvoz del 
Grupo Popular sobre concesión o exterisióri de beneficios 
u los gibrulturetios que deseurun establecerse cotnerciul o 
industrialmente en  el resto de Esputiu. expone que el tetna 
vu fite objeto de tratamiento eti el Decreto-lev de 1 1 de 
julio de 1966, normu que, sin emburgo, iiu uportó riirigriri 
resultado positivo. puesto que fieerori m u y  escusus las 
personas que se acogieron a l i s  previsiones conienidus eri 

el mismo. Existen tumbién poderosas ruzones políticus 
que han  llevado al uctrtul Gobicrrio a dar un iucevo en/& 
que a todos los temas relacionados con Gibrultur. enlb- 
que que viene expresado, firridat~ieritalnie~ite. en la decla- 
ración de Bruselas. de 27 de novieriibre de 1984, fi'iundo 
unas relaciones de iguuldad v reciprocidad entre los dere- 
chos de los trabajadores de unu otru parte. basándose 
pura.ello en los derechos de qite vu gozuri los ciududunos 
de lu Comunidad Económicu Europeu. E n  resumeti, con- 
sideru al Real Decreto-lev sometido u h Cámuru como 
itna pieza fitndamerital para avuniar huciu el nuevo liori- 
zonte que se ha abierto por el Gobierno en relación con el 
usunto de Gibrultar. 

E n  (unto de portavoces, por el Grupo Cenrrisrcl, inienierie el 
setior Mardones Sevilla, que arirericiu el voto fuvorable u 
lu convuliducióri del Real Decreto-lev, ucciiqiee seríulu que 
es un «sí» sin mucho entusiasmo. todu vez que s i l  Gricpo 
hubiera deseado un debate en profitrididad sobre lo que 
debe ser el marco de lu cuestión de Gibraltar. No ohstari- 
te, reconoce la necesidud de dotar a nuestra diplomacia 
de un instrumento de trabajo udecitado paru conliriuar 
negociando sobre este tema, v en esie sentido consideru 
oportuno el Real Decreto-lev sometido u la Cámara. E n  
todo caso. solicita del Gobierno que se uctúe con riguro- 
sidad en el control de la autorización de residencia de que 
se tratu paru evitar que dicho iiiecaiiisrrio picedu ser utili- 
zado por ciudadanos hritdnicos en perjuicio del mercado 
de trabajo español, cuya delicada situacióti es de todos 
conocida. 

E n  turno de réplica interviene el señor Kirkpatrick Mendaro 
y para'dúplica hace uso de la palabra el señor Santos 
Ju rudo. 
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Sometido u votación. se aprueba la convalidación del R e d  
Decreto-lev 1l1985. de 3i de enero. por 194 votos u favor, 
ciiatro en contra. v 68 abstenciones. Se rechaza, eii catii- 

hio. la peticióii del Gritpo Popiilar de yire dicho Real De- 
creto-lev se truitiite como provecto de lev por el procedi- 
mirrito de urgericiu. 
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Piicsio u iwtuciciii, .SL> uprirehu el prcwiire Coriiwiio por 262 
twtos u f¿iilor, ciiico e i i  cotitru y tres abstenciones. 
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Soriietido a iwrución, es uprobudo el presente Coriiwiio por 
266 iwtos u favor y citutro eti contru. 

Pagina 

Acuerdo complementario de cooepación entre 
el Gobierno de España y el Gobierno de Cos- 
ta Rica para desarrollo de un Plan de Coo- 
peración Integral . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  8228 

Piiesto u votución. se apriiebu el presente Acmerdo por 265 
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Eii iiorribre del Gobierno iri tenkiie el serior Ministro de 
Jrtsticiu (Ledesrna Burtret), que coinieriza preguritando 
sobre el poryiié de la refortna qite hov se propone u la 
Cáriiuru, pura pasar a iitstificctrlu eri ruzón u la falta de 
eflcuciu del u ~ t i i u l  urtícltio 31 9 del Código Penul, reductu- 
do por lu ley SOíi977 yite. u pesar de sit biiena iiitencio- 
nulidad, no hu c~msegi i ido ucuhar coti lu trudiciotial y 
qbirltuda holsu de dcfruiiducióri de tiiiestro puls,  1 0  yiie hu 
iinperlido qire se citrtiplieruii las exigericius de justiciu de 
yire contribiiveseri de fiwiria adecituda al sosteiiirtiiento 
de las cargas tribiitarias uqitellos qire ttiás tierien. Cori lu 
refortiiu yite Iioy se propone. se trutu, por tuti1o. de corre- 
gir lu ulirdidu iricflcuciu de lu uriterior ttiodiflcucióri Iegul, 
uteriiperuiido u1 tiiisino tiempo riitestro sisteriiu espurio1 
ile represióri del frriitile fiscal a l  de los puises desurrollu- 
dos, yiic iriclityeri dentro de sits códigos pcriules estas  
figitrirs delictiiws. Coiisidcra yrte. unte la sitrrución exis- 
(crite, eru i t t i  deber de respoiisuhilidarl políticu y sociul 
proccdcv. u lu rápida inodificución del precepto en cite.\- 
tibn. 
Respecto u la coritettiplacióii eii el Derecho Penul de Iu 
repres ió t i de las de f ru iidocio t ies f I.scale.s, se procii ra t ra t 1,s- 

initir al cirerpo social la ideu de y i i ~  lu citadu defruucla- 
cióii estri en coriexióii coii la idea de pertiirOuciórr de 1u.s 
coridiciories yitr Iiuceii posible la libertud y iu igrialdud 
del iiidividito, con iriL,itriipliriiirnto del deber de cwritribpir 
(11 sosteriiniieiito de los gastos piíblicos de uciterdo con h 
cupucidud ecoiióriiicu de cudu itiio corisugrudo en iiires- 

tra Coiistitiicióri. Sobre las cuitsus del frucuso del uctiiul 
tipo delictivo del artícitlo 319, las achaca a la resistericiu 
del legislador del 77 u cotisiderur la defruitducióii f l s c d  
con  la gruvedad siiftcietite como puru inotivur h irtiposi- 
cióii de ittiu petiu de privución de libertad y u los restric- 
ciories qitr dicho urticiilo estubleció puru lu irnposicióri 
de las correspondieiites .suticioiie.s peciiniurius y u ia pcr-- 

Los aiiteriores deféctos,  de curáctrr tc'cnico y jitridico, 
criticudos jitstuiiierite por- lu doctririu p w d  y la experieri- 
ciu obtenida eri estos iiltiitios utios, hun Ilevudo u yite en 
el dictamen de lu Cornisióri se suiiciorie petiulriierite el 
iticiii~ipliitiierito de obligucioiies purticuluniierite gruves 
puru con lu Huciendu Piiblicu ! en tutito yite la reulidud 
econótnicu y flscul de nuestro país siga de.seriiioli.iéridose 

Sornetido directaviente u votación el urticiilo iínico del 
proyecto, qite iio ha sido objeto de eririiierida, es uprobado 
por 276 votos a favor, citatro en  contra y itnu abstención. 

E n  deferisa de las eritiiiendas preseritadas por el Grupo Cen- 
tristu u1 preserite provecto de ley, iritervierie el setior Gar- 
cíu Agrtdin, que parricipu de lus r>iunifisruciones heclius 
por el setior Ministro de Justicia en orden u la procederi- 
ciu de dar iiria tiiievu reducción u la figriru del delito 
fiscul. iritrodiicida en nitestru legislación por Iu Le>! 501 

segiiibiliílad de eSti1.S d.dito.S. 

bulo las puiitus aiiii 1 ' 1  R et1tc.s. 
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77, pero que lamentablemente, por defectos de técnica 
legislativa y de otro carácter, no llego u cubrir siquiera 
los mínimos objetivos que perseguía. 
No obstante. su Grupo ha presentado tres enmiendas de 
carácter puramente jurídico, que cree que son perficta- 
mente atendibles por el resto de la Cámara. La primera de 
ellas, la número 18 al artículo 349 del proyecto, pretende 
la incqrporación de u n  inciso en su páwafo primero que 
diga que use entenderá que existe ánimo de defraudar en 
el caso de falseamiento sustancial de datos contables o 
comprobantes necesarios para determinar el hecho o la 
base imponible)). En  este mismo artículo propone igual- 
mente una modificación importante. relativa a la puiiibi- 
lidad y su contemplación en el Código Penal. distinguien- 
do según que la cantidad defraudada supere o no la cifra 
de 20 millones de pesetas. 
En  cuanto al artículo 350 del proyecto de Lev. propone 
que .se cuantifique en la cantidad de cinco millones el 
mínimo para que aparezca el delito fiscal. Por iíltimo, 
respecto al artículo 350 bis, relativo a las conductas qite 
se refieren íntimamente a la contabilidad, respetando to- 
do el contenido del precepto solicita, sin embargo. la su- 
presión de la letra b), con el f i n  de no multiplicar las 
figuras penales. 

En nombre del Gnipo Mixto interviene el senor Pérez Rovo, 
para defender todas las enmiendas presentadas por los 
Diputados comunistas al presente pro.vecto de ley. Co- 
mienza mostrando su plena coincidencia con la txposi- 
cióri realizada por el señor Ministro de Justicia acerca de 
los objetivos y el enjuiciamiento hecho sobre la Lev de 
1977, así como con la finalidad que anima al presente 
proyecto de ley de poner barreras penales al fraude fiscal, 
demasiado abundante en nuestro país. Partiendo de su 
coincidencia absoluta con los objetivos políticos del Go- 
bierno, agrega que se muestra en mayor medida conforme 
con el texto del proyecto que con el del dictamen salido de 
la Comisión. En  todo caso. las discrepancias que mantie- 
ne son puramente técnicas y las considera justificadas en 
base a corregir los defectos de la Ley del 77 y .  consiguien- 
temente, disponer de u n  instrumento eficaz para comba- 
tir el fraude fiscal. Estima necesario apurar la redaccióri 
de la reforma, habida cuenta de las experiencias anterio- 
res, y en este sentido entiende que el texto salido de la 
Comisión no es el más adecuado, ya que en algurios as- 
pectos constituye u n  retroceso respecto del propio texto 
del Gobierno. Como ejemplo, cita el tipo descrito en el 
artículo 349 del dictamen. que, a su juicio. es u n  tipo 
abierto, indeterminado y que puede dar lugar a interpreta- 
ciones en sentido diverso y a inseguridad jurídica, produ- 
ciendo laguws  que puedan ser aprovechadas por el de- 
fraudador. Para corregir dichas consecuencias. somete a 
la Cámara una enmienda transaccional o de! aproxima- 
cibn que entronca con el espíritu del provecto de lev. 
Asimismo, se refiere al párrafo segundo del artículo 349, 
en conexibn con el límite de los cinco millones de pesetas, 
considerando que, según la redacción del pLo.vecto, se eli- 
mina la posibilidad de aplicar la técnica del delito conti- 
nuado en materia de delito fiscal, con traramienro inclu- 
so diferente según se trate de distintos impuestos. Por 

dichas razones, propone la supresión del páwafo en cues- 
tidn, lo que permitiría la aplicación pura y simple del 
artículo 69 bis del Código Penal al delito fiscal exacta- 
mente igual que a cualquier otro tipo de delitos. Propone 
también corregir la redacción de la letra b)  del artículo 
31 9 bis sobre delitos en materia de contabilidad para ha- 
cerlo más acorde con los propósitos de la lev. E n  relación 
con el tema de las subvenciones públicas, defiende, por 
último. Iu enmienda número 22. 

A pregunta de la Presidencia. se admite a trámite la enmien- 
da transaccional presentada por el señor Pérez Rovo, 
siendo corisiguieriteiiie,ite retirudu lu número 21. 

En nombre del Grupo Popitlar, defiende las erimieridüs pre- 
sentadas el setior Calero Rodrígitez, que muestra, usimis- 
mo, su pleno acuerdo con la necesidad de dar unu niteva 
regulación a lu normativa penal qite sanciona el fraude 
fiscal. por entender que la refórmu del 77 no ha demostra- 
do suficiente eficacia, aun considerando su Grupo qite 
sería necesario un proceso de decaritacióri sociológicu 
que vava aproxiniarido a los ciudadanos a la conciencia- 
cióri de este deber de solidaridad qite el cuviplimiento de 
los deberes tributarios irnplica. 
Entrando en el análisis concreto de las enwiendas, de- 
fiende, eti primer lugar. la riiímero 28 al artículo 349, ya 
recogida en parte, proponiendo en el párrafó primero, lí- 
nea segunda, la sustitución del adverbio (1 iridebidamen- 
te. por el de «ilícitavierite~~. por las ruzoties que expone. 
Propone. asimismo. dicha enmienda qite la cuantia de- 
fraudada sea fijada en u n  acto administrativo v ,  por iílti- 
mo. solicita que se establezca unu cierta graduación de la 
pena en razón a la cuantía del portentaje de la cuota 
defraudada. A través de la enmienda 39 pretende una 
reducción de la pena prevista en el artículo 350 v ,  por la 
número 31,  pide la supresión del artículo 350 bis por 
considerar que este precepto regula siniplewiente infrac- 
ciones admiriistrativas que las elevu u la categoriu de 
infracciones penales sin suficienre jitstificución. Subsi- 
diariamente, mantiene la enmienda 32, solicitundo. eri 
todo caso, la modificación de la letra b )  del artículo nien- 
cionado. 

A propuesta de la Presidencia se aciterda la corrección de 
dos posibles errores lingüísticos detectados en el articulo 
349 del proyecto. 

El señor Xicov Bassegoda defiende la enmienda presentadu 
por el Grupo de la Minoría Catalana. Comienza expo- 
niendo serios reparos al provecto, por los graves defictos 
que en el orden de la ripicidad. a s u  juicio, el mismo 
contiene, requisito fundamental si se quiere mantener el 
principio de seguridad jurídica consagrado en nitestru 
Constitución. concretándose al urticulo 349 del provecto, 
su Grupo ha encontrado tal cúmulo de defkctos tc!criico.s 
en el mismo, que ello le ha llevado a proponer una nuevu 
redacción, consistente básicanienle en el establecimiento 
de criterios de proporcionalidad en el requisito criantituti- 
vo, configuración más precisa de los tipos delictivos v 
graduación de las penas para las conductus más graves. 
por las razones que apunta. 
Por las enmiendas 336 y 337, al párrafo tercero de los 
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articirlos 349 v 350, respectivamente. sugiere la supresión 
de las penas previstas en  los mi smos ,  por los efectos des- 
proporcionados en  relación con la entidad del delito a 
que pueden dar lugar. Al artículo 350 bis mantiene las 
enmiendas 38 v 39. articulo que considera s in  preceden- 
tes en  nuestra historia legislativa v por el que se pretende 
sancionar. en base a 11na presunción s in  posibilidad de 
prueba en  contrario, determinadas conductas eri la forma 
de llevar la contabilidad. Por úl t imo,  la enmienda 16 pos- 
tula la incorporación de u n  artículo 350 bis 2 ,  nuevo, 
para evitur que nuestro puis entre en 1111 sistema de incer- 
t idumbre e inseguridad jurídica ravano en el terror v de 
coiisecitetic~ia.s incalculables. 

€ 1 1  riomhre del Grupo MLrto, el setior Rodriguez Sahagúri 
inafitiepie la enmienda niiinero 23 (11 urticitlo 350 en  rela- 
cióii con el temu de las .sith\~e~tcioiie~ o desgravaciones, 
epitre c1ryo.s terrnino.s propone lu incl i~sión de la frase ((di-  
rectu o indirecta mediante crLjdito oficiul>>. 

€ t i  turno eri contra de las entnieridas defkrididas ariterior- 
trieti(e. intewietie, eti tiorrihre del Grupo Socialista, el se- 
rior López Riujlo.  que resalta el talunte de entendimiento 
con que el inipwtatite tenia del delito fiscal fite tratado en 
Ir1 Coriiisiiíri. teniu respecto del qite. por otru parte. reco- 
noce determinadas in i c ia t i im  tornadas con anterioridad 
por. otros Grupos politicos distintos del Socialista. E n  
cstu lirieu I I O  deja de tnostrur s u  e.rirutiezu por la uctititd 
mariteriidu por el Grirpo de Minoriu C'utaluriu en  la defkn- 
su dc s u s  crir?iieridu.s. 
A coritinitucióri se refiere u1 tema de la conciencia fi.sculp 
que I I O  pertenece eii exclit.sii~a a n i n g i i n  Grupo Purlamen- 
turio, s ino que es  itna conciencia de las sociedades avan- 
d a s  la que lleva a castigar firertemente el delito fiscal eri 
países como Estados Unidos o lu CEE.  El provecto de lev 
no rompe dicltu línea ni ,  por otru parte. pretende atemori- 
zar u nadie, como (rata de deniostrar segitidantente, des- 
tucando, en primer lugar. el límite tilado en el urtícirlo 
349. u partir del cual se coristitiive la tipificacidri del 
delito f lscul.  exponiendo las razones que íiuri llevado a 
establecer el límite eii cuestióri. 
Seguidamente pasa a contestar e,n detalle a cuda u n a  de 
las eriniieridas defkiididas por los distintos iritewinietites, 
a la par que informa sobre lu postura del G'riipo Socialis- 
ta en relación a cada una  de ellas. 
Por iiltinto. tamhitín en rionihre del Grupo Socialista. in- 
terviene el seilor Citestu Martínez para contestar concre- 
tamente a las enmiendas presenradas a l  articitlo 350 del 
pro.vecro e irt funnar sobre los motiiw que  han llevado a 
sil Grupo a presentar el misnio en si1 actual redacción. 

E n  tiirno de replica intervienen los seilores Pgrez Rovo,  Ca- 
lero Rodrígitez v Xicov Bassegodu v duplica el setior Ló- 
pez Riatio. 

Segici&mente son sometidas a votación v desestimadas las 
enmiendas fbnnirladas por los Grupos Centrista, Mixto,  
Popular v Minoría Catalana al artículo 349 del provecto. 
Sometido a votación dicho artículo 349. es aprobado por 
188 votos a favor,  81 en  contra v 14 abstenciones. confor- 
m e  al t a t o  del dictamen. 

Sometidas a votación las enmiendas presentadas al  articulo 
350 por los Grupos Centrista, Mixto,  Popular y Minoría 
Catalana, son todas ellas desestimadas. Puesto a vota- 
ción el texto del dictamen al citado artículo 350, es apro- 
bado por 186 votos a favor, 85  en contra y 14 abstencio- 
nes. 

Sometidas a votación, son desestimadas las enmiendas pre- 
sentadas al artículo 350 bis por los Grupos Popular, Mi- 
noría Catalana v Centrista. 

Se aprueba el texto del dictamen a este artícitlo por 183 
votos u favor, 92 en contru, nueve abstenciones v i tno 
Il l l lO.  

Es  rechazada la enmienda niímero 17, de Minoría Catula- 
n a ,  postulando 1111 artículo nitevo. 

Se somete u votación lu disposición udicionul. salvado un 
ewor udvertido por los sewicios de la Cámara e n  la niis- 
ma, siendo aprobada por 266 votos u favor, 13 en  contra 
Y tres ahstenciones. 

E n  rehcióri con la a p o s i c i ó n  de motivos,  se fbmiirlan ob- 
sewaciones por los setiores Sotillo Murrí v Culero Rodri- 
grrez v se otorga lu confianza u los sewicios de lu C'ámuru 
paru llevar u cubo las cowecciones técnicus oportunus. 

Pi tes~u a votucib>i la citadu rxposicióri de motivos, es upro- 
hudu por 263 votos u fuiwr, c~rtatro eri c'oritru .v dos ubs- 
tenciones. 

Se suspende la sesión u /as ocho .v cinco rnirrittos de la 
noche. 

Se abre la sesión a las cuatro v cinco minutos  de la tarde. 

El senor PRESIDENTE: Se abre la sesión. 
Como primera de las sesiones de este período, la Presi- 

dencia les desea a sus señorías todo lo mejor para estas 
próximas semanas del período y les plantea como asunto 
previo al orden del día el siguiente: por iniciativa de la 
Presidencia, se somete a acuerdo de la Cámara la cele- 
bración, con carácter público, ante el Pleno, del debate 
del dictamen de la Comisión de Investigación sobre Fi- 
nanciación de los Partidos Políticos y otros extremos. 
Previamente, la Presidencia sometió esta iniciativa a la 
Mesa y a la Junta de Portavoces. La Mesa la aprobó por 
unanimidad. En la Junta de Portavoces, todos los Grupos 
manifestaron su voluntad de que la sesión fuera pública. 

Respecto a la fórmula propuesta por la Presidencia, se 
manifestaron a favor los Grupos Popular, Centrista, Mi- 
noría Catalana, Vasco y Mixto ,  y se abstuvo el Grupo 
Socialista. 

N o  hubo, pues, ningún Grupo en contra de proponer 
esta fórmula al Pleno. 

Si no hay ningún Diputado que se oponga, se da por 
aprobada. ¿Algún señor Diputado se opone? (Pausa.) 

Se da por aprobada, y el Pleno sobre el dictamen de la 
Comisión de Investigación de Financiación de los Parti- 
dos Políticos será público. 
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CONVALIDACION O DEROGACION DE REALES DE- 
CRETOS-LEY: 

- REAL DECRETO-LEY 111985, DE 31 DE ENERO, 
POR EL QUE S E  DEROGA EL DECRETO-LEY 131 
1969, DE 1 1  DE JULIO, Y SE EXIME DE LA EXI- 
GENCIA DEL PERMISO DE TRABAJO A LAS PER- 
SONAS ORGINARIAS DE LA CIUDAD DE GIBRAL- 
TAR QUE DESEEN REALIZAR ACTIVIDADES LU- 
CRATIVAS POR CUENTA PROPIA EN ESPANA 

El señor PRESIDENTE: Entramos e n  el  primer puiito 
del orden del día: Convalidación o derogación de Reales 
Decretos-ley. Real Decreto-ley líl98S, de 31 de enero, por 
el que se deroga el Decreto-ley 13/1969, de I I de julio, y 
se exime de la exigencia del permiso de traba,jo a las 
personas originarias de la ciudad cle Gibraltar que dc- 
sccn reali/.at actividades lucrativas por cuenta propia en 
España. 

Para presentar y justilicar el Decreto-ley ticiic la pala- 
bra el señor Minis t iu  de la Picsidciicia. 

El señor MINISTRO DE LA PRESIDENCIA (Moscoso 
del Prado y M u n o ~ ) :  Señor Presidente, scnorías, breve- 
niente, para solicitar de la Cámara, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 86.2 de l a  Constitución y el 
articulo 151 del Reglamento de esta Cámara, la convali- 
dación del Real Decreto-ley 111985, de 31 de enero. 

Senorías, la nornia cuya convalidación solicito de la 
Cámara constituvc una de las medidas que debía tomar 
el Gobierno español para llevar a buen t t k r n i n o  ... (Rimtu- 

res.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Ministro. 
Estamos va en periodo de sesiones, como les he t'ecor- 

dado al principio, v les ruego que mantengan el cori'cs- 
pondiente silencio. 

Puede continuar, señor Ministro. 

El senor MINISTRO DE LA PRESIDENCIA (Moscoso 
del Prado y Muñoz): Gracias, señor Presidente. 

Decía que la norma constituvc una de las medidas que 
debía tomar el Gobierno espanol para llevar a buen t t k -  
mino los acuerdos adoptados en Bruselas e l  27 de 110- 

viembre de 1984 entre los Ministros de Asuntos Extcrio- 
res de España y del Reino Unido, y que implicaban la 
puesta en práctica de la Declaración de Lisboa, acordada 
el 10 de abril de 1980. 

En la Declaración de Bruselas se postula -le* « e l  
establecimiento de la igualdad y reciprocidad de dere- 
chos de los españoles en Gibraltar y de los gibraltarcños 
en España». Y añade: «Ello se traducirá en la concesión 
mutua de los derechos de que gozan los ciudadanos de 
los paises comunitarios, con los plazos y condiciones 
acordados entre España y la Comunidad Económica Eu- 
ropea. A este fin se presentarán las propuestas Iegislati- 
vas necesarias en Espana y e n  Gibraltar. 

Esta Declaración ha dado lugar a que, de acuerdo con 
la misma, la uEuropean Communitics Ordinancen, apro- 

bada por la Asamblea Legislativa de Gibraltar el 16 dc 
enero pasado, y cuya entrada en vigor se fi.jaba para el 5 
de febrero actual, reconoce a los espanoles que se esta- 
blezcan en Gibraltar por cuenta propia u11 permiso de 
residencia válido por un periodo n o  inferior a cinco años. 

En este nuevo clima de relaciones. y para dar  cumpli- 
niicnto al principio de reciprocidad, era obligado quc 
España adoptara, por su parte, las necesarias rnodilica- 
cioncs del ordenariiienio legal interno e n  las materias 
t-clacionadas con el Acuerdo, y íi  ello responde el Real 

solicito la convalidación de esta  Cániai.a. 
Corno saben sus scñorias, desde .julio de 1969 hasta  el  5 

de febrero de 1985, las personas originarias de la ciudad 
dc Gibraltar gozaron cii España de un i.L;ginieii .jurídico 
especial en virtud de l  Decreto-ley 1311969. de 1 1  de jul io ,  
sobre concesión de facilidades a los residentes civiles clc 
G i bral t ar . 

Para disl'rutar de cstas facilidades, el Decrct<i-lcv 13 i  
1969 establecía como cond ic ih  que los pibraltarciios 
trasladasen SLI residencia a Espana y cI;iusurascii SLIS iic- 

gocios e n  Gibraltar. 
Mantener en la actualidad la vigencia dc este Dcci-cto- 

ley no tendria ningún sentido, y ello por. multiplcs razo- 

En primer lugar, por razones jui-idicas, porque parte 
de las disposiciones de dicho texto han q~icdado s~ipci-a- 
das por l a s  reformas introducidas en nuestro ordena- 
miento jiiridico interno. a partir del citado a ñ o  de 1969. 

En segundo lugar, por r a m i c s  tCcnicas, porque los  bc- 
ncficiarios del Decreto-ley que se cleruga en el que 5e 

intenta hoy convalidar '110 eran todos los gibraltareños, 
sino -según el ienor literal del iiiisnio- únicaniente 
aquellos q u e  hubiesen residido en el Pcnón antes del 16 
de octubre de 1964. 

En tercer lugar, por r a ~ o n c s  políticas, porque el cspíri- 
t u  del Decreto-ley no respondía a la política actual del 
Gobierno sobre Gibraltar. Debe tenerse en cuenta al 1x5- 
pccto que  la linalidad principal de dicho t e x t o  crii esti- 
mular a los gibraltarcños a que abandonaran el  Peñón. 
Así lo decía de íorma evidente su cxposición de rnotivos. 

En esta exposición de motivos se puede leer: « L a  pcr- 
sistcncia dc la situación colonial de Gibraltar determina 
la necesidad urgente de no permitir que por más tiempo 
sigan perjudicándose por aquella circunstancia 10s inte- 
reses de los residentes civiles en aquella ciudad.. 

Y ,  por último, por razones diplomáticas, porque el co- 
municado conjunto hispano-británico, difundido e11 Brw 
selas el 27 de noviembre de 1984. recoge el Acuerdo de 
los Ministros de Asuntos Exteriores de ambos paises, en 
el que se preve el establecimiento de la igualdad y i w i -  

procidad de derechos de los españoles en Gibraltar y tlc 
los gibraltarcños e n  Espana, a cuvo f i n  se convino e11 

presentar las propuestas legislativas necesarias tanto en 
España como en Gibraltar. 

Consciente de todas estas razones, el Gobierno español 
comunicó en su momento al Gobierno británico su deci- 
sión de derogar el Decreto-ley 13, de 1969, que obvia- 

Dcci.cto-Icy al que 1 1 1 ~  C S ~ O ~  i.cl'ii.iciido i i'espccto del cual 

nes: 



mente no respondía al nuevo marco de las relaciones 
existentes entre los dos países. 

Por otra parte, la normativa vigente en España (Ley 
2YílY68, de 20 de julio, y el Real Decreto 1031/1Y80, de 3 
de mayo) no permitía conceder a los originarios de Gi- 
braltar un trato semejante al reconocido a los españoles 
en la Ordenanza aprobada por la Asamblea Legislativa 
de Gibraltar e n  16 de enero pasado. 

Teniendo en cuenta, además, la vinculacióii que  el 
Real Decreto 1031, de 1Y80, establece entre el permiso de 
trabajo y la autorización de residencia, para que Iegal- 
mente pueda concederse a los gibraltarenos que realicen 
una actividad autónoma en España la autorización de 
residencia de cinco anos, eran necesarias dos nuevas nor- 
nias: la primera, con objeto de eximirles del permiso de 
trabajo, v como este requisito fue establecido por lev, la 
nueva norma habría de tener rango de ley, incluyt.ndose 
por ello el correspondiente precepto en el Real Decreto- 
ley que se somete a convalidación. 

La segunda, con objeto de concederles autorización de 
i.esidcncia de cinco anos. A tal electo. el Gobierno y a  
aprobó el pasado día 31 de enero un Real Decreto que 
entró en vigor el pasado 5 de febrero por e l  que se regula 
la concesión de autorizaciones de residencia e n  Espana a 
las personas originarias de la ciudad de Gibraltar. 

Con la norma sometida a la convalidación de la Cáma- 
ra, señorías, como hc- indicado, se deroga el Decreto-ley 
número 13, de 1969, y al propio tiempo se les exime de la 
exigencia del permiso de trabajo a las personas origina- 
rias de la ciudad de Gibraltar que deseen realizar en 
Espana actividades lucrativas por cuenta propia. 

Con estas medidas se cumplen los tkrminos convenidos 
con el Gobierno británico y se favorece la continuación 
de las negociaciones que conduzcan en su día a la recu- 
peración por España de la soberaiiia sobre el territorio 
gibraltareno. 

Para terminar, señorías, sólo nos resta precisar que el 
Real Decreto-ley que se somete a la convalidación de la 
Cámara que se encuadra dentro de los límites del artícu- 
lo 86, apartado 1 ,  de la Constitución, y ,  en cuanto a la 
urgencia del niisnio. evidentemente, y de conlormidad 
con los ti-rminos de la Declaración de Bruselas. el com- 
promiso del Estado español tenía la fecha del 5 de fcbrc- 
ro del presente año y mes, y en la reunión del mismo dia 
5 de febrero se prorrogó este compromiso hasta el día 15 
del mes en que nos encontramos, razones todas ellas que 
ponen de evidencia la urgencia de aconicter estas riiedi- 
das y ,  en consecuencia, de promulgar el Real Decreto-ley 
para el que pido el voto de la Cámara en el sentido de 
que sea convalidado. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
iTurno en contra? (Puusu.) Tiene la palabra el serior 

Kirkpatrick. 

El señor KIRKPATRICK MENDARO: Senor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, permítame, en primer 
lugar, señor Presidente, una brevísima corrección, que, 
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sin duda, el señor Presidente, en su benevolencia. me va 
a aceptar, v que alecta también, naturalmente. al Minis- 
tro señor Moscoso, y que deriva, indudablemente, del 
texto publicado en el ((Boletín Oricial del Estado» sobre 
este Real Decreto-ley. 

Sc dice que se trata de reconocer una serie de derechos 
,,a los ciudadanos de la ciudad de Gibraltar.. C i u ~  que  In 
precisión terminológica siempre es importante, señoi. 
Presidente, la precisión terminológica sicrnptc es impoi.- 
tantc, señor Ministro,  y,  sin duda, el scnor Ministro de 
Asuntos Exteriores me daría en este caso la i.azóri, para 
cmpcmr, digamos, ((21 los ciucladanos de la colonia de 
Gibraltar». 

El primer punto. por tanto, cs que no cnipeccinos lioso- 
tros mismos en este Parlanicnto a ignorar el cnrictci  de 
colonia que Gibraltar tiene, y niucho menos a prctcridci., 
riada niciios, que una especie de vasallaje de gran parte 
de Andalucía o del Campo de Gibraltar hacia la ciudad 
gibraltarcna, permitiendo una serie de situaciones. íridu- 
dablcmcntc, riosotros, e11 principio, qucrcnios tener cl 
nie.jor. trato con los  gibraltareños, pci.o tio qucrcnios qcic, 
en ningún caso, pueda cxtendcrse el dominio colonial 
sobre otras zonas que las que ya nos ~isiirparori en 17 13 y 
en años posteriores. 

Hemos oído -y es importante quc el piiiricr tema cle 
este nuevo período de sesiones se refiera a uiia cucstibri 
tan crucial.  tan importante. como la situación coloriial 
de Gibraltar-, henios oído aquí una extensa exposición 
de normas legislativas que n o s  ha hecho el Ministro se- 
nor Moscoso, aducicrido una serie de caracteres, de 1iot.- 

nias y ,  en dclinitiva, diciciido que teníamos q u e  curiiplii. 
lo que se había establecido c n  Bruselas y que deriva, 
naturalmciitc, de las disposiciones tomadas en Lisboa 
unos años antes. 

Yo creo, senorías, que realmente el Parlamento cspa- 
nol, siendo importante que trate como primer punto del  
orden del día de este período de sesiones una cuestión 
tan importante conio Gibraltar, n o  debe en ningún caso 

iniciar un debate sobre una  cuestión tan importante co- 
nio lo que se ha acordado en Bruselas, tratando por los 
pelos de venir aquí con una convalidaciun de un Dccrcto- 

ley sobre un  tema tbcnico y concreto. como es el de la 
situación de los trabajadores de la colonia de Gibraltar 
en territorio de soberanía espaiiola. 

Señores. si somos i~calrricntc un Parlamento serio, y la 
somos -v desde el Griipo Popular lo queremos ser, y 
estamos trabajando para ello, con niavor o tiienor cola- 
boración de otros Grupos-, si sonios serios. el Parla- 
mento cspanol, este Congreso de los Diputados, debe eni-  
pczar por el principio, de tcncr un debate, n o  sobre este 

tema pequeno, aunque importante. de la situación labo- 
ral derivada de lo que se ha negociado, más o menos 
bien, en Bruselas, sino sobre el conjunto, sobre la totali- 
dad, sobre qué es lo que se ha negociado en Bruselas. 

Sus señorías n o  conocen lo que se ha negociado en 
Bruselas. Este Parlamento no lo conoce y ,  sin embargo. 
en Westminstcr, en el Parlamento británico, el tenia se 
ha debatido ampliamente. Aquí hemos tenido una sesión 
informativa, muy amable, del Ministro señor Morán, pe- 
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ro no suficientemente técnica, y nosotros lo que pedimos 
es que realmente se abra un debate sobre este tema, so- 
bre si se trata de un Tratado Internacional o no, sobre si 
se va a novar el Tratado de Utrecht, sobre si, de acuerdo 
con la Constitución, que muchas veces somos nosotros, 
evidentemente, los encargados de tener preocupación 
porque el control del Gobierno lleve también al control 
constitucional de sus normas, sobre si de acuerdo con el 
artículo.. . 

El señor PRESIDENTE: Señor Kirkpatrick, le recuerdo 
que estamos en el debate de convalidación o derogación 
de un Real Decreto-ley. 

El señor KIRKPATRICK MENDARO: Perfectamente, 
señor Presidente; termino esta priinerisinia parte intro- 
duc toria, 

Solamente dccirlc, señor Presidente, que usted estará 
de acuerdo, en su calidad de jurista, que, con arreglo al 
artículo 94.1 de la Constitución, hubiera sido mejor abrir 
el debate sobre la totalidad, y sobre la ratificación o n o  
del instrumento diplomático elaborado en Bruselas. Pe- 
ro, concretameqtc. en este punto relativo al los permisos 
de trabajo, tenemos que decir lo siguiente: hoy, senor 
Presidente. senoras y señores Diptuados. se está tratando 
en la otra Cámara. c n  el Senado. el tema de las autono- 
mías. el tema de los Estatutos de Autonomía. Seria con- 
veniente saber que nadie ha tomado (y nosotros como 
alternativa y como explicación dc la alternativa del Gru- 
po popular hemos tomado esta iniciativa y lo vamos a 
hacer), nadie Gn el Grupo mayoritario de esta Cámara ha 
tomado la iniciativa de elaborar un  estatuto en el que se 
contemple este v otros casos para Gibraltar. 

Creemos que este es el primer punto realmente grave y 
preocupante, en cuanto a la falta de intcrfs por encon- 
trar una solución. y es elaborar un estatuto de los gibral- 
tarenos en el que se contemplen este y otros casos. Pero 
es que en el Decreto-lev que se nos somete a su aproba- 
cibn se dice que se va a evitar la obligación de proveerse 
del permiso de trabajo que se cstablecia en la legislación 
anterior. La legislación anterior, ,que en partes limitadas 
v en partes absolutamente equivocadas -siento decirlo, 
senor Moscoso-, se nos ha leido aquí, establecía -se- 
gún se nos ha dicho por parte del senor Moscos- una 
serie de principios tendentes a evitar que los gibraltare- 
ños siguieran residiendo en Gibraltar v se buscaba que 
residieran en territorio español. Nosotros, desde e l  Grupo 
Popular, contestarnos que eso no es cierto. La legislación 
anterior -con los inconvenientes y las deficiencias que 
pudiera tener. porque ninguna acción humana es perlec- 
ta-, la legislación anterior. señor Ministro (leaselo des- 
pacio en el ((Boletín Oficial,, del lunes 14 de julio de 
aquel ano) establecía algo mucho más generoso de lo que 
en este caso concreto se trata; la legislación anterior per- 
mitia una homologación de títulos y de profesiones libc- 
rales que se quisieran establecer en el resto del territorio 
de la soberanía espanola, se permitía igualmente una 
convalidación de diplomas v se permitía una libertad de 
establecimiento de comerciantes e industriales en  terri- 

torio de la soberanía española. En este caso concreto, 
estamos sólo dando un trato favorable a los trabajadores 
y estamos olvidando un trato favorable para todos aque- 
llos sectores que crean trabajo, que hubieran querido, 
deseado y buscado establecerse en territorio español con 
industrias, con establecimientos, con importaciones, que 
en aquellos momentos se decía, incluso, que estaban l i -  
bres de impuestos, libres de tasas, para importar maqui- 
naria, aparatos, vehículos u otros bienes +omo he di- 
cho antes-, para convalidar los títulos v ejercer profe- 
siones liberales. 

Y o  no  soy en estos momentos el portavoz aquí de los 

llanitos gibraltarenos; nos unen grandes relaciones con 
ellos y tenemos buenas amistades, pero tengo que decir 
que se han puesto en contacto con nosotros varios grupos 
de residentes en Gibraltar, diciendo: señores, el Gobierno 
español en estos momentos solamente se preocupa del 
aspecto parcial del rkgimen laboral de unos trabajado- 
res, y al derogar el Decreto anterior, olvida a aquellos 
que deseasen establecerse para crear industrias, para te- 
ner una libertad de  instalación e inclusive, y eventual- 
mente, para adquirir la nacionalidad española; todo esto 
está olvidado en este tema. 

Yo no quiero extenderme, senor Presidente, en esta 
cuestión. El tema de Gibraltar debía dar  origen a mu- 
chos más temas que &te. Creemos que fue un error indu- 
dablemente introducir el concepto de los deseos y de la 
voluntad de los gibraltareños, olvidando lo que nosotros 
en España queremos -todos los Grupos políticos. por- 
que estoy cohvencido de que el Grupo Socialista en estos 
momentos tiene que estar unido a nosotros, porque es 
una cuestión nacional-, y ,  por tanto, lo sensato, 19 Iógi- 
co y lo que nosotros propugnamos es que se devuelva 
este Decreto-ley, que se tramite por la vía de proyecto de 
ley ,  que se tenga en cuenta que aquí estarnos jugando 
con los intereses españoles, y que este Decreto-lev ha si- 
do mal elaborado y mal presentado, Solamente con un  
aspecto parcial, y ,  teniendo realmente un sentido de la 
responsabilidad nacional. lo que procede es tramitarlo 
como provecto de ley. 

Muchas gracias. 

El senor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Kirkpa- 

Turno a favor de la convalidación. Tiene la palabra el 
trick. 

señor Santos Jurado. 

El señor SANTOS JURADO: Senor Presidente. seño- 
rías, intervengo en nombre del Grupo Parlamentario So- 
cialista para defender. por supuesto, la convalidación del 
presente Real Decreto, que. como bien se ha dicho ante- 
riormente. por parte del senor Ministro de la Presiden- 
cia, deroga el Decreto-ley de 1 I de julio de 1966, y exime 
de la exigencia del permiso de trabajo a los gibraltarenos 
originarios que deseen realizar actividades lucrativas por 
cuenta propia en España. 

Y o  creo que y a  el senor Ministro de la Presidencia ha 
dicho casi todo lo que sc refiere al contenido del Decreto; 
no obstante. en nombre del Grupo Parlamentario Socia- 
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lista, y para contestar también a alguna dc las cosas que 
aqui ha dicho el señor Kirkpatrick. creo necesario añadir 
algo más. 

En prinicr lugar, creo que las razones por las cuales 
considerarnos positiva e imprescindible la aprobación de 
este Real Decreto pueden ser varias, algunas ya las ha 
dicho el señor Ministro, y pienso también que muy scnci- 
Ilas, dado el <<status» actual del tema de Gibraltar, «sta- 
tus» que parece ser que por algunas personas, por algu- 
nos señores Diputados, se olvida. 

La verdad es que volviendo atrás vemos qucx está claro 
que no ha dado ningún tipo de resultado positivo la fór- 
mula que arbitraba ese Decreto de 1966, del cual el señor 
Kirkpatrick ha hecho una delensa a ultranza, y VO voy a 
tratar de demostrar que ese Decreto de 1966 no ha traído 
en absoluto nada positivo. 

' Efectivaniente. ese Decreto concedía una serie de bcnc- 
ficios a los gibraltarenos para cstablccci.sc comercial e 
industrialmente e11 España. Bien, pero también hav que 
decir que como condición se les imponía que debían 
clausurar sus negocios en Gibraltar y adquirir la nacio- 
nalidad cspanola. Había ademris otra cosa: solamente 
podian acogerse a esos bcnelicios los gibraltarcnos que 
residiesen en el Peñón antes del 16 de octubre de 1964; es 
decir, toda una buena imagen de lo que es una política 
de integración. Este es, en líneas generales, el contenido 
de ese Decreto que al parecer tan buenos resultados, a 
juicio del scnor Kirkpatrick, ha dado hasta ahora. 

Analizando lo quc ha ocurrido durante todos estos 
anos. la práctica dciriuestra que a ese Decreto no sc' ha 
acogido casi tiadic. ¿Por qu¿. no? Porque lo que se preten- 
día simplemente mediante el mismo era decirle a los 
pibraltaterios que se lucran de Gibraltar, cosa que, por 
supuesto, no ha sido así. 

Razones .jurídicas aparte, también quiero dccir que es 
obvio que lógicamente existen poderosas razones políti- 
cas; leyendo aquel Decreto qucda patente que su finali- 
dad en aquel momcnto n o  era otra que estimular a los 
gibraltarcños para que abandonaran Gibraltar. y esto no 
deja de ser un grave error demostrado palpablemente, en 
el cual entiendo que no ha quciido caer este Gobicriio, 
que está dando un nuevo enloque a todos los temas rela- 
cionados con Gibraltar, un enfoque que  viene expresado 
lundamcntalmcntc en la declaración de Bruselas que se 
firm6 el 27 de noviembre de 1984, y a mí m e  extraña que 
se diga aqui por parte del portavoz del Grupo Parlamcn- 
tario Popular que n o  deberíamos venir aqui hoy a deba- 
tir un tema técnico, como es el que se trata en este Decre- 
to. N o  es solamente técnico, señor Kirkpatrick. es sim- 
plemente el establecer unas relaciones de igualdad y de 
reciprocidad entre los derechos de los trabajadores de 
una parte y de otra. 

Pero además me dice usted que el  debate deberia ser 
más amplio, que habría que debatir toda la Declaración 
de  Brusclas y todo el tema de.Gibraltar. Yo  quisiera re- 
cordarle (no si. si con las fiestas últimas a lo mejor se le 
ha ido un poco la memoria) que c n  el mes de diciembre 
estuvimos reunidos durante más de cinco horas en la 
Comisión de Asuntos Exteriores en presencia del Minis- 

tro de Asuntos Exteriores, don Fernando Morán, deba- 
tiendo la Declaración de Bruselas. Yo creo que es un 
marco totalmente adecuado para tratar el tema. Otra 
cosa es que se quiera cambiar de tribuna. 

Por consiguiente, la política actual del Gobierno, y en 
ello se emplaza el presente Decreto, trata del estableci- 
miento de la igualdad de derechos y significa ni más ni 
menos que un cumplimiento de la Declaración de Bruse- 
las que. como ustedes saben, en el punto número uno 
acuerda e l  establecimiento de la igualdad de derechos de 
los españoles en Gibraltar y de los gibraltareños en Espa- 
ña basándose en los derechos que gozan los ciudadanos 
de la Comunidad Económica Europea. Se decía: [(Con tal 
fin se presentarán las propuestas legislativas en España 
y Gibraltar)). En Gibraltar va se hizo cl pasado 16 de 
enero, y nosotros estamos tratando dc convalidar hoy 
esta medida. 

En definitiva, yo crco que los argumentos son muy 
claros, son sencillos, y creo que este Real Decreto es una 
pieza fundamental para avanzar hacia ese nuevo hori- 
zonte que se ha abierto por este Gobierno en relación a l  
tema de Gibraltar. 

Tengo la certeza de que estamos en el buen camino; 
&e es el criterio de mi Grupo, y por ello vamos a votar a 
favor de la convalidaciún de este Real Decreto. 

El senor PRESIDENTE: Gracias, señor Santos Jurado. 
<Grupos Parlamentarios que quieren fi,iar posiciones? 

íPaitsu.) El Centrista exclusivamente. Para fijar la posi- 
ción del Grupo Parlamentario Centrista tiene la palabra 
el señor Mardoncs. 

El señor MARDONES SEVILLA: Con la venia, señor 
Presidente. 

Señorías, en nombre del Grupo Parlamentario Centris- 
ta adelanto en la fijación de posiciún que nuestro voto 
será afirmativo a la convalidación de este Real Decrcto- 
ley. Ouiero decir, no obstante, en un intento de matiza- 
ción. que es un «s i» .  que es una acción positiva, sin mu- 
cho entusiasmo. Sin mucho entusiasmo porque se separa 
de alguna manera de un debate en profundidad de lo que 
debe ser el marco de la cuestión de Gibraltar. 

El Grupo Parlamentario Centrista solicitó este otoño 
pasado la comparecencia en la Comisión de Asuntos Ex- 
teriores del señor Ministro, hoy ausente justificadamentc 
en Roma y que me hubiera gustado tener hoy aquí; pero 
esto también me exime de entrar en las cuestiones políti- 
cas de fondo del asunto v ,  por tanto. para explicar este 
voto afirmativo entrar6 en las siguicntcs razones objeti- 
vas. 

En primer lugar, nosotros criemos que este Decreto- 
Iev cuva convalidación aquí nos reúne, se necesita funda- 
mentalmente por una cuestión formal, que es precisa- 
mente k, que dice en su artículo primero, que es derogar 
al Decreto-lev de  1969. En segundo lugar, porque es una 
cuestihn concreta v específica relativa a los permisos de 
trabajo. Y en tercer lugar, fundamentalmente, porque se 
hace dentro de lo que nosotros consideramos, y yo perso- 
nalmente as¡ lo juzgo, el dotar a la diplomacia española 
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de  un instrumento de  trabajo. Y o  creo, señorías, que la 
diplomacia española en todos sus funcionarios, embaja- 
dores y diplomáticos, ha venido en estos últimos anos, 
desde 1980, trabajando en líneas de racionalidad y de 
eficacia para conseguir unos objetivos que fueran clarifi- 
cando de una vez el confuso y complejo tema de la nor- 
malización de las relaciones con Gibraltar. Dentro de 
esta línea, nosotros creemos que la apertura de la verja y 
todo lo que ella conlleva es importante, porque el hecho 
físico de una apertura de verja está conllevando situacio- 
nes laborales y tránsito de mercancías, incluso lo que yo 
denomino la verja akrca; no solamente se ha hecho una 
apartura de verja física para tránsito rodado, peatonal y 
de mercancías por tierra, sino la parte tan importante, 
precisamente donde posiblemente los ingleses obtengan 
más beneficios, que es lo que y o  denomino la «verja a& 
rean, para que no haya ninguna limitación ni servidum- 
bre aeronáutica en la zona de seguridad del territorio 
español que en determinadas ocasiones podía impedir 
por parte del Gobierno español que las aeronaves britá- 
nicas pudieran sobrevolar esta zona de seguridad. 

Creo, por tanto. que es necesario seguir dotando a 
nuestra diplomacia de un instrumento de trabajo ade- 
cuado para llevar adelante este asunto, en lo que cstaba- 
mos de acuerdo prácticamente, al menos así se vio en el 
debate en la Comisión de Asuntos Exteriores. en novierii- 
bre pasado, de la Declaración de Bruselas. Creo que es 
oportuno el Decreto en el que el Gobierno ha hecho la 
regularización de las autorizaciones de residencia. Lo 
que yo sí quisiera es decir aquí algo al Gobierno en la 
persona de su portavoz, el Ministro de la Presidencia: 
que sea exquisitamente riguroso en el control de estas 
autorizaciones de residencia en razón a los requisitos que 
trae este Decreto-ley. Se  dice upersonas provenientes u 
originarias de la ciudad de Gibraltar.. Que quede perfec- 
tamente claro para la autoridad policial o gubernativa 
encargada de dar en su día a traves de las comisarías de 
policía estas autorizaciones de residencia, que se entien- 
de  por personas originarias de la ciudad de Gibraltar, y 
que esto quede lo suficientemente claro para que n o  haya 
ambigüedades y no se utilice por ciudadanos británicos 
el puente de la ciudadanía gibraltarena para su penetra- 
ción en un mercado de trabajo en España que de por si 
es ya tremendamente difícil y tensionado por la situación 
laboral existente. 

También creo que los hitos importantes del 80 en la 
Declaración de Lisboa, de las conversaciones del Gobier- 
no español entonces, en el ano 1982, con la Primera Mi- 
nistra, señora Thatcher y las realizaciones 'del año 1984. 
en la Declaración de Bruselas, sí encuentran aquí un ins- 
trumento. 

Pero voy más allá para justificar nuestro voto positivo 
a la convalidación del Decreto-ley. Nosotros creemos que 
esta permeabilidad dc facilidades nos la vamos a encon- 
trar como una exigencia no ya de la Declaración de Bru- 
selas, ni del Gobierno Británico, sino el día del ingreso 
de España en la Comunidad Económica Europea: enton- 
ces vendrá impuesta, curiosamente, por un  poder resi- 
dente en Bruselas, este libre tránsito de personas, este 

libre tránsito de situaciones jurídicas, mercantiles y co- 
merciales. 

Pero creo que hay una cosa importante. y se deriva de 
la situación política actual: al haber exigido el señor Mo- 
rán replantear la situación del año 1982 -a mi entender 
erróneamente-, o del año 1980 en la Declaración de Lis- 
boa, con el tema de la soberanía, la contrapartida britá- 
nica fue que se hablase entonces -y así lo ha dicho la 
senora Thatcher en los Comunes y el Canciller b r i t á n i c w  
también de que el Reino Unido consultaría la voluntad 
de los gibraltareños en razón de su Constitución vigente. 

Pues bien, si se trata de que haya un ambiente de cor- 
dialidad, de que haya un mejor clima de entendimiento y 
cordialidad entre gibraltarciios v cspanoles. entendenios 
que permitir esa convivencia en el  marco laboral, en este 
caso, sin unas restricciones hoy absurdas y contempladas 
en el Decreto-ley del año lY79, eso conllevará que sea 
como un instrumento de cordialidad, de buen clima en el 
ambiente; y yo deseo que nuestro Cuerpo Diplomático, 
nuestros miembros de la carrera diplomática y del Go- 
bierno encuentren. como decía. un instrumento niás de 
apoyo, una palanca para llevar adelante la soluciorí defi- 
nitiva del tema de Gibraltar. 

Nada más. Muchas gracias. (El  wrior Kirkpuirick p i d e  lu 
puhbru.  

El señor PRESIDENTE: Gracias, scnor Mardories. 
Tenía que haberle dado la palabra antes. señor Kirkpa- 

t rick, perdóneme. 

El señor KIRKPATRICK MENDARO: Gracias, senor 
Presidente, por su amabilidad al concederme la palabra. 

Quería señalar a la atención de esta Cámara la rcspon- 
sabilidad que todos como parlamentarios cspañolec tene- 
mos en estos momentos al votar un terna que se refiere 
no sólo al libre tránsito entre España y Gibraltar, al que 
no nos oponemos, lo que sí queremos es que tenga ctecti- 
va reciprocidad y que sirva a los intereses nacionales. 
Por tanto, quiero llamar la atención de los representan- 
tes en esta Cámara para decir que lo que se va a votar no 
es un tema referido al libre tránsito y a las autorimcio- 
nes laborales que al caso convengan, sino que es un tema 
mucho más importante y de mucha mayor significación. 
Lo que se v a  a proceder a vo ta r  en estos momentos, 

señor Presidente, es un tema de tondo, es tratar el terna 
de Gibraltar en el contexto de una situación de descolo- 
nización y con la exigencia de que los españoles tan1bii.n 
en la colonia gibraltareña, pucdan tener, recíprocamen- 
te, derecho al trabajo. 

Como todas SS. SS. sin duda conocen, los españoles no 
podrán trabajar -y repito muy claramente-, no podrán 
trabajar libremente en Gibraltar hasta siete años des- 
puis,  repito muy claramente, hasta siete años dcspui.s dc 
la entrada de España en el Mercado Común. 

Yo creo que si este Parlamento actúa en función de lo 
que la Asamblea colonial de Gibraltar ha decidido el 16 
de enero y si vamos a ir a remolque de que se haya 
adoptado en la Asamblea de Gibraltar el 16 de enero, es 

preciso que se sepa que vamos a remolque, como Parla- 
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mento español, de  una Asamblea que ha votado que los 
españoles recíprocamente no podrán trabajar en Gibral- 
tar hasta siete anos después del período de entrada. 

Por ello, creemos que el tema merecería una mayor 
reflexión y que sería sensato simplemente pedir que se 
tratase como proyecto de ley. 

El senor PRESIDENTE: Como sabe el senor Kirkpa- 
trick, esta pregunta la hará el Presidente una vez que, en 
su caso. se haya convalidado e l  Decreto-ley. N o  hay oca- 
sión de plantear este terna ahora. 

El senor SANTOS JURADO: Creo que existe una espe- 
cie de confusión en el señor Kirkpatrick. Mire usted, no 
sólo se puede trabajar en Gibraltar, s ino que ya hay de 
30, a 50 trabajadores, que concretamente conozco y con 
los que he estado reunido hace días en Gibraltar. 

Lo que se trata de votar hov aquí es el cumplimiento 
del punto uno de la Declaración de Bruselas para esta- 
blecer el trato de igualdad y reciprocidad entre los tra- 
bajadores de una y otra mna .  

Y o  invito a S.  S .  a que conozca de cerca la problemáti- 
ca de Gibraltar, que viaje allí v conozca más detenida- 
mente el tema, no en un viaje de ida y vuelta, sino seria- 
mente v verá que no es como usted lo pinta, sino que es 
menos complicado. 

En eso estamos ahora, en tratar de hacer una política 
nueva, en tratar de establecer un horizonte, corno decía 
antes, con respecto a Gibraltar, en tratar de que no se 
cierren más puertas, sino, al contrario, de abrir todas l as  
quc  podamos para conocernos y Ilcgar a un futuro mejor 
próximamente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Vamos a proceder a la votación de la convalidación o 

derogación del Real Decreto-lev 1/85. de 31 de enero, por 
el que deroga el Decreto-lev 13í1969, de 1 1  de julio. Votar 
a favot es votar por la convalidación, en contra por la 
derogación. 

Comienza la votación. (Pausa.), 

Efectuada la votación. dio el sigirierite resultado: Votos 
emitidos, 266; a favor, 194; en contra, cuatro; abstencio- 
ries, 68. 

El senor PRESIDENTE: Queda convalidado el Real 
Decreto-ley 1/1985, de 31 de enero, por el que se deroga 
el Decreto-lev 13/1969, de 1 1  de julio. y se exime de la 
exigencia del permiso de trabajo a las personas origina- 
rias de la ciudad de Gibraltar que deseen realizar activi- 
dades lucrativas por cuenta propia en España. 

iAlgún Grupo Parlamentario desea que se tramite el 
Real Decreto-ley por el procedimiento de urgencia? 

El senor KIRKPATRICK MENDARO: Sí, senor Presi- 
dente. 

El scnor PRESIDENTE: Hay un grupo que lo propone. 
Yo preguntaba si había aceptación, por parte de los de- 

más  senores Diputados. No hacía falta que contestara 
S. S.  (Pausa.) Tiene la palabra el senor Sáenz Coscullue- 
la. 

El señor SAENZ COSCULLUELA: Solicitamos vota- 
ción. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar la solicitud del 
Grupo Parlamentario Popular de que el Real Decreto-ley 
convalidado se tramite como proyecto de ley por el pro- 
cedimiento de urgencia. 

Comienza la votación. í fausa.)  

Efectuuda lu votación. dio el siguiente resultado: Voros 
emitidos, 268; a favor, 89; en contra, 177; abstenciones, 
dos. 

El senor PRESIDENTE: Queda rechazada la petición 
del Grupo Parlamentario Popular de que este Real Decre- 
to convalidado sea tramitado como proyecto de ley por el 
procedimiento de urgencia. 

DICTAMENES SOBRE CONVENIOS INTERNACIONA- 
LES: 

- CONVENIO RELATIVO A LA LEY APLICABLE A 
LOS NOMBRES Y APELLIDOS, HECHO EN MU- 
NICH EL 5 DE SEPTIEMBRE DE 1980. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a cntrar cn cl segundo 
punto del orden del día, Dictámenes sobre convenios in- 
ternacionales. 

Convenio relativo a la Ley aplicable a los nombres v 
apellidos, hecho en Munich el 5 de septiembre de 1980. 

Vamos a proceder a la votación. 
Comienza la votación. (Pairsa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 267; a favor. 259; en contra seis; abstenciones, 
dos. 

El senor PRESIDENTE: Queda aprobada la autoriza- 
ción del Congreso de los Diputados para la prestación del 
consentimiento del Estado para obligarse por medio de 
este Convenio. 

- CONVENIO SOBRE CONSERVACION DE LA VIDA 
SILVESTRE Y DEL MEDIO NATURAL EN EUROPA, 
HECHO EN BERNA EL 19 DE SEPTIEMBRE DE 
1979, Y PROYECTO DE RESERVAS A EFECTUAR 
POR ESPANA 

El senor PRESIDENTE: Convenio sobre conservación 
de la vida silvestre y del medio natural en Europa, hecho 
en Berna el 19 de septiembre de 1979, y proyecto de 
reservas a efectuar por Espana. Vamos a proceder a la 
votación, 

Comienza la votación. (Parcsa.) 
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Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 270: a favor. 263: en contra, cuatro; abstencio- 
nes, tres, 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la autoriza- 
ción del Congreso de los Diputados para la prestación del 
consentimiento del Estado para obligarse por medio del 
presente Convenio. 

- CONVENIO SOBRE COMERCIO INTERNACIONAL 
DE ESPECIES AMENAZADAS DE FAUNA Y FLORA 
SILVESTRES, HECHO EN WASHINGTON EL 3 DE 
MARZO DE 1973, Y PROYECTO DE RESERVAS A 
EFECTUAR POR ESPANA 

El señor PRESIDENTE: Convenio sobre comercio in- 
fernacional de especies amenazadas de,fauna y flora sil- 
vestres, hecho en Washington el 3 de marzo de 1973, y 
proyecto de reservas a efectuar por España. Vamos a 
proceder a la votación. 

Comienza la votación. fPuusu.) 

Efectuada la votacióti, dio el siguiente resultado: Votos 
ernitidos, 270; a favor, 262; en contra. cinco; abstenciones, 
tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la autoriza- 
ción del Congreso de los Diputados para la prestación del 
consentimiento del Estado para obligarse por medio del 
presente Convcnio. 

- CONVENIO CON LA REPUBLICA DE AUSTRIA SO- 
BRE RECONOCIMIENTO Y EJECUCION DE RESO- 
LUCION ES, TRANSACCIONES JUDICIALES, ETC ., 
EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL, FIRMADO EN 
VIENA EL 17 DE FEBRERO DE 1984 

El señor PRESIDENTE: Convenio con la República de 
Austria sobre reconocimiento y ejecución de rcsolucio- 
nes, transacciones judiciales, etc,,  en materia civil y mer- 
cantil, firmado en Viena el 17 de febrero de 1984. 

Comienza la votación. (Paitsa.) 

Efictitadu la votación, dio el siguiente resitltado: Votos 
emitidos. 270; a favor. 260; en contra, cimtro. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la autoriza- 
ción dcl Congreso de los Diputados para la prestación del 
consentimiento del Estado para obligarse por medio del 
presenta Convenio. 

- ACUERDO COMPLEMENTARIO DE COOPERACION 
ENTRE EL GOBIERNO DE ESPANA Y EL GOBIER- 
NO DE COSTA RICA PARA DESARROLLO DE U N  
PLAN DE COOPERACION INTEGRAL 

El señor PRESIDENTE: Acuerdo co.mplementario de 
cooperación entre el Gobierno de Espana y cl Gobierno 

de Costa Rica para desarrollo de un Plan de Cooperación 
Integral. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 271; a favor, 265; en contru, cuatro; abstencio- 
nes, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la autoriza- 
ción del Congreso de los Diputados para la prestación del 
consentimiento del Estado para obligarse por medio del 
presente Acuerdo. 

- DICTAMENES SOBRE INICIATIVAS LEGISLATI- 
VAS 

El señor PRESIDENTE: Vamos a entrar en los dictá- 
menes sobre iniciativas legislativas. 

El señor Sotillo tiene la palabra. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presidente, nuestro 
Grupo solicitaría que se invirtiera el orden de los dos 
proyectos de Ley, de los dos dictámenes de Comisión que 
vienen ahora y se viera en primer lugar el dictamen que 
se refiere a activos financieros y ,  en segundo término, el 
correspondiente a la reforma del Código Penal. 

El señor PRESIDENTE: ¿Hay alguna oposición a quc 
se vea en primer lugar el proyecto de Ley de Régimen 
Fiscal en vez del correspondiente a la reforma del Código 
Penal en matcria de delitos contra la Hacienda Pública? 
(Pausa.) El señor Calero tiene la palabra. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Señor Presidente, el 
Grupo Parlamentario Popular, no previendo esta petición 
de alteración del orden del día, no está en este momento 
preparado para afrontarla. Por tanto, quisikramos que se 
mantuviera el mismo orden establecido. 

El señor PRESIDENTE: ¿Está de acuerdo el Grupo So- 
cialista en que se mantenga, o solicita votación para 
cambio del orden del día? (Pausa.) Unicamente quiero 
significarles que el ponente del Grupo Popular no está en 
este momento en la sala. 

El señor Sáenz Cosculluela tiene la palabra. 

El señor SAENZ COSCULLUELA: Si n o  es posible que 
sea atendida la cortesía que solicitamos, por razones, pa- 
rece ser objetivas. retiramos la solicitud. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Sáenz 
Cosculluela. El señor Calero tiene la palabra. 

El señor CALERO RODRlGUEZ: N o  es un problema de 
cortesía, sino que es un problema de imprevisión. Noso- 
tros estamos dispuestos, si se nos dan cinco o seis minu- 
tos, a consentir en esa alteración, pero pediríamos un 
receso de este Pleno, porque no es problema de cortesía, 
sino de imprevisión, repito. 
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El señor PRESIDENTE: Supongo que con la palabra 
«receso>> su señoría quiere tcícrirsc a una suspensión. 
(Risus.) El señor Gasbliba tiene la palabra. 

El señor GASOLIBA 1 BOHM: Señor Presidente, he pe- 
dido la palabra para significarle que me parece que este 
era el único acuerdo tomado en la Junta de Portavoces el 
martes pasado que aún se mantenía. (Risus . )  

El señor PRESIDENTE: Scnor Casdiba ,  se van a man- 
tener éste y todos los demás. 

PROYECTO DE LEY ORGANICA DE REFORMA 
DEL CODIGO PENAL EN MATERIA DE DELITOS 
CONTRA LA HACIENDA PUBLICA, DE LA COMI- 
SION DE JUSTICIA E INTERIOR 

El señor PRESIDENTE: Proyecto de Ley Orgrinica de 
reforma del Código Penal en materia de delitos contra la 
Hacienda Pública, procedente de la Comisión de Justicia 
c Interior. 

El señor Ministro de Justicia tiene la palabra para pre- 
sentar el  provecto. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma Bartret): 
Señor Presidente, señoras y señores Diputados, conipa- 
rezco hoy ante esta Cámara para presentar el dictamen 
de la Comisión de Justicia e Interior por el que se rclor- 
ma el Código Penal en materia de delitos contra la Ha- 
cienda Pública. Las consideraciones que vov a hacer a 
continuación, señorías, van a tratar de contestar a estas 
cuatro preguntas que pienso que todos tenemos la obli- 
gación de hacernos. La primera sería: (Por que esta re- 
forma? La segunda -puesto que el problema se ha plan- 
teado en Comisión y en torno a 21 ha habido una discu- 
sión muy interesante- sería: ¿Por qui. se justifica, cómo 
se justifica el recurso al Derecho Penal en la represión de 
las defraudaciones liscales? La tercera pregunta sobre la 
que voy a hacer algunas consideraciones es k t a :  ¿Cuáles 
han sido las razones por las que ha fracasado a nuestro 
juicio el actual artículo 319 del Código Penal, que se 
ocupa de esta materia? Finalmente, como es lógico, ex- 
pondrt! las respuestas a la pregunta sobre que ideas o 
que principios inspiran este proyecto. 

Siguiendo este orden, la respuesta a la primera prc- 
gunta, (por quí. la reforma?, me obliga a hacer un poco 
de historia. Como recuerdan SS. SS., la Ley 50í1977, de 
14 de noviembre, de  medidas urgentes de reforma fiscal, 
configuró en el artículo 319 del Código Penal lo que se 
denominó como nuevo delito fiscal. Las razones que pue- 
den mencionarse para fundar aquella entonces novedosa 
figura delictiva yo creo que se pueden reconducir a las 
siguientes ideas. 

En primer lugar, la constatacibn en  España de una 
abultada bolsa de defraudación que hacía posible la afir- 
mación de que tales formas de insolidaridad constituían 
un auténtico deporte nacional. 

En segundo término, la afirmación, por otra parte no 
mcnos empírica, de la absoluta y total ineficacia de la 
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figura delictiva con la cual se pretendía hacer frente a 
cse problema, e l  delito de ocultación fraudulenta de bic- 
ncs o industrias; tan ineficaz había resultado que, hasta 
entonces y a todo lo largo de la historia de esa figura 
delictiva, sc conocian solamente dos únicos supuestos en 
los que el Tribunal Supremo había dictado una sentencia 
respecto de esta cuestión. 

En tercer lugar, creo que tambii.11 se operó entonces 
con el entendimiento de que la incriminación penal del 
fraude fiscal operaria. acabaría operando una mutación 
sustancial en la conciencia ciudadana, en orden a valorar 
en su ,justa medida lo que de graveniente antisocial hay 
includablcnicntc en toda conducta de dcfraudaci6n tribw 
taria. 

EII cuarto ttirrnino, creo que se trataba tarnbicri de 
intervenir con rigor desde. los podere5 públicoh, a los l i -  
ncs de adecuar el sostcniniiento de la carga tributniia LI 

unas. por otra parte elementales, exigencias dc justicia. 
Finalmente, pienso que tanibicn se trataba dc atcrnpc- 

rar el sistema español de represión del I'raudc liscal al de 
aquellos países desarrollados que situaban dentro de sus 
Códigos Penales estas mismas figuras dclictivas dc delito 
liscal. 

Pues bien, nada. evidentemente, puede objetarse a la 
oportunidad de aquella rclorma de 1977 del delito tiscal. 
Sin embargo, creo que, por lo que ahora voy 21 clccii. a 

continuación, sí pqdemos afirmar con rigor que la rctor- 
ma resultó notoriamente ineficaz. 

Les voy a dar a ustcdcs algunos datos que dcniucstran 
esta ineficacia. Estos datos. por otra parte, proceden de 
la Comisión para la evaluación del fraude liscal en el 
IRPF, que fue creada, como ustedes saben, por orden de I 
de abril de 1981. Pues bien, n o  vov a ser exhaustivo, no 

quiero cansar a SS. SS., v voy a recoger, a resaltar algu- 
nos de los datos confcccionados por esta Comisión. Estos 
son. Durante 1980, el número de declaraciones preserita- 
das por el IRPF fue inlcrioi. a1 50 por ciento de las dcbi- 
das. En ese mismo año, el  cumplimiento tributario de Ins 
rentas declaradas se situó en el 46.2 por ciento. El mcn- 
cionado porcentaje de cuniplirnicnto se nutrió en un 78 
por ciento de los rendimientos del trabajo personal. Ob- 
servando el ejercicio de 1981, es decir, declaraciones prc- 
sentadas en 1982, se concluye, señorías, que el 45.2 por 
ciento de los empresarios ,y profesionales, el 72.3 de los 
empresarios agrícolas y el 31 por ciento de los trabajado- 
res dependientes n o  presentó la correspondiente dcclara- 
ción. 

Conforme a tales datos, se alcanza la paradójica coti- 
clusión de que las rentas medias declaradas por activida- 
des empresariales y profesionales, salvo las obtenidas 
por profesionales y artistas en rcgimcn de estimación di- 
recta, son inferiores a las de los trabajadors. El resumen, 
señorías, de estos datos que sintéticamente he apuntadci 
lo ofrecía, en magnitudes por todos comprcnsibles, el se- 
ñor Ministro de Economía y Hacienda en la sesión plcna- 
ria de la Cámara Alta celebrada el 18 de octubre de 1983, 
cuando, a pregunta del Senador don Celso Montero Ro- 
dríguez, respondía que la estimación de la defraudación 
fiscal en nuestro país podia elevarse hasta un billón de 
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pesetas y que esa defraudación se da fundamentalmente 
en las rentas no salariales. 

Sin embargo, la anteriormente afirmada ineficacia del 
actual artículo 319 del Código Penal no sólo surge de la 
contcipiación de las cifras referidas, sino que aparece 
bien claramente cuando se conjugan esas magnitudes de 
fraude fiscal con el dato de la existencia a lo largo de 
esos años de cuatro únicos pronunciamientos judiciales, 
por lo menos que y o  sepa, sólo dos de ellos condcnato- 
rios, sobre supuestos delitos fiscales. 

A partir de todo esto creo que se puede establecer co- 
nio conclusión que la actual configuración punitiva del 
lraudc fiscal se ha demostrado incficicntc y que por lo 
niisnio era un deber de responsabilidad política y social 
el proceder a su rctorrtia, relorma que SS. SS. han cntcn- 
dido igualmente perentoria, como lo demuestra el hecho 
de n o  haber formulado ninguna enmienda a la totalidad 
del proyecto que hoy debatinios. 

Hasta aqui lo que seria la respuesta a la primera pre- 
gunta que me he loimulado, pero la segunda pregunta, 
como recordarrin, era: ic6mo justificar- el rccurso prcci- 
samcntc al dcrrxho penal, en el que juegan principios 
que restringen la ut i l imción dc esta ti.cnica:? ;Cómo jus- 
tilicar cntoriccs el  t'ccurso del derecho penal e n  la rcprc- 
sión de las defrauclaciones fiscales? Scnorias, lo que se 
persigue es nianifcstar y transmitir al cuerpo social la 
idea de que la dclraudacióri fiscal n o  es solo ni lunda- 
nicritalnieiite una coriducta que afecta o que se relaciona 
con valores dificilnicriic aprehcnsiblcs y cognosciblcs por 
los ciudadanos. N o  son,  eri electo, ideas tales como el 
Erario público, las Haciendas públicas, l as  adrninistra- 
ciones públicas o los iritcicses patrimoniales del Estado, 
las que sirven para identificar con claridad y de manera 
por todos comprensible lo que so11 los autthticos valores 
lesionados por el  Iraudc liscal. La irisolidaridad grave 
lrcntc a las obligaciones fiscales creo. senorias. que debe 
ponerse en conexión con la idea de perturbación de las 
condiciones que hacen posible la libertad y la igualdad 
del individuo. El incumplimiento del deber de contribuir 
al sostenimiento de los gastos púhlicos de acuerdo con la 
capacidad ccorióniica. saricionado en el articulo 31 . I  de 
nuestra Constitución, lesiona la elicaL y plena realiLación 
del contenido proniocional que incumbe al estado social 
Y que  se rctleja, entre otros, e n  los artículos 39 y siguicn- 
tes de la Constituciori, obstaculi~arido la protcccibn y el 
fomento económico de bienes tan esenciales como la sa- 
nidad, la educación. la vivienda, la cultura. etcetera. Y 
creo que es,  scnoras y seiiorcs Diputados, desde esa inte- 
ligencia de los efectos profundamente perturbadores que 
comporta la defraudación fiscal y desde el cntcndimicnto 
de que tal perturbación se proyecta dificultando la pro- 
moción pública de los bienes que posibilitan la efectiva 
libertad e igualdad de los individuos, desde donde puede 
v debe postularse una firnie intctvencióii de los poderes 

públicos. 
Y si a iodo ello aiiadimos que las más laccrantes mani- 

festaciones fraudulentas se alinean en sectores económi- 
cos particularmente obligados desde el punto dc \,isla 
fiscal, entonces no puede sino concluirse que se ha crea- 
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do una escenificación antisocial que impone el recurso a 
los instrumentos penales de reacción para combatir tan 
graves' manifestaciones de irisolidaridad tributaria. 

La tercera pregunta que me debía responder, tratando 
l e  ser lo más lógico y ordenado en el planteamiento 
las distintas cuestiones, era la siguiente: ipor  quk causas 
?a fracasado el actual tipo dclictivo del articulo 319? 
Voy a tratar de exponer algunas. En primer lugar, el  
egislador de 1977 pareció resistirse a observar en las 
mnductas de defraudación liscal la gravedad suficiente 
:amo para motivar la imposición de una pena genuina- 
nente  criminal. o sea, de privación de libertad. De esa 

brnia se recurrió, en primer tkrrnino, a sanciones de na- 
.uralcza precuniaria, con el escaso efecto que tales san- 
:ioncs tienen tanto en orden a motivar en contra de la 
-ealizaciGn de esos delitos como respecto a realizar una 
'unción educadora dirigida a destacar la gravedad del  
'raudc fiscal y la decisión de atajar con firmeza su exis- 
.cncia. 

En segundo lugar, tambitin, la comparación de las 
Tiagnitudcs penales establecidas para el delito fiscal con 

iqucllas que conminan la defraudación entre particula- 
-es, pcnas estas mucho más graves pese a no existir el 
iano social que aquel delito ocasiona, permitia inferir 
~ u c  fue el propio legislador penal el que comenzó cues- 
.ionando la autentica magnitud Icsiva de la defraudación 
-iscal, y que todavía perduraba de algún modo aquel 
,ricjo sentimiento expresado en 1976 por el entonces Fis- 
:al del Tribunal Su;rcmo de que estos hechos debían 
niantencrsc fuera del Derecho penal criminal. 

En tcrccr tkrmino, las restricciones que realiza el v i -  
gente articulo 319, en  cuanto a la punibilidad del delito 
fiscal, al exigir no sólo que la cuantía defraudada supere 
la c i l ra  de dos millones de pesetas, sino además que di- 
cha cuantía exceda de la dkcima parte de la cuota, repre- 
senta esto un claro factor de alejamiento dc las posibili- 
dades de intervención de la justicia penal. Y junto a ello 
las mencionadas limitaciones a la punibilidad del lraudc 
fiscal tampoco cons t i tuwi  un elemento coadyuvante de 
la formación de una conciencia tributaria asentada en la 
convicción de la enorme gravedad dc los ilicitos fiscales. 

En cuarto lugar, se limitaba aun mas la intervención 
de la Justicia al establecer concretamente el art iculo 37 
de aquella Ley 50 del año 1977, reglas especiales para la 
pcrseguibilidad de estos delitos. Semejante excepción al 
rcgimen general de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
-por otra parte, casi unánimemente criticada por todos 
los comentaristas-, aparte de que parece responder a 
una filosofía puramente recaudatoria del delito fiscal, n o  
se corresponde en absoluto, senorías, con el hecho úc la 
general y pública pcrseguibilidad de los delitos contra el 
patrimonio individual. 
P& último. tambibn debe cargarse cn ese debe del vi- 

gente artículo 319 del Código Penal toda una serie de 
defectos técnicos jurídicos, justamente criticados por la 
doctrina penal. 

Hasta aquí, por consiguiente, los defectos observables 
en el actual articulo 319, y a continuación unas reflexio- 
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nes ya rápidas sobre las características de este dictamen, 
anterior proyecto de  Ley. 

Tal y como he expuesto todas las cosas anteriores, se 
trataba, por una parte, de hacer acopio de la experiencia 
aportada por el artículo 319 a lo largo de estos años, 
teniendo en cuenta los textos legales punitivos que hasta 
la fecha han visto la luz en nuestro país y ,  de otro lado, 
de insertar la reforma del delito fiscal en un conjunto 
sancionador armónico que se integra, como saben 
SS. SS., por otros tres proyectos Icgislativos: sobre coefi- 
cientes de inversión, recursos propios y obligacion de in-  
formación de los intermediarios financieros, sobre tribu- 
tación de activos financieros y sobre lo que se llamaba 
represión del fraude fiscal, pero que despuk  del dicta- 
men se denomina Lcv de modificación parcial de la Lev 
General Tributaria. 

Pues bien, e l  dictamen de la Comisión sobre el provec- 
to de Ley que hov dcbatinios se provccta en esta triple 
dirección: Primero. acota v simplifica la descripción del 
delito fiscal «sttictu sensu)). Segundo, completa l a  puni- 
ción del hecho ilícito, sancionando penalriicritc el iiicurri- 

plimicnto de obligaciones lorniales particularmente pra- 
ves. Y tercero, tipifica de manera especílica la distrac- 
ción o el ilícito disfrute de subvenciones públicas. 

Empiezo por el primer punto, es decir, por la figura 
d e l  artículo 349 en el dictamen. La figura del delito fiscal 
por antonomasia que, como digo, en el dictamen se pos- 
tula como futuro artículo 349, continúa pivotando sobre 
la presencia de una conducta dclraudatoria. Semc.jantc 
configuración típica se justilica desde. por lo menos. esta 
doble perspectiva. En primer lugar. la nueva construc- 
ción que de las intraccioncs tributarias se rca1ii.a en el  
proyecto de ley de represión del fraude fiscal de niodifi- 
cación parcial de la Ley General Tributaria. Esta nueva 
construcción, huyendo de la tticnica (( ius perlalis)) prcscn- 
te en los artículos 79 y 80 de la Ley General Tributaria, 
impone una tipificación de l  delito fiscal en base a crite- 
rios de incriminación jurídico-penal. 

En segundo ttirmino, la sanción e n  el artículo 350 bis 
del incumplimiento grave de determinadas obligaciones 
fiscales obliga tambitin a reconducir las mas intolerables 
manifestaciones de insolidaridad fiscal a aquellas que se 

desarrollan en torno a la idea de defraudación. 
La filosofía del proyecto, senorías, es la de entender 

que defraudaciones superiores a cinco millones de pese- 
tas son defraudaciones que provienen de niveles de renta 
y patrimonios muy importantes, que en tales niveles es 
donde existe una mayor legitimación para exigir un cum- 
plimiento escrupuloso de las obligaciones tributarias, y 
que las defraudaciones superiores a cinco millones de 
pesetas integran conductas que comportan va una lesivi- 
dad tal que n o  se puede menos que reaccionar ante ellas, 
sino recurriendo a los instrumentos penales. 

En relación con e l  artículo 350, el proyecto incorpora a 
nuestra legislación penal el lraude de subvenciones, ligu- 
ra delictiva esta consagrada ya desde hace tiempo en el 
moderno Derecho Comparado. Lo que a través de este 
precepto pretende sancionarse es n o  sólo la defraudación 
que se opera en los patrimonios públicos, sino también 

la distorsión que se produce en el cumpliniicnto de pro- 
gramas y objetivos de promoción pública, así como el 
lícito desplazamiento de los concurrentes de mejor dere- 
cho. 

Por último, senorias, a travtis del artículo 350 bis se 
pretende crear una estructura penal preventiva del frau- 
de fiscal que incluvc la sanción por la grave omisión de 
trasccndcntalcs deberes de colaboración con las hacicn- 
das públicas, que pasa por la reacción penal lrcntc a 
conductas que generan un evidente peligro para el  bien 
jurídico y que culmina con la más severa punición de 
aquellos comportaniicntos que, por integrar una lesión 
auttintica al Erario público, constituyen los genuinos dc- 

üria importante moditicacióri se ha iIitrodliciCkJ tar i i -  

bien a t raves  de este proyecto dc ley en rclacitin c ~ i  la 
pcrscguibilidad de estas conductas, acabando con la dis- 
crirriinacióii que hasta ahora existía. poniendo tin a una 
situación excepcional y soiiictitindolas al mismo rtigiriicii 
de persecución que cI i'csto de todos los delitos públicos. 

En defiiiitiva, sciiorias. y y a  tcri i i i i io ,  lic pi.eteiidido 
exponer el porquti de esta Ic1o1.11ia. el cómo y el para quC. 
Y o  sería el pi-iniciu en congratulariiic si el dcstiiio del 
nuevo delito fiscal fuera el de su iniicccsaria aplicacióii 
por no existir, el necesario sustrato sociolbgico que lo 
justificara. Sin cnibrirgo, niicntixs la realidad ecorióniica 
y fiscal de nuestro país siga desenvolviendose ba,jo l a s  
pautas aún vigentes, no queda otro remedio que recurrir 
a la amenaza penal. postulando incluso su electiva cjccu- 
ción como nicclio últinio de haccr posihlc la iiiúxiiiia de 
un sistcnia liscal .justo: quc pague más quien nilis ticric y 
que reciba más el m á s  nccesitado. 

Nada m i s  v muchas gracias. 

El scnor PRESIDENTE: Si les parece a sus sciiorías, 
vamos a hacer, una  ordenación por artículos y no por 
párrafos. Si hay algún señor Diputado que quiera a SLI 

vez agrupar todas las enmiendas, la Presidencia se lo 
agradecerá. 

La exposición de motivos no tiene criniicndas y se vota- 
rá al final. Vanios a votar el articulo único, que n o  tiene 
enmiendas. 

Arliculo 
Único del 

Comierila la votación. (Poitsrr.) 

EfCctiiutfu lu i~otuciúri, dio L'I s i g i i i ~ ~ r r t ~ ~  rc~sirl/trdo: Votos 
eriiitidos, 28i; u fu i~o r ,  276; cti coritru, c~iratro: rhtrticio- 
}les, 1 i t i U .  

El scnor PRESIDENTE: Queda aprobado cl  artículu 
único, de acuerdo con el dictanicri de la Comisión. 

Al artículo 319 (349 del provecto) hay criniieridas del  
Grupo Centrista. Para su dclcnsa, tiene la palabra el  sc- 
nor García Agudín, a quien ruego que rnc indique si va a 

defender 1ambii.n el resto de SLIS enmiendas. 

El señor GARCIA AGUDIN: Sí, scnor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: El señor García Agudín de- 
fiende todas sus enmiendas en una única intervención. 
Tiene la palabra. 
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El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, el Grupo 
Centrista participa, diríamos que en plenitud, de la im- 
presión que el senor Ministro de Justicia ha dado en este 
hemiciclo en orden a la pertinencia de proceder a la nue- 
va redacción de la figura de delito fiscal que había intro- 
ducido en España, por primera vez, la Ley 50/1977. 

Efectivamente, tenemos alguna experiencia en la mate- 
ria. Aquella definición que era importante y que fue cau- 
sa con otras de que se empezase a perfilar el cumpli- 
miento de los deberes fiscales por centenares de miles de 
españoles, tristemente por defectos de técnica legislativa 
o por otros defectos de funcionamiento de la Administra- 
ción de Justicia, cs lo cierto que n o  llegó a cubrirse ni 
siquiera el mínimo ob.jetivo que perseguía, cual era el 
que la sociedad viese electivamente perseguidas por la 
acción pública y condenadas por los tribunales aquellas 
conductas que son claramente incriminables v que, des- 
de luego, no se sabe por qué podían estar al margen del 
Código Penal. 

En ese sentido, nosotros estarnos completamente de 
acuerdo en la pertinencia de hacer una redacción más 
eficaz y con el deseo de que aquellas conductas que pre- 
tende perseguir cl precepto puedan ser a corto plazo eli- 
minadas de la conducta de los españoles, 

Hemos presentado tres enmiendas de carácter jurídico 
a cada uno de los preceptos de esta rclorma y creemos 
que son pcrtcctaniente entendibles por sus señorías, Por 
consecuencia, van a llevar muy pocos minutos en su de- 
fensa. 

La primera enmienda, la número 18, se refiere al artí- 
culo 349, con un sentido que, a.mi juicio, es  realmente 
importante, porque era una de las razones fundamenta- 
les por las cuales n o  llevó al exi to  la redacción anterior 
del articulo 319 del Código Penal. Porque. en electo. ha- 
bía el terna del ánimo de defraudar que n o  se podía apre- 
ciar en muchos supuestos y que determinaba el que los 
tribunales de Justicia, incluso el Ministerio Fiscal, cnten- 
diesen que la conducta descubierta por la Inspección de 
Hacienda no integraba la figura delictiva porque no ha- 
bía el ánimo de defraudar. 

Nosotros pretendemos, simplemente. introducir un in- 
ciso en el párrafo primero del artículo 349 del proyecto 
que diga que « S e  entenderá quc existe ánimo de defrau- 
dar en el caso de falseamiento sustancial de datos conta- 
bles o comprobantes necesarios para determinar el he- 
cho o la base imponiblc)). 

Apreciamos que hav ánimo dc defraudar cuando existe 
falseaniicnto sustancial y se nos decía en Comisión que 
esto era insuficiente, porque de alguna manera había que 
perfilar otras conductas, otros ánimos punitivos que en 
nuestra redacción no quedan contemplados. Sin cmbür- 
go, creemos que damos un paso adelante en la posible 
presunción de la conducta criminal cuando se entiende 
que existe un autcntico falseamiento sustancial en la 
contabilidad y que, cuando existe tal alteración de la 
verdad contable, de alguna manera el contribuvente va 
n o  puedc excusarse diciendo que ha existido deficiencias 
de tccnica contable, s ino autcntico ánimo de defraudar v 

que, por consecuencia, determinaría de inmediato la ac- 
ción de la Justicia. 

En este artículo 349 introducirnos una reforma que nos 
parece que también es importante, en cuanto se refiere a 
la punibilidad. Porque si bien el informe de la Ponencia 
se limita a establecer la condena de prisión menor, noso- 
tros creemos que se debería distinguir aquella conducta 
en la cual la cantidad defraudada no exceda de 20 millo- 
nes de pesetas, sancionada por el Código Penal, pero que 
tuviese, simplemente, la pena de arresto mayor, de aque- 

.Has otras infracciones tributarias que por ser cuantías 
superiores a 20 millones de pesetas merecerían, en nues- 
tra opinión, la condena de prisión menor. 

Dos son las reformas que introducimos en e l  precepto. 
Primero, definir cuándo hay ánimo defraudatorio, que, 
desde lueo, apreciamos siempre que existen alteraciones 
sustanciales de la contabilidad de un ciudadano en una 
empresa, y ,  en segundo lugar, atenuar, de alguna mane- 
ra, el rigor de la acción penal para aquellas conductas 
que no tengan tanta trascendencia económica y que pu- 
dieran ser sancionables, simplemente, con pena de arres- 
to mayor. 

En el artículo 350 del Código Penal, recordarán SS. SS. 
que se tipifica como delito una conducta análoga a la 
infracción que hemos expuesto anteriormente, pero para 
aquellos que obtuvieran subvenciones o desgravaciones 
públicas en miis de dos millones v medio de pesetas. N o  
comprendemos por que aquí cambia el criterio cuantita- 
t i vo  del Gobierno en el sentido de que, si bien el delito 
fiscal se configura a partir de la cuantificación de cinco 
millones, sin embargo. para aquellas personas que incu-- 
rran en delito por haber obtenido subvenciones o desgra- 
vaciones, aparece la figura dcl delito fiscal cuando la 
cuantía del perjuicio al Erario público ascienda a más de 
dos millones. 

Nuestra propuesta es que se siga el mismo criterio, es 
decir, que se cuantifique en cinco millones el mínimo 
para que aparezca el delito fiscal, de tal manera que 
cometa delito fiscal, tanto el que defrauda directamente 
a la Hacienda Pública en esa cuantía, como aquel que 
perciba indebidamente desgravaciones o subvenciones 
por la misma cuantía. 

En cambio. pensamos que en este sentido la pena. para 
que no fuese excesiva e hiciese de alguna manera esteril 
la acción del Gobierno, podría ser de prisión menor v 
multa del tanto al triple, en lugar del tanto al sextuplo. 

Finalmente, respecto al artículo 350 bis, como ustedes 
recordarán, sanciona y tipifica como delito fiscal aque- 
llas conductas que se refieren intimamente a la contabili- 
dad. A nadie se le oculta -sobre todo los que conocen 
algo sobre esta materia- que aquí estamos llegando a 
un tema muy difícil y delicado, cual es el que, por la 
simple complejidad de la tkcnica contable, pueda apare- 
cer la existencia de la infracción de un delito que tuviese 
una explicación tecnica y que. de alguna manera. no su- 
pusiese ni comportase ánimo de defraudar ni mereciese 
el calificativo de conducta delictiva. En ese sentido, no- 
sotros, respetando todo el precepto del artículo 350 bis 
-porque tambi&n existe, ha existido y exktirá conducta 



delictiva-, creemos que debería suprimirse la letra b),  
que tipifica como delito llevar contabilidades diversas 
que, referidas a la misma actividad, oculten o puedan 
simular la verdadera situación de la empresa. 

¿Por qué postula el Grupo Centrista la eliminación de 
esta letra, manteniendo las letras a), c )  y d),  que también 
se refieren a datos de la contabilidad, y sanciona como 
delito aquel que no hubiera reflejado en libros obligato- 
rios determinados negocios u operaciones, o que estuvie- 
ra anotando operaciones ficticias? Pues, simplemente, 
por respeto al principio de tipificidad. Creemos que no se 
debe multiplicar las figuras típicamente penales y que la 
existencia de irregularidades contables está perfectamen- 
te contemplada en las letras c) y d)  de este precepto, de 
manera que, llevar una contabilidad doble o complicada 
en torno a una simple actividad económica no es, ni más 
ni menos, que o bien apuntar unos asientos ficticios que 
tipifica como delito la letra d )  o bien omitir operaciones 
de negocio determinadas que van a producir beneíicios 
para la empresa. 

Nos parece, con todo respeto, que es oportuno suprimir 
la letra b) y mantener, por el contrario. como delito fiscal 
el incumplimiento de las obligaciones contables en el re- 
gimen de estimación directa; apuntar asientos ficticios, 
omitir negocios u operaciones concretas en la contabili- 
dad ciertamente no tiene ninguna dificultad; en cambio. 
introduciríamos una inseguridad jurídica manteniendo 
la letra b). 

He aquí la Única diferencia del Grupo Centrista con el 
proyecto que se somete a consideración, estamos a favor 
de la tipificación del delito fiscal y simplemente pedimos 
una atenuación de la pena y la eliminación de algunos 
supuestos, a los cuales hemos hecho relerencia. 

El senor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Mixto, tiene la palabra el señor Pérez Royo. 

El senor PEREZ ROYO: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, voy a hacer, efectivamente, una única 
intervención, en nombre de los Diputados comunistas, 
para plantear y defender las enmiendas que sostenemos 
en relación al presente proyecto de ley. 

He de decir que hemos estudiado con atención el 
proyecto de ley e igualmente el dictamen de la Comisión, 
como, asimismo, el discurso de presentación que ha he- 
cho hace unos instantes el señor Ministro de Justicia, 
discurso de presentación con el cual es necesario decir 
que coincidimos prácticamente e n  todos sus puntos, al 
menos en todos sus objetivos; coincidimos plenamente 
con el Ministro de Justicia en todos sus objetivos y tam- 
bién en el enjuiciamiento que ha hecho sobre la Ley de 
1977 sobre el delito fiscal, sobre las causas de su inapli- 
cación, sobre el fracaso del artículo 319 del Codigo Penal, 
según la redacción de la Ley 50/1977, e igualmente coin- 
cidimos con el Ministro de Justicia y con el proyecto en 
la finalidad que anima al mismo de poner barreras pena- 
les al fraude fiscal, demasiado abundante en nuestro 
país. 

Posiblemente no coincidamos con el senor Ministro de 
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lusticia en alguna apreciación que, si no he entendido 
na l ,  ha hecho sobre el resultado del dictamen de la Co- 
nisión. Entiendo que las apreciaciones del señor Minis- 
.ro iban más bien referidas a lo que era el proyecto ini- 
:ial que fuc elaborado en su Ministerio, con e l  cual he de 
decir que, a pesar de plantear enmiendas en relación al 
nismo. Coincidimos en mayor medida que con el resulta- 
jo que ha salido de la Comisión. 

Quiero indicar que nuestras enmiendas en este punto 
parten precisamente de una coincidencia, y o  diría que 
absoluta con los objetivos políticos del Gobierno; es  una 
discrepancia de carácter exclusivamente tkcnico, no me 
atrevería a decir prolesoral porque no  estamos en una 
discusión académica, s ino en un tema de indudable im- 
portancia desde el punto de vista político, v desde el 
punto de vista de la eficacia en el combate contra este 
renómeno que todos deseamos ver rcducido, va que n o  
totalmente erradicado, porque eso es pedir lo imposible. 

insisto, pues, en que se trata de discrepancias, funda- 
mentalmente, técnicas, que lo que persiguen es  cstable- 
x r  una redacción quc permita corregir los deíectos de la 
Ley 1977 y ,  en consecuencia, tener un instrumento eficaz 
para combatir el fraude fiscal. 

El delito fiscal se cncuentra regulado e n  Espana, como 
ha explicado el senor Ministro de Justicia, por la Ley 
50/1977. la primera Ley que hicieron estas Cortes demo- 
cráticas, y es un hecho signilicativo que la primera obra 
legislativa que hacen las Cortes nacidas de las elecciones 
de 1977 sea prccisamente una Lev entre cuvos puntos 
estaba la modificación del tipo del delito fiscal. Es una 
Ley cargada de buenas intenciones v ,  al niismo tiempo, 
cargada de defectos tkcnicos; defectos tccnicos que, uni- 
dos posiblemcntc a una cierta reticencia por parte de los 
órganos de la Administración de Justicia en cl enjuicia- 
miento de estas conductas, han conducido a la prácttca 
inaplicación del delito fiscal, a lo que el señor Ministro 
ha llamado el fracaso del tipo del 319 v a lo que la doctki- 
na ha llamado con frase gráfica el delito fiscal, delito 
imposible, enjuiciando alguna sentencia en la que, a pe- 
sar de que estaban todos los datos del delito liscal, el 
juez se pronunciaba por la inaplicabilidad. 

Insisto en que es necesario apurar la rcdaccibn en esta 
reforma, habida cuenta de la experiencia anterior v de 
los criterios interpretativos en relación a esta reforma 
anterior. 

El texto, tal como ha salido de la Comisión, lo conside- 
ro como un tcxto n o  adecuado. desde el punto de vista de 
este objetivo de apurar la reducciGn del tipo de injusto. 
del tipo de conducta que queremos incriminar e incluso 
constituye un retroceso respecto del proyecto. 

El núcleo del tipo. tal como aparece en el proyecto y 
tal y como, en cierta medida, sigue apareciendo en e l  
dictamen de la Comisión, está integrado por el verbo 
defraudar, por defraudar a la Hacienda estatal, autonó- 
mica o local. Ahora bien, ¿en qué consiste defraudar? 
¿Podemos decir que consiste en eludir el pago de impues- 
tos? iLa  simple elusión del pago de impaestos ya es sus- 
ceptible de ser incriminada como un supuesto típico me- 
recedor de una pena? El proyecto, evidentemente, no lo 
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considera así. Consideraba punible únicamente el impa- 
go de impuestos; la falta de pago de impuestos única- 
mente cuando se produjera a raíz de una conducta de 
ocultación de datos a la Hacienda a través del incumpli- 
miento de deberes formales. Así lo ha señalado el senor 
Ministro y así, en cierta medida, está en el propio preám- 
bulo del proyecto de ley, que se refiere justamente a esto. 
Se dirá que dicha conducta no sea tanto la falta de pago 
del tributo cuanto la actitud defraudatoria mediante ac- 
tos u omisiones tendentes a eludir la cuantificación de 
elementos que configuran la deuda tributaria y ,  por tan- 
to, su pago. Sin embargo, e l  proyecto ha eliminado este 
requisito de la conducta típica consistente en incumpli- 
miento de deberes formales en actitud defraudatoria; lo 
ha eliminado v ha dejado el verbo defraudar o cl verbo 
eludir, podemos decir, desnudo, con lo cual n o  me cabe 
duda de que, con buena intención, se puede incurrir en 
un grave, si no  despropósito. si en un grave peligro para 
la descripción adecuada de la conducta típica. 

¿Que es 10 que pretende el texto de la Comisión? iQuie- 
re decir que se puede castigar como fraude fiscal cual- 
quier conducta de la cual resulte la falta de pago de los 
impuestos? ¿La del sujeto que. dando todos sus datos de 
Hacienda, colaborando incluso lealniente con la Adnii- 
nistración, sin embargo no paga, porque no tiene dinero 
o porque no le apatece pagar? Evidentemente, este no 
puede ser el injusto típico, porque es otra cosa. El Estado 
no es cualquier ‘acreedor; es un acreedor singularmente 
privilegiado, que tiene, entre otros, el privilegio de la 
autoejecución de su propio crédito y #  en consecuencia, se 
vería abocado al principio de intervenciones mínimas. 
Hace falta más. hace falta dejar de pagar impuestos a 
travks de una conducta que suponga incumplimiento de 
deberes formales, que suponga ocultación de datos a la 
Hacienda v no rcvchr a Hacienda datos con relevancia 
tributaria, porque, dc otra forma, caemos en lo siguiente: 
en que e l  tipo que aparece descrito en el 349, tal como 
queda en la Comisión, es un tipo abierto, es un tipo indc- 
terminado, cuya determinación deberá producirse, no 
por obra del legislador, sino por una determinación, caso 
por caso, a travcs de la obra de Ibs tribunales judiciales, 

Evidentemente. una interpretación progresista podría 
llevar a resultados que a muchos de los que estamos en 
esta Cámara nos parecerán adecuados. pero cabe tam- 
bien el peligro de una interpretación en sentido diverso. 
En todo caso, se produce una inseguridad jurídica, y una 
base de  esta inseguridad jurídica que produce una serie 
de  lagunas que pueden ser aprovechadas por los defrau- 
dadores. 

En consecuencia, lo que proponemos nosotros, con una 
enmienda que podríamos llamar incluso transaccional o 
de aproximación, que se entronca perfectamente con el 
espíritu del proyecto de ley y tambien con las intencioncs 
del texto actual de la Comisión, sería una enmienda que 
diría lo siguiente: uEI que, ocultando o no revelando a la 
Administración datos con relevancia tributaria, defrau- 
dara a la Hacienda estatal, autohómica o local en benefi- 
cio propio o de terceros mediante la elusión del pago de 
tributos o el disfrute ilícito de beneficios fiscales, será 

castigado con la pena de prision menor y multa del tanto 
al séxtuplo de lo defraudado, siempre que la cuantía de 
la cuota eludida o el importe del beneficio fiscal ilícita- 
mente disfrutado excediera de cinco millones de pese- 
tas >>. 

Como se puede comprobar, se trata de mantener en 
todo los criterios básicos del proyecto y simplemente re- 
definir en forma, entiendo, más apurada y más correcta, 
más en la línea con lo que la doctrina había señalado en 
el 319 y en la Ley de 1977, redefinir, como digo, la con- 
ducta típica. 

El segundo gran problema (y éste ya no está afectado 
por enmienda, por eso, señor Presidente, lo voy a desa- 
rrollar a continuación), no es la defensa de una enmien- 
da ,  sino el turno en contra de un apartado del artículo 
319, actualmente 349, no enmendado por ningún Grupo; 
se refiere al tema del segundo párrafo, segundo párrafo 
que, en conexión con el límite de los cinco millones, dice 
lo siguiente: « A  los efectos de determinar la cuantía men- 
cionada en el párrafo anterior, si se tratara de tributos 
periódicos, se estará a lo defraudado en cada período 
impositivo v ,  si este fuera inferior a doce meses, el im- 
porte de lo defraudado se referirá al ano natural. En los 
tributos que no tengan carácter periódico, la cuantia se 
entenderá referida a cada uno de los distintos conceptos 
por los que un hecho imponible sea susceptible de liqui- 
dación.. ¿Qué significa este segundo párrafo? Este se- 
gundo párrafo indica sólo una cosa de gran importancia: 
significa clim,inar la posibilidad dc aplicar la tccnica del 
delito continuado, es decir, el artículo 69 bis del Código 
Penal en la’rcdacción posterior a la reforma, eliminar la 
aplicación d;l delito continuado en matcria de delito fis- 
cal, tema que tiene una singular importancia, toda vez 
que en este delito fiscal acabamos de ver que se establece 
un limite de punibilidad en la cuantía de cinco millones 
de pesetas. Además, se elimina el delito continuado de 
forma que no es neutral, sino de forma que diferencia 
según los distintos tipos de impuestos y #  en consecuen- 
cia, según los diferentes tipos de contribuyentes. Admi- 
tiendo, incluso, el que se elimine el delito continuado, 
este delito continuado, esta eliminación del delito conti- 
nuado va a continuar de manera diferente según se trate 
del impuesto sobre la renta o el impuesto sobre socieda- 
des o de un impuesto directo, como, por ejemplo, el im- 
puesto de  lujo o de tráfico de empresa. De manera que el 
contribuyente que defraude a Hacienda en su declara- 
ción de  renta en importe superior a cinco millones va a 
cometer delito fiscal. La sociedad que defraude a Hacien- 
da  en importe de cinco millones en su declaración va a 
cometer delito fiscal. Sin embargo, la misma sociedad u 
otra sociedad vecina, que está obligada a pagar, por 
ejemplo. el  impuesto de lujo o el impuesto de tráfico de 
empresa en declaraciones trimestrales, declaraciones tri- 
mestrales que abarcan una pluralidad de hechos imponi- 
bles; en definitiva, una pluralidad de facturas o de opcra- 
ciones objeto de  facturación, esta sociedad, para que se le 
aplique el delito fiscal, leyendo la letra del párrafo se- 
gundo, será necesario que en cada operación, no en cada 
pago, sino en cada operación, haya defraudado por enci- 
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ma de cinco millones de pesetas. A una sociedad que 
sepa simplemente hacer la cuentas le bastará, por ejem- 
plo, en el futuro IVA, suponiendo un tipo impositivo del 
10 por ciento (supongo que el señor Ministro de Hacien- 
da  dirá que es más allá del 10 por ciento). suponiendo, a 
efectos didácticos, un tipo del 10 por ciento, le bastará a 
csta sociedad con no facturar nunca por encima de los 
cincuenta millones y fraccionar su facturación en opera- 
ciones de cincuenta millones de pesetas, como máximo, y 
nu~ica cometerá el delito fiscal, aunque defraude diez, 
quince, veinte o cien millones a Hacienda en un ano, 
siempre que fraccione estas defraudaciones de lorma que 
cada una de ellas no pase. sino que se quede exactamente 
en el umbral de los cinco millones, conducta que tio puc- 
de querer el legislador v ,  en todo caso, si la quiere, es 
absolutamente incongruente, porque, aparte de estar ira- 
tando al delincuente fiscal de forma diferente a los otros 
delincuentes a los cuales se les aplica el 69 bis del Código 
Penal, es que, además, está tratando a unos coiitribuycn- 
tes por renta o por iiiipuesto de sociedades de forma 
diferente a la que está tratando a los contribuyentes por. 
impuestos directos, es decir. por impuestos de pagos no 
periódicos, lo cual posiblemente iría incluso contra el 
principio de igualdad ante la Ley que establece nuestra 
Constitución. 

Por esa razón, vo propongo, scncillamcntc, que sc'eli- 
mine este párrafo, con lo cual iqui'  tendríamos? Tendría- 
mos que se aplicaría el articulo 69 bis de la parte general 
del Código Penal, se aplicaría al delito fiscal exactamente 
igual que se aplica a cualquier otro tipo. e11 ocasiones en 

beneficio del reo, en ocasiones, en este caso también, en 
perjuicio del reo, con lo que, además. ganaríamos desde 
el punto de vista de la tkcnica penal al eliminar un pun- 
to, una figura extravagante, podíamos decir, una exccp- 
ción a lo que es un principio general de la reforma y ,  
además, de una reforma progresista y aprobada rccicntc- 
mente por csta Cámara. 

Una palabra más, señor Presidente, en ttiateria del de- 
lito fiscal cn relación al artículo 319 bis b) del proyecto, 
actualmente creo 350. Se trata del delito en materia de 
contzhilidad. 

En materia de contabilidad hay un punto. el apartado 
b), que dice lo siguiente: «El sujeto que incumplicra ab- 
solutamente dicha obligación en rkgirrien de estimación 
directa de bases tributarias)). Lo que el legislador aquí 
parece querer proteger es el regimen de estimación di- 
recta. Ahora bien, un sujeto que cumpla muy parcial- 
mente con dicha obligación; por ejemplo, el sujeto que 
abre un comercio, compra un libro de contabilidad de los 
que dice Hacienda que hay que llevar, lo diligencia debi- 
damente y a continuación anota una sóla operación e 
incumplc el deber de anotar todas las restantes, este 
sujeto no está incumpliendo, al menos en la letra de la 
Ley, absolutamente el deber de contpbilidad. no está vio- 
lando la conducta típica; sin embargo, es una conducta 
claramente peligrosa. Posiblemente en una intcrpreta- 
ción progresiva de la letra de la Ley se podría entender 
que también esta conducta integra el supuesto típico. Yo  
entiendo que sería más correcto decir sencillamente: «El 
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sujeto que en regimen de estimación directa de base5 
tributarias incumplicra dicha obligación de forma tal 
que hiciera imposible la aplicación de dicho régimen n, 
con lo'cual tendríamos un metro objetivo y ,  además, es- 
taríamos protegiendo exactamente lo que el proyecto de 
ley quiere proteger, que es la aplicación del ri.gimcn de 
estimación directa. al cual se ha rclerido en este punto y 
no en otro. 

Por último, scnor Presidente, v va luei~a del delito lis- 
cal, está el tema del delito del traudc clc subvención o 
desgravación pública que, conio ha dicho el scnor Minis- 
tro de Hacienda, incorpora o pretende i ticorporar nucs- 
tra legislación siguiendo cl ejemplo del niás iiiodcrno 
Derecho coniparado, de la más moderna doctrina sobre 
criminalidad económica v idirii.ndosc a la reciente t'c- 

forma del Código Penal alciiiáii. Nosotros, en línea con 
esa ixfornia, proponenios dos pequeñas inodificnciotics ... 

El señor PRESIDENTE: S ~ i i o I  Pc't.c/. Royo, 110 t i$  

mite para proponer modil~icacioncs, salvo que ieiiga CII- 

iiiicndas. 

El señor PEREZ ROYO: En el  supucsto aiiicrior. IIO 

tenía cnniicndas v lo he advertido, señor Prcsidcntc; cn 
i.stc sí que tengo enmiendas. 

La enriiicnda es la núnicro 22  v pretende dccir lo si- 
guiente, en lugar de que «el  que obtuvicrc uiia subvcii- 
ción)): «el que solicitase una  subvención pública destiria- 
da al fomento de la ccoiioiiiia~~. Es clccii., consiclcrar co- 
mo peligroso no solamente el hecho dc obtener la sub- 
venci¿m, no solaniente el Iicclio de engañar ii 1 íacicricla, 
porque claro, si coii.sidcr.aiiio.s como delito úiiicaniciiic cl  
engaño c lk t ivo  a la Hacienda succdcrii que una gran 
parte de estos cngafios qucdaiii impuiic porque no scrári 
descubiertos; únicaniente el  engaño que sea descubierto 
despurs de cobrado el dinero va a ser castigado corno 
delito. Nosotros entendemos que el hecho de presentar 
un escenario dcfraudatorio ante Hacienda. con indcpcn- 
dcncia de que esa conducta obtenga el resultado, dcbc 
ser castigado. Ya  si. que con la Icgislaci¿m actual pucdc 
ser castigado como en grado de consurnacióti iriipcrfecta, 
tentativa y lrustración. 

Entcndenios. recogiendo c.1 cicrnplo del señor' Miriistr-o 
y siguiendo esa doctrina que él ha invocado, que la sim- 
ple tentativa de obtener utia subvención pública nicdian- , 
te medios fraudulentos debería de set. considerada conio 

un tipo autónomo. 
Finalmente, calificar corno una subvención pública 

destinada al fomento de la economía no cualquier sub- 
vención pública, sino únicamente aqui.lla destinada al 
fomento de la economía. 

Nada más, señor Presidente. y muchas gracias. 

El scnor. PRESIDENTE: Muchas gracias, scnor Pc'rez 

iPuede indicar qué enmienda se retira, para poder dar 
Royo. 

curso a la enmienda transaccional? 

E1 señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, caso de ser 
necesario retiraría la enmienda número 2 i . 
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El señor PRESIDENTE: Es necesario, señor Pérez 

¿Quiere entregar la enmienda transaccional tambi6n a 
la Mesa? (Puitsu). 

En relación con esta enmienda transaccional, i todos 
los Grupos Parlamentarios tienen conocimiento de la 
misma? Ha sido leída. ( P U L M I . )  

Royo. 

Scnor Xicoy. ¿quiere que se vuelva a leer? 

El señor XICOY BASSEGODA: Con ni¡ gesto quiero 
indicar que tenía conocimiento de oídas. Me considero 
informado suficientemente. 

El señor PRESIDENTE: No es posible otro conoci- 
miento que el de oídas. 

;Algún Grupo Parlamentario SL' opone a la tramitación 
do esta enmienda transaccional? fDemgacióri .)  Se admite 
a trámite. 

Existen tambicn enmiendas del Grupo Parlamentario 
Popular. Señor Calero, le ruego que me indique si va a 
hacer una única intcrwnción. íPu~isu.)  El señor Calero 
tiene la amabilidad de agrupar las cinco enmiendas. que 
defenderá e n  uii único turno. Tiene la palabra. 

El senur CALERO RODRICUEZ: Muchas gracias, se- 
iior Presidente. Elcctivamcntc, como ha destacado e l  se- 
ñor Ministro de Justicia en la prcscntacióri de la iniciati- 
va legislativa, el Grupo Parlamentario Popular no ha pre- 
sentado una enmienda de totalidad a este proyecto de 
Ley Orgánica de i-clornia dcl Código Penal. Y ello ha sido 
debido, corno u1 parecer lo ha intuido debidamente el 
señor. Ministro de Justicia, a que nosotros estamos com- 
pletamente de acuerdo en que se dl; una nueva rcgula- 
ción a la normativa penal que sanciona el lraude fiscal, 
porque entendíamos tambibn que la reforma llevada a 
cabo e n  el ano 1977 n o  había demostrado todavía sufi- 
cicmtcmente su elicacia. Bicn entendido que la represión 
del traude liscal, para intentar su desarraigo en  la socic- 
dad española, crcerrios en el Grupo Popular que n o  dc- 
pcndc cxclusivariicntc clc medidas legislativas, no depen- 
derá, ni muchísimo nienos, de medidas de rctorma del 
Código Penal o de la Ley General Tributaria en sus artí- 
culos 77 v siguientes, e incluso tampoco de estrictas me- 
didas administrativas encaminadas a la reforma de la 
Administración financicra. Será preciso un proceso de 
dccantacibn sociológica que vaya aproximando a los ciu- 
dadanos a la concicnciación de este deber de solidaridad 
que el cumplimiento de los deberes tributarios implica. 
Eso unido a un  pcrlcccionarnicnto y homologación de los 
sistemas de contabilidad de las empresas españolas que 
permita realizar una eficaz labor inspectora por parte de 
los órganos tributarios encargados de la comprobación 
de las dcclataciorics y de las correspondientes liquidacio- 
nes. 

Y hecha esta salvedad inicial de carácter general rela- 
tiva a la presentación de los criterios con que el Grupo 
Parlamcnlario Popular ha afrontado la i~fornia  y el iri- 

tcnto de perfeccionamiento de este proyecto legislativo, 
voy a referirnic de un modo mucho más concreto a cada 

una de las enmiendas que quedan vivas después de un 
proceso legislativo en Ponencia y en Comisión que tene- 
mos que reconocer que ha sido bastante fructífero, en 
cuanto que la colaboración entre los distintos Grupos 
Parlamentarios se ha manifestado y la aproximación de 
posiciones ha sido digna de elogio desde un punto de 
vista general, independientemente de mi adscripción a 
un Grupo Parlamentario. 

Y hecha tambikn esta salvedad puramente laudatoria, 
la primera enmienda que voy a defender es la número 28, 
relativa al que ahora es ya proyecto de artículo 349 de lo 
que será en su momento articulo del Código Penal. En 
este sentido, la enmienda número 28, del Grupo Parla- 
mentario Popular, ha sido ya  aceptada en parte, ha sido 
aceptada e n  algunos de sus  matices. S in  embargo, hay 
tres matices concretos que entendemos que tienen mu- 
cha importancia desde el punto de vista jurídico-penal 
que n o  han sido aceptados en Comisión y que y o  manten- 
go en Pleno porque considero, consideremos que son im- 
portantes. 

En prinier lugar, nosotros pretendemos en el párrafo 
primero, linea segunda, de este artículo 349, cambiar el 
adverbio (~ indeb idamcn te~~  por el adverbio .ilícitamen- 
te».  y esto no es una taumaturgia, porque obskrvese la 
razón de fondo que nos lleva a mantener estos distintos 
objCtivos. 

La expresión uindebidamcnten se utiliza por el proyec- 
to que estamos debatiendo para reterirse a disfrutar de 
brneficios fiscales, es decir. de exenciones o bonificacio- 
nes fiscales; ((disfrutar indebidamente)), dice el provecto 
tal como viene del dictamen de la Comisión. Nosotros 
queremos cambiarlo por (~ i l ic i tamente~~,  porque entcnde- 
mos que la expresión .indebidamente)) es una expresión 
carente de sentido subjetivo, carente del elemento de cul- 
pabilidad que debe presidir toda configuración, toda t i -  
pificación normativa de una figura penal. Ya lo explica- 
mos as! en Comisión y lo volvemos a explicar en Pleno. 
En el supuesto de que un  determinado sujeto pasivo goce 
de un  beneficio fiscal. bien sea exención o bonificación. 
como consecuencia de un acto administrativo cquivoca- 
do, de un  acto administrativo erróneo, que de una  forma 
indebida conceda una exención o bonificación, resulta 
que el sujeto pasivo en cuestión, el sujeto tributario está 
incurriendo, sin su voluntad, siri que exista ningún ele- 
mento de culpabilidad, en esta propia figura delictiva, y 
ponía el ejemplo concreto de uno de los hechos jurídicos 
que están su.jetos al impuesto de transmisiones patrimo- 
niales. Voy a repetir cl ejemplo para que  sea contcmpla- 
do por el Pleno del Congreso de los Diputados. 

En el supuesto de que una  comunidad de propietarios 
adquiriese un solar y sobre ese solar se construyese un 
edificio y despui.~ se disolviese la comunidad para consti- 
tuir una  comunidad en rt'gimen de propiedad horizontal, 
hav discrepancias de criterios entre las oficinas liquida- 
doras de los impuestos de transmisiones patrimoniales 
sobrc si ese acto de disolución comunitaria constituve o 
n o  la primera transmisión que debe quedar exenta, por 
set. \,¡vienda de protección oficial la que se ha construido. 
En este caso cxistcn discrepancias incluso jurispruden- 
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ciales, por propia jurisprudencia administrativa v por 
propia doctrina administrativa, de los tribunales econó- 
mico-administrativos. En e l  caso de que despues se dicta- 
se una norma en la que se dijese que ese beneficio tribu- 
tario ha sido concedido indebidamente, en este caso esta- 
ríamos metiendo «de hoz y de COZ» a los sujetos benet'i- 
ciar ios de ese beneficio tributario en esta figura delicti- 
va. 

Por tanto, la modificación de este advcrbio ((indebida- 
mente» por e l  adverbio «ilícitamente», que ese sí implica 
ya un cierto elemento subjetivo, un dolo, una culpabili- 
dad, una consideración de que la culpabilidad en un Es- 
tado de Derecho es el principio básico sobt-e el que se 

asienta cualquier norma penal, sea modificación de este 
advcrbio no implica más que reconocer el carácter de 
culpabilidad que tiene que tener toda conducta que ha 
de ser sancionada penalmente. 

Como se ve, las consecuencias no son baladíes v n o  se 
trata de una simple taumaturgia v de intentar mantener 
un criterio dc csta enmienda número 28 por mantenerlo: 
tiene una fundamentación para facilitar, en cualquier ca- 
so, e n  el futuro la labor hermenkutica que debe realizarse 
para llevar a cabo una obligación del precepto del articu- 
lo 149. 

Hay otro segundo matiz de esta enmienda riúiiici.o 28 ,  
que tampoco ha sido admitido en ponencia n i  en Comi- 
sión, y este matiL consideramos que sí es francaniente 
importante. Nosotros entendemos que la cuantia defrau- 
dada debe ser fijada en un acto administrativo, en un 
acto administrativo que en nuestra enmienda originaria 
decíamos que luesc «acto administrativo firme)). pero 
quc manifestamos en Comisión que podiamqs suprimir 
la palabra «firme»; pero que exista un previo acto adnii- 
nistrativo que ,justifique si hay o no cuantia defraudada, 
porque si la determinación estricta de la competencia la 
damos al poder judicial para calificar que existe o no 
fraude fiscal, si existe o n o  esta elusión del pago de los 
tributos (que, efectivamente, como ha dicho el profesor 
Pkrez Royo, se trata de una figura abierta que habrá que 
concretar luego caso por caso), si, además, permite que 
previamente exista un acto administrativo que vaya de- 
terminando esta cuantia, que se configurará como rcqui- 
sito de punibilidad de la correspondiente conducta, v a  a 
originar que esta norma se convierta en una  norma pciial 
s in  aplicación, y de nuevo tendremos, dentro de unos 
años, que lamcntar que este nuevo articulo, antes 319, 
ahora 349, ha quedado sin aplicación. porque decíamos 
en Comisión, y tengo que repetirlo, que presumir que los 
órganos judiciales conwen con detalle y exhaustivanicn- 
te todo el ordenamiento jurídico v que son poseedores, 
además, de las técnicas contables de cxper-tos mercanti- 
les y financieros como para poder realizar, por ejemplo, 
la determinación de la cuota defraudada en un impuesto 
de tráfico de empresas, que se va a complcjizar mucho 
más cuando sea sustituido por el impuesto sobre el valor 
añadido, es una presunción monstruosa, porque no se da 
en la práctica. 

Se me dijo que esto es mucho más complejo en cl caso 
de una quiebra de una sociedad mercantil. Evidentemen- 

te, puede ser más complejo, pero todos los abogados en 
ejercicio, todas las personas que conocen la práctica del 
derecho, saben que las quiebras se eternizan, que se 
cuenta la duración de los procesos por decenios y que 
normalniente entrar en un proceso de quiebra, si se es 
acreedor, es  pensar que cobrarán los nietos, pero, desde 
IuLgo. no los actuales acreedores. 

En e l  caso del fraude fiscal puede ocurrir igual, porque 
imaginen el supuesto de un fraude importante, un fraude 
fiscal en e l  que se ha eludido el pago del Impuesto sobre 
el Tráfico de Empresas, determinar en los distintos pro- 
cesos de transformación o en los distintos procesos de 
comercialización (que puede ser el hecho irnponiblc de 
este ínipuesto) dónde se ha cometido el lraude requeriría 
e l  nombramiento de jueces especiales, más aún casi de 
jueces especializados, con conocimientos mercantiles que 
n o  se puede exigir a nuestro competcntisimo personal 
iudicial. Por tanto, entendemos que debería ser, por lo 
menos, un acto administrativo. 

Para evitar que el  acto administrativo pueda ser recu- 
rrido v que se tenga que llegar al Tribunal Ecoiiómico- 
administrativo Central para que sea firnic. v despues a la 
Sala de lo Coritcncioso-adniiriisttativo, dejese sólo eri ac- 
to administrativo v si se i~ccurre en vía administrativa 
sígase por la via administrativa instruyendose los corres- 
pondientes sumario!, sobre esta base. Pero dejarlo corno 
está no conduce a nada, sino a que las Cortes, el Congre- 
so de los Diputados y dcspuCs el Senado aprobemos este 
articulo 349, un articulo que dentro de cincuenta anos 

los padres de la Patria wvcrán a decir que se han dictzi- 
do dos sentencias sobre el mismo, y si son de la cuantia, 
de la importancia que las que se dictaron con respecto a 
la anterior legislación será igual porque no se va a apli- 
car como está regulado. 

El tercer matiz de esta enmienda 28 que no ha sido 
tampoco aceptado es que nosotros intentamos que se cs- 

tablezca una cierto graduación en la pena. Por eso, hc- 
mos regulado que e n  la pena de multa v la de prisión 
menor se tenga en cuenta, no sólo la cuaritia delraudada 
que excede de una determinada cuantía de cinco millo- 
nes de pesetas, como se establece, sino tambibn que se 
tenga en cuenta el porcciitajc de cuota defraudada que 
significa la cuantia delraudada y por la que se tipilica e l  
correspondiente delito. 

Establecer un criterio de graduación de las penas nos 
parece correcto en este caso, aunque nosotros cntendc- 
nios que difícilmente se va a poder aplicar este artículo. 

La enmienda 39 pretende igualmente establecer un cri- 
terio de reducción de pena porque entendernos que el 
delito que regula el actual artículo 350 es u n  delito que 
tiene unas características distintas del anterior, v es nc- 
cesario, por lo tanto un  tratamiento penal difcrcnciado 
de la defraudación pura v simple. Esta es la razón por la 
que hemos pedido una reducción de la pena aun niante- 
niendo la privación de libertad. 

La enmienda 31 se refiere al anterior artículo 319 bis. 
b), que ahora quedaría en el artículo 350 bis. Este articu- 
lo seriamente pensamos, y a esto se refiere esta enmienda 
31, que dcbcria ser suprimido complctarnentc. 
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El señor Ministro de Justicia ha dicho que se trataba 
de una norma penal que ponia un valladar inicial para 
prevenir la realización de conductas que constituyen el 
verdadero fraude fiscal. 

Nosotros entendemos que en este articulo 350 bis, lu 
que se está regulando son infraccione? administrativas y 
lo que se ha hecho es coger unas infracciones administra- 
tivas v elevarlas a la categoría de infracciones penales, 
pero no con suficiente justificación. Porque en alguno dc 
los  casos que se contemplan en el artículo 350 bis sc 

ti-ata de incumplimiento de obligaciones lormalcs que 
establece la Hacienda pública para los ciudadanos cspa- 
ñoles, lo que se llama la presión tiscal indirecta, la obli- 
gación de llevar dctcrniinados libros y papeles v realizar 
determinadas declaraciones en plazo. Ello constituye un 
deber administrativo, constituye una carga del adminis- 
ti:ado con respecto a la Administración, que está en situa- 
ción .jurídica exorbitante, pero en ningún caso el incuni- 
pliniiento de estas obligaciones formales, que pueden 
constituir uri peligro de Itaude pero que por si mismo n o  
lo originan, ticnc que ser tipificado como delito de carác- 
ter penal y sancionado con verdaderas penas y n o  con 
saricii>n administrativa. 

La cnniicnda 32 parte de la prcbuncióii de que no va a 
ser aceptada la 31 v pretende suprimir un párrafo del 
articulo 350 bis, concretamente el b), cuando dice: ‘(b) 
Lleve contabilidadc-s diversas ... * Debe decir: <,Lleve con- 
tabilidades oficiales diversas». Porque contabilidades di- 
versas se pueden llevar por otras razones jurídico-priva- 
das o por deseo dc n o  rendir cuentas a l  socio, a parientes 
o al convugc. El problema es llevar distintas contabilida- 
des oficiales cuando se trata de mantener una relación 
jurídica con la Hacienda Pública; eso podría ser configu- 
rado. Pero castigar a una persona porque lleve contabili- 
dades divcr-sas es i i -  contra la espontaneidad y la libertad 
con que debe manifestarse la conducta patrimonial de 
cada ciudadano. 

En síntesis -todas las demás enmiendas han sido in- 
corporadas al tex to- ,  &te es el planteamiento que ha 
realizado el  Grupo Popular con respecto a este tcma. in- 
sistimos, sin duda. en que l a  ligura más importante es la 
cnniicnda relativa al articulo 34Y, y en las demás consi- 
deraríamos accrtadisimo si se estableciese la graduacióri 
de la pena y se suprimicw el articulo 350 bis dejariamos 
reducido el delito fiscal a su verdadera dimensión y no 
estariamos castigaiido con sanciones penales auténticas 
i n fracc ioncs adm i n i st ra t i vas. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Los Servicios de la Cámara 
han  detectado dos posibles errores lirigüisticos que, a jui- 
cio de la Presidencia, deberían ser corregidos. Son dos 
expresiones que inducen a error por tratarse de palabras 
análogas que se utilizan con distinto sentido. El artículo 
34Y se rclicrc a «El que defraudare a la Hacienda estatal, 
autónoma o local)). v entendernos que seria más correcto 
hablar de Hacienda «autonómica» en vez de ((autóno- 
ma» ,  en primer lugar. En segundo lugar. sustituir el 
adjetivo «diversos» por ((distintos)) para evitar italianis- 

mos en una ley. i H a y  alguna dificultad en estas modifi- 
caciones? (Paitsa.) De acuerdo. 

El señor Xicoy, para la defensa de sus enmiendas, tiene 
la palabra. 

El señor XICOY BASSEGODA: Señor Presidente, seño- 
rías, soy perfectamente consciente. sobre todo por lo que 
está sucediendo en estas fechas fuera de la Cámara, de lo 
delicado que puede resultar ocupar esta tribuna para cn- 
rnendar un proyecto de ley remitido por el Gobierno dan- 
do nueva configuración y agravación a l  delito fiscal; pue- 
den confundirse las aportaciones tecnicas que hagan los 
Grupos Parlamentarios, los Grupos enmcndantes, con 
posturas más o menos favorecedoras de la evasión fiscal. 

N o  es esta la posición de mi Grupo, como va lo liemos 
demostrado en reiteradas oportunidades, en múltiples 
ocasiones, y concretamente en relación a este proyecto 
en Pontlncia y Comisión. Pero como en este tcma es  fácil 
>¡en n o  entenderse, bien alegremente inculpar manifes- 
taciones más o menos fuera de contexto. yo me permito 
solicitar a SS. SS. que, del mismo modo que y o  procura- 
re medir mis palabras, midan SS. SS. sus oídos para que, 
por favor, nadie oiga lo que no digo ni nadie diga lo que 
no oiga. 

Nosotros formulamos muy serios reparos a este 
proyecto, no porque discrepemos de que las conductas 
anti.juridicas en materia fiscal, cuando adquieran singu- 
lar gravedad, sean tipificadas corno delito, sino porque 
advertimos en el proyecto muy graves defectos tanto en 
el orden de la tipicidad, fundamental, fundamentalísimo 
del Derecho Pciial, si es que querernos mantener el prin- 
cipio de seguridad jurídica que consagra nuestra Consti- 
tución, como en el orden procesal, en el terreno dcl pro- 
cedimiento para la persecución de estos delitos, 1ambií.n 
si querernos mantener ese principio de la seguridad jurí- 
dica. 

Concrctándonos al articulo 349, nuestro Grupo ha en- 
contrado tal cúmulo de defectos técnicos que ha propues- 
to una nueva redacción de este articulo, que se resume en 
cuatro puntos: primero, sustitución de la palabra .elu- 
diendo. por la de «omitiendo»; segundo, establecimiento 
de un criterio de proporcionalidad en el requisito cuanti- 
tativo; tercero. configuración más precisa de los tipos 
delictivos, v ,  cuarto v último, graduación de las penas 
para conductas más graves. 

¿Por qué proponemos sustituir e l  verbo «eludir» por el  
de “omitirn? N o  es siniplcmcntc una cuestión semántica 
3 gramatical, sino que la sustitución de la palabra tiene 
gran trascendencia jurídica. 

Y o  rogaría que se hablase un poco más bajo a mi es- 
palda porque me confundo. Perdone la Presidencia. 

El señor PRESIDENTE: Señor Xicov, continúe su se- 
ñoría. Es la Presidencia la que l lama la atención. Simple- 
mente podía haberse rnantcnido en  silencio, pero no Ila- 
mar la atención a la Presidencia. Muchas gracias. Conti-  
núe. 

El señor XICOY BASSEGODA: Perdone, señor Presi- 
dente. 
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Según el Diccionario, .eludir)) significa huir la dificul- 
tad, esquivar la dificultad. Y o  pregunto: jacaso el buen 
padre de familia, el honrado comerciante, el diligente 
administrador de una empresa tiene el deber de pagar lo 
más posible a la Hacienda? jAcaso no está obligado para 
reducir sus gastos a recurrir a todos los medios lícitos 
-y subrayo la palabra lícitos- para pagar lo menos 
posible? De su buena o mala estrategia í'iscal lícita -y 
vuelvo a subrayar lo de lícita- dependen de hecho mu- 
chos puestos de trabajo y en múltiples casos depende la 
misma viabilidad de la empresa. Su  deber, y lo digo cla- 
ramente, está en huir la dificultad fiscal. está en esquivar 
el escollo tributario. 

El propio Ministro de Hacienda, que está presente, 
afortunadamente, cuando nos ofrece lo que antes eran 
bonos y pagarés y ahora es Deuda Pública desgravahlc, 
jacaso n o  nos está ofreciendo medios para eludir, para 
huir la dificultad o esquivar una parte sustancial de la 
cuota de nuestro Impuesto sobre la Renta? ;No es eludir 
lícitamente el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales 
recurrir a una aportación por la vía del aumento de capi- 
tal en vez de acudir a una compraventa? La diferencia de 
tipos es abismal. 

Por eso, dígasc «omitir» y no  «eludir),. ya que es un 
termino ambiguo v se presta a torcidas interpretaciones. 
Dígase sencillamente ((omitir)), que sustancialmente es lo 
que debe perseguir el delito fiscal, v todos nos entendcrc- 
mos con mucha mayor claridad. 

En segundo lugar, proponemos un criterio de propor- 
cionalidad. Nos  parece correcto que el provecto establez- 
ca las penas en lunción de lo dejado de pagar al Fisco. 
Nos parece correcto el principio. pero nos parece insuli- 
cientc, manifiestamente incompleto. La graduación debe 
estar también cn funcion del porcentaje. de la proporción 
que represente lo defraudado en relación a la cuota co- 
rrecta debida. Por ejemplo. una gran empresa, por razón 
del volumen de su giro. puede llegar muy fácilmente a 
los cinco millones de defraudación con sólo alterar unas 
dkcimas, en centksimas y hasta en milésimas sus bases 
tributarias. La malicia e incluso -porque y o  entiendo 
que cabe aquí- la omisión y hasta el error vencible pue- 
de ser ínfimo y ,  no obstante, merecerán la pena máxima. 
Otro contribuyente, con un grado de malicia mucho 
mayor, defraudando el cien por cien quedará al margen 
del Derecho Penal, por no llegar a este resultado de cinco 
millones. 

Creemos dicriminatorio y absurdo este criterio. Y no 
estoy defendiendo, señorías, y me dirijo especialmente 
hacia ciertos Grupos Parlamentarios, a clases privilegia- 
das o a sociedades supercapitalistas o simplemente capi- 
talistas; les estoy defendiendo en estos momentos, seño- 
res de la mayoría, a ustedes, porque ustedes están admi- 
nistrando las mayores empresas del país en estos mo- 
mentos: administran la Telefónica, administran la Taba- 
calera, administran todas las empresa del INI ,  el Banco 
Exterior, etcétera. En estos momentos y en este sentido, 
son ustedes los mayores contribuyentes del país y por 
esta vía,  la vía que abren con la redacción de este artícu- 

lo, pueden convertirse fácilmcntc, con los criterios de 
este proyecto, en los niayores reos del delito fiscal. 

En tercer lugar, nosotros proponemos una niás precisa 
configuración de los tipos delictivos. Creemos que deben 
de tipificarse con claro contorno, sin ambigüedadcs. La 
utatbestandu de la doctrina germánica es  esencial, es clc- 
mental en el Derecho criminal. 

Tengan en cuenta, señorías. que estamos en presencia 
de un  claro supuesto de lo que la doctrina denomina 
norma penal en blanco, es decir, una noimia penal cuyo 
contenido no se halla dentro de la ley pcrial, iio se halla 
dentro del Código Penal; hay que irlo a buscar extrarnu- 
ros del misnio. En este caso, hay que acudir a las iiot'nias 
administrativas tributarias. Son ellas, no el Código Pc- 
nal, no este provecto. cuando se convierta en ley, en la 
redacción de este artículo 349, las que dibujarán, las que 
van a definir los pi-cccptos I'iscales que  pucdcii iiilriiigii.- 
se .  Y estos preceptos, lo saben ustedes pctlectaniciite, son 
extraordinariamente lluidos, conlusos, pi~olusos, difusos 
v ,  además. caitibiaiitcs, y algunas veces vcilublrs; y ,  si no, 
pregúntenselo tambicn al señor Ministro dc Hacienda, 
qne por una sentencia no muy lejana del Tribunal Supre- 
mo, tiene, o ha tenido, si es que va lo ha cuniplido, que 
devolver muchísimos milloncs de lo recaudado por el Ini-  
puesto sobre la Renta, por u n a  diversa interpretación de 
las deducciones lamiliares; y que está obligado a devol- 
ver, porque están dictándose contiriuameiite sciitciicias 
en los Tribunales económico-administrativos, riiilcs de 
milloties por indebidas rctciicioncs del ITE, a causa del 
cambio de tipos cri los contratos públicos. 

Por esto ,  ante esta provisionalidad, arribipliccl~id v v<)- 

lubilidad que pueden tener en ocasiones t a l  tipo dc del¡- 
tos, nosotros hemos propuesto unas precisiones que crcc- 
mos indispensables para definir la conducta dclictiva so- 
bre la negativa, sobre la obstrucción, el falseamiento de 
datos, de asientos contables, etcétera. O sea. nosotros 
proponernos que se dibuje y contornee perfectamente el  
marco de la conducta dclictiva. 

Finalmente. sqiorias, proponemos u n a  graduación de 
las penas según la gravedad y ,  por consipuiciitc, Irentc a 
la pena casi única que estabiccc el proyecto, nosoti'os 
defendemos que Cstas dcbcn ir ascendiendo, partiendo de 
la niulta para las defraudaciones de la rriiniiiia cuantia, 
para ir incrcnicntandosc en gravedad, cn  furicibri de que  
suba la proporcionalidad en relación a la cuota debida. 

Modestamente, señorías, creemos haber aportado clc- 
mcntos válidos para mejorar no sólo la tccnica, s ino la 
justicia intrínseca del precepto que se nos somete a vota- 
ción, y me refiero a este artículo 349, en su rcdaccibn tal 
como viene al Pleno. 

Si la mayoría, en uso perfecto de su derecho. nos lo 
rechaza. por lo menos a nuestro Grupo le quedará la 
satisfacción de que en el <(Diario de Sesiones» existirá el 
testimonio de nuestras posiciones. 

Y ahora muy brevemente paso a las enmiendas 336 v 
337, que se pueden defender juntas aunque sean a dos 
artículos distintos, que son el tercer párrafo del artículo 
349 y el artículo 350, tambien el tercer párrafo. 

En estas enmiendas se pretende la supresión de las 
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penas accesorias que se imponen en estos artículos. N o  
estamos de acuerdo lisa y llanamente con estas penas 
accesorias, o sea. la pérdida de todo beneficio fiscal y 
apoyo oficial, económico y financiero, porque puede pro- 
ducir, señorías -v escúcheme bien quien con ligereza se 
sonría-, efectos desproporcionados con la entidad del 
delito cometido. 

Imaginemos una empresa que haya nacido y se desa- 
rrolle al amparo de la normativa de reindustrialización 
prevista en la legalidad vigente en materia de reconver- 
sión industrial y ,  por tanto. que disfrute de una muv bien 
estudiada v bien tramada red de beneficios fiscales, eco- 
nómicos y financieros procedentes del sector público. 
Imaginemos que el administrador o gestor de una de es- 

tas empresas tiene un mal momento, que puede no ser 
d ~ l o s o ,  puede ser una simple distracción tributaria, más 
o menos culposa, que cae de lleno dentro de la tipicidad 
de este provecto, que implique dejar de ingresar determi- 
nadas cantidades al Fisco. Este señor será procesado y 
condenado. y si es culpable muy bien condenado, repito, 
muv bien condenado, pero la empresa tendrá que cerrar: 
csta enipresa reconvertida, csta empresa procedente de 
la reindustriali.mción, tendrá que cerrar porque poi. las 
pciias accesorias perderá automática y latalmente todas 
las caricias recibidas del sector público; quizá teiidrá 
que empezar devolviendo los terrenos en los que sc ha 
instalado la lábr-ica, la planta industrial. devolver los 
crtjditos, pagar los impuestos condonados y así sucesiva- 
111cntc. 

Creo que hay que meditar bien csta automática y latal 
pena accesoria. Observen, senorías, que estas penas acce- 
sorias no castigan al condenado, al verdadero responsa- 
ble del hecho delictivo, sino que castigan a terceros, aje- 
nos al hecho dclictivo, que tanto pueden ser los trabaja- 
dores de la propia empresa como los acreedores de la 
misma, que a su ve?. tainbith tienen sus propios trabaja- 
dores. Me parece muv licito y muy Icgitinio su celo casti- 
gador de lraudc fiscal, pero que n o  nos ciegue la pasión. 
Estanios ante un c.aso tipico de ckc to  <(boomerangn de 
una nornia poco pensada. Va a surtir electos cxactamen- 
te contrarios a los que pretendemos todos. Para castigar 
y corregir una conducta eminentemente antisocial como 
es el delito fiscal vwnos a provocar nuevas v inás nume- 
rosas situaciones antisocialcs. 

Hasta el  momento de la votación, senorias, estarnos a 
tiempo de  corregir el desaguisado que, a criterio de nues- 
tro Grupo, existe en este tercer párrrfo de este precepto. 

Me rcferiri. a las enmiendas 38 v 39, agrupadas. a l  
artículo 350 bis. Este artículo del provecto no tiene pre- 
cedentes en la configuración del delito fiscal en nuestra 
historia legislativa, contiene unos tipos total v absoluta- 
mente irikditos. Aqui ya no  se mata de castigar detrauda- 
cioncs al Fisco. Se pretende sancionar en base a una prc- 
sunción «juris ct de jure,, sin posibilidad de prueba en 
contrario, determinadas conductas en la forma de llevar 
la contabilidad, los libros contables. El proyecto presu- 
me que quien no lleve correctamente su contabilidad es 
un defraudador, aunque no defraude un solo cchtimo, 
aunque ingrese más de lo debido. 

En buena técnica jurídico-penal, el propósito del Go- 
bierno se nos antoja gravemente erróneo. Por ello, en 
nuestra enmienda proponemos, pura y simplemente, su 
supresión total; en primer lugar, porque aquí no se san- 
ciona una conducta defraudadora, sino una supuesta pc- 
ligrosidad presumida por el legislador, hasta este mo- 
mento presumida por el Gobierno redactor del proyecto. 
Con este criterio sancionador de una supuesta peligrosi- 
dad. la dogradicción, por ejemplo, debería ser delito, 
porque es muy presumible que el drogadicto corneta de- 
lito v por el mero hecho de la drogadicción deberíamos 
ya sancionar este hecho, aunque no se produzca el delito. 
Por la vía de la peligrosidad -que, valga la redundancia, 
es peligrosísima en Derecho Penal- pronto resucitaría- 
mos la famosa Lev de Vagos y Maleantes, de no muy 
grata rnenioria, porque en este caso resultaría corregida 
v aumentada. Y a menudo el delito podría nacer, fíjense 
señorias, del fallo de un ordcnador, porque se trata de 
asientos contables que, en la mayoría de los casos, salen 
de ordenadores, que ya saben SS. SS., por la mucha va- 
riedad de marcas que se manejan. que cada uno tiene sus 
trucos y su secreto, que si no se conocen a veccs dan 
resultados impensados. En segundo lugar, porque la 
mayoría de conductas contempladas en el provecto por 
este articulo ya pueden tener cabida en el Código Penal, 
cn el título de falsedades. Y. en tercer lugar, porque este 
articulo viene a duplicar las penas por una misma con- 
ducta, porque, en la práctica, el que caiga dentro del 
radio de acción del articulo 349 v del 350 también caerá 
en el 350 bis. porque es prácticamente seguro que quien 
defraude tenga su contabilidad más o menos amañada, 
con lo que incurrirá por unos mismos hechos en dos deli- 
tos penales. Y esto no nos parece correcto en buena tccni- 
ca jurídica. 

En la enmienda número 39, nuestro Grupo. presumien- 
do -1 don de la protecia- v previendo que no prospc- 
rará nuestra pretensión de supresión de este artículo, he- 
mos formulado una propuesta alternativa. exigiendo que 
para la existencia del delito configurado en este articulo 
350 bis sea necesaria en todos los supuestos la concu- 
rrencia de los mismos requisitos, tanto de importancia 
económica como de volumen, de la ocultación. 

Algo nos prometió el Grupo Socialista cn Comisión en 
este sentido, por lo que estamos expectantes, y espera- 
mos ver si de esta í‘ornia puede adecentarse un poco este, 
a nuestro juicio, desgraciado redactado del provecto cn 
este articulo. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego. señor Xicov, vaya 
terminando. 

- 
El señor XICOY BASSEGODA: Voy a terminar, señor 

Presidente. porque la enmienda número 17 es la última 
enmienda que me queda. Esta enmienda, señorías, pre- 
tende introducir dentro del Título IV del Libro 11 del 
Código Penal - q u e  es en el que nos hallamos, Delitos 
contra la Hacienda Pública- un nuevo artículo que, evi- 
dentemente, ahora no sería, corno proponíamos en nues- 
tras enmicndas, el 319 bis o ter, sino que seria el 350 bis 
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2. Nos enfrentamos, senorías, a la novedad más grave y 
peligrosa de  este proyecto de ley. 

Es más, con toda modestia, pero con la máxima rotun- 
didad, me atrevería a decir que si n o  acepta. por lo me- 
nos en parte, nuestra enmienda. el país puede entrar en 
un sistema de incertidumbre y de inseguridad jurídica 
casi rayana en el terror v de consecuencias en estos mo- 
mentos incalculables. 

En la actualidad, señorías, el delito fiscal -v en esto 
estamos en la línea del Derecho comparad- sólo es 
perseguido a instancia de la Administración tributaria v 
una vez se haya agotado la via administrativa en todas 
sus instancias. A partir de ahora, ccnorías, v según el 
proyecto, si es que prospera, el presunto delito fiscal puc- 
de ser objeto de la acción pública que a todos los cspano- 
les compete su persecución en cualquier delito. Y lo que 
es más grave, señorías, sin que se deba agotar ningún 
trámite administrativo previo; es decir. el contribuyente 
puede verse impiicado'en un proceso penal sin comerlo 
ni beberlo, antes de que se hava enterado de que deba un 
solo ckntimo a la Hacienda Pública. Así es como está e l  
proyecto en estos momentos, y esto es gravísimo; se da- 
rán cuenta, señorías, de que esto es gravísimo, y de que 
se presta a que cualquier desaprensivo chantajee impu- 
nemente al honrado contribuyente, aunque está claro 
que por honrado será evidentemente absuelto e n  la sen- 
tencia; pero entre tanto, por equis tiempo -por desgra- 
cia esta equis será largo tiempo- seri  objeto de un  en- 
gorroso proceso penal, tendrá que aportar pruebas conta- 
bles, posiblemente auditorías. e t d t e r a ,  y en definitiva, 
será víctima muy propicia v muv probable de los titula- 
res sensacionalistas de ciertos medios de comunicación. 

No  está aquí ahora el señor Ministro de Justicki; yo 
desearía haberle hecho una pregunta: jse ha dado cuenta 
el señor Ministro de Justicia de que al derogar este 
proyecto de ley el artículo 37 de la tan citada Lcv 50/ 
1977 queda entronizada en el Código Penal la llamada 
querella catalana en materia fiscal? 

Para los que sean ajenos al mundo judicial, les infor- 
maré de  que la querella catalana es una corruptela de la 
praxis forcnse, consistente.en plantear, por vía de causa 
criminal, lo que no es más que una cuestión privada, una 
cuestión de Derecho civil o de Derecho mercantil. Natu- 
ralmente, no acostumbran a prosperar este tipo de  que- 
rellas, pero con la amplitud de medios de prueba inquisi- 
tivos permitidos en un proceso penal, se consiguen ins- 
trumentos coactivos que jamás se logran en un proceso 
civil, ejerciéndose una presión realmente torticera sobre 
el contrincante. 

Debo.aclararles, entre parkntesis, que este tipo de que- 
rellas no lo hemos inventado los catalanes, por que proli- 
feran a todo lo largo y ancho de nuestro país, allí donde 
haya gentes con pocos escrúpulos, pero como tantas 
otras cosas, nos la han colgado. 

Les excuso a SS. SS. de hacer la enumeración de todo 
lo que puede dar  de sí esta novedad que introduce el 
proyecto, puesta al alcance de  ciertos desaprensivos e 
incluso en manos de funcionarios o recaudadores poco 
trabajadores. Con pasarlo al fiscal, han terminado. Es 

una total subversión de la función de los poderes públi- 
cos. Puede resultar que la función inspectora de los tribu- 
tos se transfiera, de hecho, a los fiscales, y que la función 
recaudatoria se traslade a los ,jueces. Por ello propone- 
mos en nuestra enmienda que, al menos, si no se mantie- 
nc el actual sistema, de agotarse la v í a  administrativa, 
de la resolución firme administrativa, de la acción reser- 
vada al delegado de Hacienda o al funcionario cualitica- 
d o  que sea de la Administración, por lo menos sea 
preámbulo indispensable para iniciarse la acción penal 
la existencia de un requerimiento previo por parte de la 
Administración tributaria que sea rechazado o incumpli- 
do por el contribuyente. 

Lo contrario puede conducirnos o bicn a u11 ri.girncri, 
como he dicho, ravario e n  el terror liscal, impropio de un 
país civilizado o lo que seria todavía más grave: a la 
trivilización del proceso pcrial. 

Ustedes saben que el delito fiscal está tipificado e11 

Espana desde 1870 -termino con esto- y ,  en  su actual 
configuración, desde 1977. Ya se ha comentado aquí  las 
pocas, las escasísinias sentencias condenatorias que ha 
habido. El único caso que ha llegado al Supremo ha sido 
un supuesto fraude -no supuesto, porque ya está condc- 
nado-. en el impuesto de Consumos, nada metios que 
por la cifra de cuatro pesetas v siete ccntinios -no hacc 
mucho lo recordaba en  esta Cámara el Portavox. socialis- 
ta senor Ramallo Massanet-. y mc temo que. tal como 
va el proyecto, si no se introducen modificaciones sustan- 
ciales, la cosa va a seguir igual. trivilizaiido los procesos, 
niultiplicándolos s in  base responsable, v dcsptcstigiando 
a la propia Administración a la que se prctcridc proicgci.. 
La experiencia nos dice que e l  dolo específico de este tipo 
dc delitos, cl «aninius» de deí'raudar, la voluntad dclibc- 
rada de lucrarse del fisco, difícilmente se da, en la prácti- 
ca, en los ciudadanos con nombre conocido, c o ~ ~  doniici- 
lio conocido, con bienes conocidos, con actividad corioci- 
da ... 

El sciior PRESIDENTE: Scñor Xicov, tiene un minuto 
para terminar. 

El senor XICOY BASSEGODA: Termino. senor Presi- 
dente. 

Los subterráneos, los sumergidos, los que viven al mar- 
gen de la Ley *sta economía sunicrgida en la que se 
presumen estas cifras tremendas, que es donde está la 
gran bolsa del fraude fiscal-, por no dejar rastro, jamás 
son hallados los responsables. 

Algo sí se va  a conseguir con este proyecto. Y o  creo que 
algo si se va a conseguirr. N o  digo y o  que sea esto lo 
deliberadamente buscado por los autores del proyecto, 
pero, de hecho, con su entrada en vigor, se podrá empa- 
pelar, eso sí, a muchos contribuyentes. 

La palabra ((empapelar. en sentido figurado es algo 
muy autóctono, no tiene traducción a otros idiomas civi-  
lizados; es ahogar a un ciudadano con constantes com- 
plejos e interminables expedientes y procesos que nunca 
se concretan en nada, pero que causan el desasosiego en 
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quien los sufre y que, al mismo tiempo, le ponen en en- 
tredicho ante la opinión pública. 

No me extiendo en ejemplos de nuestra historia, por- 
que es una de las peores tradiciones de nuestro pais, 
desde los tiempos del Gran Capitán, las famosas cuentas 
de Gonzalo de Córdoba, que fue empapelado; fue empa- 
pelado Cristóbal Colón; Hernán Cortés ... 

El señor PRESIDENTE: N o  haga ahora una historia, 
preocupa mucho a la Presidencia, señor Xicoy ... (Risas.)  

El señor XICOY BASSEGODA: En fin.  saben ustedes 
que poca gente que ha hecho cosas grandes cn este pais 
se ha librado de ser empapelada de una forma u otra. 

Si este precepto n o  se modifica, no  creo que la Justicia 
salga triunfante; no  lograremos condenar a los defrauda- 
dores, pero, eso sí, podremos empapelarlos, v no creo que 
sea &te el propósito dcl Gobierno. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Xicov. 
Señorías, en el provecto se observa también un error 

cn el último páiralo del articulo 350, que debe ser iguat, 
porque asi se aprobó, que el párrafo tercero del articulo 
349. Señor Calero, señores Portavoces. ¿de acuerdo? 
(Aset~tit~iietzto.)  Es decir, que el párrafo tercero del articu- 
lo 350 del provecto es exacto al párrafo tercero del arti- 
culo 349. Así se corregirá. 

Enmiendas del Grupo Mixto.  Tiene la palabra cl señor 
Rodriguez Sahagún. 

El señor RODRIGUEZ SAHAGUN: Gracias, scnor Pre- 
sidente. Muy brevemente, para defender la enmienda nu- 
mero 23 al articulo 350, que es la única que voy a mante- 
ner, de las que estaban v i v a s ,  en este momento, ya que, 
señor Presidente, quedan retiradas las enmiendas restan- 
tes, es decir, las número 1 ,  24, 25 v 26.  (E l  seítor 
Vicepresidetzte, Curro Murtitiel, ocupa la Presideticia.) 

Lo hago, no sólo en aras de la brevedad y sabiendo 
que, en este momento, esas enmiendas no iban a ser 
aceptadas, sino tambien en una muestra de confianza a 
la intención, que creo clara, de avanzar en este provecto; 
proyecto que, digo va desde ahora, nuestro Partido valo- 
ra positivamente, en su conjunto. Lo valora como una 
reforma progresista, para intentar avanzar en la, lucha 
contra el fraude fiscal, v lo valora también como un ins- 
trumento positivo. a la luz de la experiencia habida des- 
de la aprobación v puesta en práctica de  la normativa de 
1977. Por eso he retirado esas enmiendas que considero 
ttknicas, en aras de que en trámites sucesivos. o en otros 
momentos. el Grupo mavoritario pueda reflexionar sobre 
el interés de considerar o tener presente el contenido de 
algunas de ellas. 

Mantengo exclusivamente la número 23 porque no se 
me alcanza a comprender cómo desde una perspectiva 
progresistas - c o m o  estoy seguro que es la que sostiene 
en este proyecto el Gobierno v el Partido que lo apova, a 
la luz de las palabras que ha pronunciado el Ministro de 
Justicia- puede estarse rechazando todavía a estas altu- 

ras del Pleno. N o  se me alcanza por una razón sencilla, 
porque si es verdad que, efectivamente, existen grandes 
bolsas de fraude fiscal, esas bolsas no están en la pura y 
simple defraudación sólo, sino que están también en una 
serie de comportamientos tremendamente dañosos para 
la sociedad, y no solamente dañosos para la sociedad, 
sino que perjudican claramente a terceros, a sectores, a 
veces a sectores económicamente más débiles de la socie- 
dad o de la actividad profesional, como son los trabaja- 
dores autónomos, como son los pequeños empresarios. 

En ese sentido va nuestra enmienda 23, precisamente 
porque entendemos que en este avanzar a que se tome 
conciencia social de la gravedad del delito económico, de 
la gravedad de la criminalidad economica, y en ese avan- 
zar a que realmente consigamos disminuir la importan- 
cia cuantitativa de ese fraude fiscal, es muy importante 
cl artículo 350. Y es muy importante porque concreta, de 
alguna manera, lo que en la normativa de 1977 había 
sido tratado bajo una denominación más genérica, que 
era el disfrute ilícito de beneficios fiscales. 

Entendemos que en ese sentido la redacción que da el 
artículo 350 es positiva -al decir: el que obtuviese una 
subvención o una desgravación pública, superior en su 
cuantia a dos millones y medio de pesetas, utilizando o 
falseando para ello las condiciones o encubriendo y ocul- 
tando aquellas que hubieran impedido la concesión. En- 
tendemos que esa concreción es positiva porque otorga 
mayor seguridad jurídica v failita la aplicación de la nor- 
ma existente. Sin embargo, como suele ocurrir casi siem- 
pre con las normas, en el aspecto positivo también está el 
aspecto negativo, porque esa mavor concreción lleva a 
que queden fuera -salvo que se acepte la enmienda que 
plantea nuestro Crup- comportamientos claramente 
delictivos que, en nuestra opinión, tendrían que ser per- 
seguidos por ser notoriamente perjudiciales para la so- 
ciedad por ocasionar un quebranto claro, como he dicho 
antes, a terceros, v por entrañar una conducta dolosa de 
cara al sujeto que actúa en esos términos. Nos referimos 
a aquellos que obtienen subvenciones indirectas por la 
v í a  de la adjudicación, falseando las documentacioncs 
correspondientes de crkditos oficiales. 

Es evidente que resulta dudoso, con la redacción ac- 
tual, que estos comportamientos queden incluidos como 
delitos; v es evidente que ahí hav un comportamiento 
claramente pernicioso para la sociedad, hay un beneficio 
ilícito claramente, que es el diferencial de intereses exis- 
tentes entre los intereses que se aplican al credito oficial 
v los intereses habituales del mercado. 

Por otro lado, todos sabemos que la rigidez en las ci- 
fras tope del crédito oficial hacen precisamente que sea 
aquí donde pueden existir más fácilmente esos terceros 
perjudicados, mucho más incluso que en el caso de las 
subvenciones o en el de las desgravaciones. Por eso. pedi- 
mos que en el articulo 350 se añada, después de la pala- 
bra asub’vención)) v antes de « O  desgravación)), los térmi- 
nos .directa o indirecta, mediante crédito oficial.. 

Estamos absolutamente convencidos dc que ustedes, 
señorías, los que están sentados en esos escaños (señalan- 
do los bancos de la izquierda) en su fuero interno, admiten 1 
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el realismo y la necesidad de que esto se hicicra asi, y n o  
se nos alcanza por qui. en este momento, por tanto. n o  
aceptan la enmienda que tiene planteada nuestro parti- 
do, que,  sin ninguna duda. contribuiría a hacer más cfi- 
caz la persecución de los comportamientos delictivos en 
aras precisamente a lograr una mayor conciencia social 
en estos temas y a lograr una mayor eficacia en la pcrsc- 
cución del fraude que todos pretendemos. Muchas gra- 
cias. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Carro Martític/.): Gra- 

Para turno cn contra, tiene la palabra el  señor Lópcr. 
cias, señor Martíncz Sahagúti. 

Riano. 

El señor LOPEZ RIANO: Senor Prcsidciitc, sciiorias, 
para contestar a los scnorcs eniiicndantcs en u n  rnorneii- 
to que a nií m e  parece absolutamente sereno y plácido, 
en el sentido de que  ningún acontecimiento externo puc- 
da inlluir  en nuestra consideración de legisladores a la 
hora de defender las posiciones de cada uno de los Gru-  
pos. Este Parlamento está sienipre abierto a la sociedad, 
peto tambicn a su libre y sereno nieditat. 

Agradezco personalmente. y en nornbrc de mi Grupo, 
que la mayoría de los Grupos Parlamentarios hayan ma- 
nifestado desde esta tribuna al ambiente en el que  se 
colaboró en la Comisión de Justicia en este punto. 

Se puede estar en desacuerdo, y ello es lepítiriio, pero 
es lo cierto que. hablando del delito fiscal en Espana, l a  
Comisión casi pasó dcsapcrcibida, incluso para los órga- 
nos de opinión, y entre nosotros. los Ponentes y los dcleri- 
sorcs de la Ley, hubo, como ha dicho el señor Calcr-o, 
sicniprc el afán de un buen cntcndiniicnto. 

N o  ha sido el Grupo Socialista el primero que cn mes-  
tro país ha intervenido o ha hecho proposiciones en torno 

al delito fiscal. Sería injusto desconocer la actitud de 
otros Grupos políticos que desde el Gobierno tomaron va 
determinadas iniciativas; pero sería tanibicn, a mi juicio, 
injusto, decir que esta aportación dci ~ r i t p o  Socialista 
no e:, un paso muy importante y más allá en la conligura- 
cion del delito liscal en Espana. 

Anticipo a SS. SS. que es quizá,  como saben ustedes, 
una de las cuestiones más compleias del derecho. Todas 
las sociedades han pretendido llevar a su legislacibn la 
regulación penal del cumplimiento dc las obligacioiics de 
los ciudadanos en una sociedad con respecto al Estado, 
con respecto al Tesoro y a l  Fisco. S i n  cmbargo,.ese ptocc- 
so no sicniprc ha sido percibido con igual dimensión por 
los q u e  a ello cooperan o intentan aportar sus trabajos. 

Yo  creo que para saber lo que queremos hacer cti esta 
ley, el Grupo mayoritario está en la obligacion de definir 
los tres grandes tramos del proyecto que remite el Go- 
bierno. El primero es el articulo 349, donde se define el 
delito fiscal, en terminos generales. El segundo, el artícu- 
lo 350, que se refiere, como saben S S .  SS., a las subvcn- 
ciones y desgravaciones. Y ,  por último, el articulo 350 
bis, se refiere, tambien, como es conocimiento de la Cá- 
mara, a las contabilidades, a los libros y a las diligencias 
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que  deben de llevar los contribuyentes, según los prcsu- 
puestos y tipificacioncs de la Lcv. 

Cabría pensar. scnor Presidente. si, como es natural y 
lógico. no hay dos concepciones. no distintas, pci.o sí di- 
fcrcnciablcs, de nuestra sociedad. 

A mi me ha sorprendido -y lo digo con toda claridad- 
la posición del señor Xicoy en  nombre de Minoría Cata- 
lana. Quizá porque, a mi .juicio, represcrita una salida del 
tono en que se han conipoi.tado los demás Giupos Purla- 
riicntaiios en la exposición de s u s  cnniieiidab. Incluso, el 
Grupo Popular, siti duda con la conciencia de q u e  algún 
día puede ser una alternativa de gobiciao e n  iiucsti'o 
país, ha tenido, creo y o ,  un tono diferente. 

El señor Xicoy ha planteado aquí,  en la Cáiiiara, cóiiio 

una socicclad, en virtud de una situación l iscal,  no legal o 
n o  legítinia. puede gerierar un biericstai o riquc/.a, y esta 
Ley podría qiicbixi-. 

Y a  se nos dijo en la Comisión que. probablciiiciitc, l o s  
destinatarios de esta Ley. tio si. cóino, son tci'ceius, que  
no el  contribuyente el  que pueda ser reo del  delito, cii su 
caso. Se  nos dice que  s o t i  tci'cciu l o s  trabaiadores que 
irán al paiu, si poi. algún proccdiiiiicrito de aplicacitiii 
legislativa se llegase al c a w  clc supriniii. subvciicioiics o 
de hacer la vida económica niPs clifícil.  Siti entrar cii 

ca ,  a iní nic da la iniprcsióri de que Cataluiia, sei~or Xi- 
coy, cs m á s  alortunada qiic todo eso,  y estoy seguro de 
que comparte In idea conniigo, poiqiic si sólo l~ icsc  el  
crear una cconoiiiía sobre esos basanicntos.  habiia, Iópi- 
camcntc, que oponerse dcsdc nuestro Grupo. 

Una sociedad mercantil que  intringc sistcinátic:i y pcli- 
grosanicntc sus compromisos con toda la sociedad, i i o  

contribuyendo con siis obligaciones liscalcs al Estaclo. es 

una ficción de socicdad empresarial o mcrcaiitil. que po- 
drá estar dando, probableniente, trabajo en un inoniciito 
determinado, pero sobre la que pesa, scnor Xicoy, s u  niiis 
pronta o lutura desaparición. 

La conciencia fiscal n o  es una conciencia -y lo he 
dicho desde el  piincipi- que pcrtcriccc e11 exclusiva ;I 

un Grupo Pai.laiiicntaiio, Es uiia concicricia de sociccla- 
des avanzadas. 

El delito liscal se castiga lucttcmciitc en la sociedad de 
Estados Unidos. que tiene una  csplcndorosa economía 
liberal, v se castiga tarnbien en la Comunidad Económi- 
ca Europea. donde los niveles de lealtad, conipctitividad 
v producción de las cniprcsas europeas son todavia.cjeni- 
plares coi1 respecto a las nuestras ,  y ,  probableniente, iri- 
cluso, con respecto a las crnprcsas catalarias. Y aquí t i o  

rompe riada el provecto. El proyecto iio prctciide atenio- 
ri iar a iiadic. sciior Xicoy, y lo va a conipr.obai. usted 
inmcdiatamcntc. En primer lugar, porque el artículo 349 
cstablccc -a mi ,juicio, con buen cr i ter i -  u n  limite a 
partir del cual  se constituye la tipilicación del delito l i s -  
cal. 

Asombra a quien no está en estas cuestiones que  el 
legislador pueda decir que una cucstibn o una conducta 
humana es delito por encima de los cinco millones de 
cuota, y no es delito por dcba.jo de los cinco millones de 
cuota. Sin cmbargo, toda la doctrina está de acuerdo 

prolundidad en qui. es la qucrL!lla catalalia y qui. sigiiili- 
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-sea de la ideología que sea, señor Xicoy- en decir que 
ese límite que establece el artículo 349 es la razón de ser 
del procedimiento legislativo más coherente y racional 
en el delito fiscal. Y ,  ¿por que? Porque, a partir de esas 

limitaciones inonctarias, la peligrosidad de la gente que 
comete el delito es grave para la sociedad. 

Una cuota de cinco millones, como sabe S.  S. ,  signilica 
una base, un patrimonio, muy importante en este país. 
patrimonio que n o  suele estar en nianos de pequenos 
coiiierciantcs. Una cuota de cinco millones, en las liqui- 
dacioiies iiorriiales de nuestra Hacienda Pública, sigriifi- 
ca ya un cierto iiivcl de «staiiding!» en la sociedad, v ese 
iiivcl obliga iambicri a tener clara cuál es la rcsponsabili- 
dad ante la l ey ,  la responsabilidad de los empresarios y 
la responsabilidad con,junta de los ciudadanos, porque el 
bi,cri jurídico protegido n o  es el Estado, es la sqcicdad, en 
su conjunto, que es la víctima de la actitud de aquellos 
que, teniendo que contribuir, n o  contribuyen a las cargas 
colcct ivas.  

El Grupo Pop~ilai- presenta una ciiniicnda al artículo 
349, que se tuiidanienta e11 dos cuestiones señaladas con 
graii precisión D W  el scnor Calero.  La primera es el uso 
en cl proyecto de la palabra o del termino (~il ícitamcnte,~ 
v iio «indcbidanieiitcn. o al revt;s, que ya hicimos en C o -  
iiiision. La segunda cuestión es si para llegar a la situa- 
ci¿m de la conliguración penal del delito liscal es rcquisi- 
to necesario o n o  previo el acto administrativo. Aqui, el  
scnor Calero ya tios dice que puede ser limic o,  e11 todo 
caso,  iT i : l t i i ¿ i  eii el día de hov cualquier acto adniiiiistra- 
t i t . 0 .  

En cuanto a la primera cuestión, que debatimos cii 

Comisión, pero como es la  que ha resaltado S .  S .  y o  la 
reitero aqui. creo sinceramente, desde el punto de vista 
de una tccnica jurídica estricta, que poner en una Icv 
pciial «ilícitanicritc~~ sipnilica que habría que prejuzgar 
s < i b i ~  la licitud o iio de la conducta, v ,  en consccueiicia, 
es iriás lógico y abarca aquello que el legislador quiere 
contemplar el tci-mino (( iiidcbidariicntct>. 

En cuanto  a l  acto adrninistr.ati\,o l ir-iric.  que iaiiibicii 

fue objeto de discusiori c-11 la Corriisiori de Justicia e lntc- 
iior, sabe S.  S.  cuiil es la opinión de i i i i  Grupo en este 
sentido; habría dos v ías  para conl'iguiw el delito liscal. 
Electivamente. la suva n o  es -y aprovecho para decirlo, 
como todas las aportaciones que usted hizo en Comisión- 
absurda. Y o  no me atrevería. en absoluto, a caliCicar de 
esa manera su proposición; y o  digo que es otra v ía ,  en 
virtud de la cual la Administración y la rclacibn jurídico- 
contenciosa de los ciudadanos con la Administración re- 
solvería un tramo, un tracto. y a partir de ese tramo o clc 
ese tracto entraríamos, por entendernos cn el  lenguaje 
común. en la vía penal. 

Nosotros dijimos que n o  era esa la intcncionalidad de 
este proyecto, porque entre el ilícito administrativo y e l  
ilícito penal, dice la doctrina -y yo creo que dice bien, 
señorías- que no hay más dilcrencia que la voluntad del 
legislador. Quiere decirse que. ontológicamcntc, e l  ilicito 
administrativo y el ilicito penal son una rnisnia cosa. y 
sólo la voluntad del legislador puede trasvasar aquello 

que lue un acto hasta entonces ilícito en el orden admi- 
nistrativo, al ilícito penal. 

Queda la preocupación, según y o  creo, por la intcrven- 
ción de todas las señorías que han actuado como enmcn- 
dantes, de la cuestión de que pareciera que el delito fis- 
cal cae, de alguna parte, hacia la realidad social de la 
colectividad. Realmente, creo que no es así; como todo 
en el área jurídico-penal, hay una iniciativa, y es obvio 
que en este delito la iniciativa la tomará en la mayoría 
de 10s casos, por no  decir cn todos, la propia Adniiiiistra- 
ción tributaria. corno denunciante de los hechos que ella 
considera que puedan ser constitutivos de delito; des- 
pui.s, el Juez dirá; el Juez penal dirá si K S  delito o no; 
pero observe S.  S .  que no  se limita la actividad de In 
Administración en el asunto previo a la presentación de 
la denuncia o de la querella criminal ante los jueces pe- 
nales, y ahí la Administración claro que está obligada; la 
Administración está obligada a llevar al Juez penal toda 
la documentación, para tranquiliclad de SS. SS. -inclui- 
do cl señor Xicov, que lo ve con rcccl-, toda la docu- 
mentación. todos los antecedentes y todas las cuestiones 
que, de alguna forma, a juicio de la Administración, si es 

la dcnunciante, lleven al Juez penal a poder dictar scn- 
tcncia, y ahí se verá, senoría, algo que dice el artículo 1 .I) 
del Código Penal y que algunos de ustedes en sus mani- 
lestacioncs n o  han tenido en cuenta. En el Código Penal, 
como saben SS. S S . ,  todo está presidido por un compor- 
tamiento del homhre doloso o culposo. Quiere decirse 
que  así como la Administración tiene sus sistemas de 
trabajo, y el  señor Calero conoce muy bien cuáles son los 
sistemas de trabajo de la Administración y del ánibito 
administrativo, los Jueces en lo penal lo que habrán de 
observar es el carácter de la actuación huniaiia, y en ese 
sentido, una V ~ L  aportada por la Administracion toda la 
documentación que se requiera para apoyar la tesis de la 
Administración, y o  creo que se va a solventar tambieii 
otra de las inquietudes que decía S.  S . ,  que es cxacta- 

nicntc aquella que  pone el punto preocupante en el scnti- 
do de que los Jueces cspanolcs no tienen lormación suli- 
cicnie, por decirlo con toda claridad, para cnlrentarsc 
con este tipo de procediniicnios. Y o  creo que la Adminis- 
tración y el particular que acusare de delito liscal está ( y  
ese ya es un compromiso no desde hoy, sino desde niucho 
antes que hoy por las reformas del Código Penal) en la 
obligación de aportar los elementos de juicio para que el 
Juez pueda sustentar un  procedimiento penal. 

El señor Pkrez Royo ha introducido en la tarde de hoy 
una interesantisima enmienda; lo que sucede es que de 
esa enmienda n o  tuvimos conocimiento en Ponencia ( y  lo 
sabe el scnor Perez Royo);  no la pudo usted aportar en 
Ponencia por los niotivos que  lucra. N o  lue aportada en 
Comisión, pero a mi, señor Pi.rcz Royo, porque el  tema 
que usted presenta me seduce en lo tccnico-jurídico, me 
entra una preocupación de coherencia por parte de la 
actividad de su Grupo, que yo le defino con toda delica- 
deza y modestia por mi parte, y es que la enmienda tran- 
saccional que usted presenta no es ni parecida al espíritu 
de la enmienda que debatimos en Ponencia y en Comi- 
sión, y Ic \'o? a decir a usted por qui.. 
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En primer lugar, porque en la enmienda que ustedes 
presentaron a debate en Comisión y en Ponencia se pre- 
supone una línea de objetividad en la tipificación dclicti- 
va; se recarga ( s í ,  señor Pérez Rovo, analicelo en la Iectu- 
ra .v la comparación de ambas enmiendas) todo el procc- 
so en la palabra «omitir»,  por un lado, y dcspuks en los 
números 1 ,  2 v 3 usted dice como razones o presunciones 
de incurnpliniiento, y, sin embargo, en la enmienda tran- 
saccional que usted ha presentado se aproxima a las tesis 
del provecto porque utiliza usted u n  concepto que recha- 
za en la enmienda anterior, que es  el de dclraudación. 
Usted incorpora en la enmienda transaccioiial e l  verbo 
((defraudar. que, justificando la enmienda ariterior, ha- 
bíamos dicho que se sustituía por «omitir».  

En segundo lugar, se introduce tambien (creo recordar 
de nicmoria, lo ha leído en la sala, usted me corregirá si 
me equivoco) utiliza usted el  tbrmino «eludir» tamhibn, 
(<eludiendo,,; vuelve usted a traer a colacih el  verbo 
<<eludir», con lo cual se vuc'lvc usted a aproximar tam- 
bikn al proyecto, e introduce dos cuestiones que vo n o  le 
he oído a usted defender aqui cuando ha expuesto SLI 

transaccional, que es la cuestión del perjuicio a terceros 
o a sí mismo. circunstancia que agradcceria que despubs 
en rtiplica me ilustrase más abiertamente que significa, 
en el sentido de que realmente quien no papa no es que 
se produzca beneficio a si mismo o a terceros, es que 
produce un perjuicio ineludible e indiscutible a toda la 
comunidad. En consecuencia, kse es  el termino nuevo en 
su proposición que se aproxima, como digo, al texto del 
proyecto, pero que se aleja tambitin. como digo, de la 
enmienda que ustedes presentaron como Grupo, lo cual a 
mí me lleva a compartir con usted la delicadeza y la 
importancia de estos asuntos en materia de implantación 
en una sociedad del delito fiscal. Es una doctrina inrna- 
dura,  usted puede tener sus ideas y sus convicciones; 
desde otro sector de la doctrina se puede tener otra dis- 
tinta. 

En cuanto al Grupo Centrista, quiero agradecerle al 
señor Agudín, señor Prcsidentc. no  solamente cl tono,  si- 
n o  las aportaciones sinceras que intenta introducir con 
sus tres enmiendas. Me vov a referir a la que hace rcla- 
ción al artículo 349. 

Utiliza e l  señor Agudín. utiliza su Grupo, e l  termino 
«defraudar., con lo cual estamos en la misma filosofía 
que el proyecto, pero introduce a continuación dos cues- 
tiones: una, la modificación de las penas, v otra cuestión 
que se refiere a la definición del ánimo de defraudar, y 
dice es  el caso del falseamiento sustancial de datos con- 
tables o comprobantes necesarios para determinar el he- 
cho o la base imponible. 

Vuelvo a repetir que son enmiendas tecnicamentc muy 
presentablcs. (Por qut2 el Grupo Socialista es más duro 
cn la penalidad y no tanto corno pudiera aparecer? Pues 
sencillamente porque ésa es una posición de Grupo que 
nos llevaría a decir que la actitud que el Grupo Socialis- 
ta ve en ese proceso de insolidaridad colectiva es más 
grave, y que incluso los danos que acarrea esa actitud 
son muy importantes en el seno de la sociedad, y de 

acuerdo con esos criterios, hemos establecido uti niarco 
de penas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martinez): Señor 
Lópcz Riaño, vaya terminando, por favor. 

El senor LOPEZ RIAÑO: Usted, señor Agudín, conside- 
ra q u e  las penas dcbcn ser rnás dulcificadns. Es corrccta 
la posición, no digo nada sobre el lo ,  excepto que riiaiitcti- 

drcmos, como es lógico, la posición de nuestro (;rupo. 
Y en cuanto a la proporcionalidacl de las ~ L I O ~ ; I S  COfl  

relación a las penas, aqui si que le digo tanto ;i usted 
como al scnor Xicoy que, C I I  lo que se reticre a este puri- 
tu ,  la doctrina es unánimc; en el sentido de rechamr esc 
escalonamiento o progrcsividad en cuanto ii los poi.ccii- 
ta,jes de cuota cn relación coti la base iiiipotiible para In 
determinación rle la pcrialidacl. 

Y ,  por último, en lo que b e  itlicrc al articulo 350 bis, v 
aquí sí que concluvo, seiior Piuidetitc, es muy siiiiplc. El 
Grupo Socialista rechaza todas las crirnicridas pi.cscnta- 
das al articulo 350 bis y las rechala bajo el  coiivcrici- 
miento dc que  tanto las de suprcsión como las parciales 
tienden a dciar el  proyecto s i n  eficacia jurídica. A la Ad-  
miriistracibn pública de poco le sirve lo que decimos e11 

el  artículo 349 si se oculta el mismo hecho dc ser contri  
buyentc o se prescinde de responsabilidades tan claras 
corno que  c l  sor!icstido a i i y i n i c w  de cstiirinciori dirccin 
tiene que llevar una contabilidad. Ouien se xcipc ;i ese 
sistema liscal sabe que tiene que llevar una contabilidad, 
y es lógico que el proyecto lleve a la via penal la ausencia 
de este compromiso, que es, al iiiisriio tiempo q u e  L I ~  

comproniiso con la Aclrniriistracicjri, un conipi.oiiiiso ~ 

vuelvo ;f repet i r -  con toda la sociedad. 
Algunas de sus señoi.ias pueden entender que hay utta 

contradicción entre los apartados b) y c )  y los apartados 
a) y b); en cuanto en los dos últimos bloques se cstablccc 
el límite de los dicl millones v e n  l o s  anteriores no. Y a  en 
Comisión lo dijimos: no se puede premiar desde la ley a 
quien incumpk tLtaImcrite unas obligaciones fiscales. En 
consecuencia, la persona que. .teniendo que llevar esas 
obligaciones y esa contabilidad, la iricumplc absoluta- 
mente, no puede ser mejor tratada que la que  lleva por lo 

menos una cierta contabilidad, v si ese precepto y ese 
principio lo leen ustedes serenamente, coriiprcriclcrriri la 
posición del Grupo Soci, '1 1 '  ista. 

El SCfiOi. VICEPRESIDENTE (Carro MartirieL): Gra-  
cias, señor Lópcz Riano. (E1 setior Cicesru pide la puliihrii.) 

Señor Cuesta, el señor Lópcz Riaño efectivamente me 
había anunciado que iba a intervenir usted. pero h a  con- 
sumido la totalidad dcl tiempo. Sin embargo, esta Presi- 
dencia le concede un  brevísimo plazo de cinco minutos 
para que pueda exponer sus fundamentos y ramnes .  

El señor Cuesta tiene la palabra. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Scrior Presidente, seno- 
ras y señores Diputados, muy brevemente para rclcrii.- 
me, en concreto, a todas aquellas enmiendas que afectan 
a la figura contemplada en este provecto en el artículo 
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350; un articulo que supone una importante innovación 
en la tccnica jurídico-penal, en el tratamiento del derc- 
cho liscal en España, que va de antemano, y a niodo de 
introducción, conviene resaltar lo positivo que ha resul- 
tado el que esta innovación técnico-jurídica, contcmpla- 
da por primera vez. en el Código Penal cspanol, no está 
cuestionada en si por los Grupos Parlamentarios a la 
hora de enmendar. 

Si existen determinadas cnniicridas de tipo ttiriico o 
correcciones y alguna de tipo lornial. Fundamcntalmcn- 
te. l o s  cuatro problemas que se ponen de nianilicsto con 
las ciimicndas presentadas son: e n  pririicr lugar, el con- 
cepto niisnio de subvención, t a l  como lo dcline este arti- 
culo 350; en segundo lugar, el problema de si la pcnali- 
dad es cn si a.justada o debe ser reducida; eii tercer lugar, 
si es o no suprirriiblc una pena accesoria que se coritcni- 
p l i  e n  el proyecto, y ,  en cuarto lugar, si se acepta o no un 
tipo coiicrcto nuevo, cual es el delito de peligro para un 
determinado tipo penal. A estas cuatro objeciones obedc- 
ccn las enmiendas de los distintos Gr~ipos Parlanierita- 
rios, 

En primer lugai.. y muy brevemente, el  Grupo Mixto  
nos plantea, a tixvt;s del scnor Rodrigucz Sahagun, el 
concepto rnisnio de subvención. Desde el punto clc vista 
del Grupo Socialista. crccnios que las preocupaciones del 
señor Rodriguc~ Sahagúri se encuentran iriiplici taiiieiitc 

recogidas e n  el  concepto de subvenciones del propio tex- 

to del proyecto, por lo cual, este Grupo rechaza esta en- 
mienda número 23,  \ Ilariia la atención, además. de que 
plantea la formulación de esta enmienda un problema de 
interpretación legal a la hora de concretar y de delimitar 
el  tipo delictivo por parte de la acción jurisdiccional. 

Eri segundo lugar. se plantea el problema de si la peno- 
logía que este articulo contempla es  o no adecuada y ,  e n  
concreto, tanto el Gr~ ipo  Centrista corno el Grupo Popu- 
lar defienden la posibilidad de reducir la pena de prisión 
nicnor que se contempla en este texto a una pena interior 
de arresto niayor. Tambicn plantean la elevación del te- 
cho niininio a la hora de delimitar la coridicion objetiva 
de punibilidad, en concreto, por parte del Grupo Centris- 

N o s o t r o s  crccnios que cuando se discutcii cantidades 
es muv dificil, dcsdc luego, razonar dcsdc criterios tbcni- 
cos ,  porque todo es rclativi/.ablc. todo c s  en si discutible. 
Pero, dcsdc luego. si quisictanios resaltar. en primer lu- 
gar, que las conductas que contempla este artículo 350 
tieiicii suficiente entidad y los valores sociales que se 

protegen tienen suficiente entidad conlo para merecer la 
protección que el  actual texto del provecto observa a 
t1.avi.s de la pena de prisión menor. 

En tercer lugar. porque siempre siibvacc una relación 
de semejanza entre este tipo de actitudes con la catcgoria 
generica de delitos de estala. y si observamos cuál es  el 
tratamiento pcnológico de los delitos de estala v ,  sobre 
todo, de algunos cualificadamcnte, observamos cómo cn 
la generalidad de los supuestos que se contcmplari (ha- 
ciendo jugar los contenidos de los articulos 528 y 529. 
sobre todo en sus números 7 y 8, del Código Penal) la 
pena a la que se llega normalmente es la de prisión nie- 

t a .  

nor. coincidente con la que contempla el proyecto en su 
artículo 350. 

En cuarto lugar, se nos plantea -y esta, quizá, es la 
enmienda de más enjundia al proyect- si se debe o no 
suprimir la pena innovadora de pérdida de toda subven- 
ción, es decir, la enmienda del Grupo de Minoría Catala- 
na. Desde el punto de vista socialista, no podemos acep- 
tar -v en parte va ha sido afirmado por el compañero 
que me ha precedido en el uso de la palabra, el  señor 
Lópcz Rian- el planteamiento de Minoria Catalana, v 
ello en base a distintos criterios. 

En primer lugar, tenemos referentes en la legislación 
comparada a la hora de establecer penas. Cuando se ob- 
tienen de manera fraudulenta subvenciones se defrauda 
a la Hacienda Pública, o se destinan o se malversan de- 
terminados fondos en sentido y para fines distintos para 
los que en  sí se conccdio la subvención, para esos supucs- 
,tos la legislación europea y en el ámbito occidental el 
Mercado Común contempla la posibilidad de que opere 
la pena accesoria de supresión dc pbrdida de toda sub- 
vención o. mejor dicho. de toda posibilidad de obtener 
beneficios fiscales, de apovo fiscal, económico o linancie- 
ro. Esto 10 contempla la Lev de Delitos Económicos de 
Holanda. lo contenipla el Código Penal alemán, lo con- 
templan todas las Icycs especiales penales en su gcnerali- 
dad existentes en el niarco occidental. 

Pero además quisiera hacer otra reflexión que va hici- 
mos en Comisión. Existen otros tipos delictivos cuya pe- 
nalización acarrea la imposición de una pena accesoria 
tambien con proyección en materia económica en esas 
empresas. Me estoy refiriendo en coiicrcto a determina- 
dos supuestos de multas, por ejemplo, en delitos alimen- 
tarios, de multas fuertes, o nie estoy refiriendo, por ejcni- 
plo, a l a  posibilidad de cierre de toda actividad ecoriónii- 
ca cuando se usa el niarco de una empresa para el tráfico 
de drogas; o nic rclicro, tambicri, a aquellos otros su- 
puestos en los que de alguna forma se sancionan defrau- 
daciones de proyección social, como pueden ser los con- 
templados en los artículos 344 bis, 345, etcitcra, del Có- 
digo Penal español. 

Toda pena supone, en electo. una consecuencia para 
terceros. e incluso para terceros inocentes. Ya hemos 
dejado sentado este ramianiiento en Coniisión v crec- 
mos, por tanto, que resaltar aqui el electo frente a tcrcc- 
ros de la pena de este proyecto es parcializar cri exceso la 
visión del Código Penal y perder el norte respecto a cómo 
se tratan en el Código Penal supuestos de delitos o actitu- 
des que afectan 1ambii.n a un  intercs social gcncralizablc 
y protcgiblc. 

Y hay que matizar tambien el supuesto anecdótico 
concreto que nos planteaban de las zonas de urgente 
rcindustriiilización. como objeción práctica o casuística 
a la hora de impugnar este párrafo h a 1  del artículo 350; 
en ningún momento esas empresas se van a ver obligadas 
a devolver los terrenos adquiridos por cuanto que la rc- 

dacción literal del articulado nos habla de pérdida de 
posibilidad de obtener, no de resarcimiento. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Vaya 
terminando, senor Cuesta. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Finalmente, el cuarto 
problema que se nos ha planteado en las distintas cn- 
miendas, concretamente la del Grupo Mixto, defendida 
por el representante comunista, señor Pbrcz Royo, es la 
de si incluimos o no un delito de riesgo para los supues- 
tos de destino o malversación de subvención u obtención 
de subvenciones oficiales de manera traudulenta. si se 

establece un delito de riesgo. A nuestro juicio suponer 
entrar,  llevar y adelantar la barrera de protección jurídi- 
co-penal en exceso para lo que es en sí la voluntad y la 
filosofía del proyecto y también dejar como dejamos seti- 

tado en Comisibn que, no obstante, hay figuras como la 
del delito frustrado del artículo 3: del Código Penal, o la 
propia tentativa, que, además, por el propio mecanismo 
de funcionamiento aparece contemplado y reflejado en la 
propia doctrina penal española cuando aborda la problc- 
mática del delito fiscal. Las consecuencias o los objetivos 
que intenta conseguir la enmienda del Grupo M i x t o  ya se 
pueden obtener por el mero funcionamiento de la mecá- 
nica de los delitos frustrados o de la propia tentativa. 

Por todo ello, resaltamos. una vez más, que el artículo 
350 del provccto supone una innovación importante por 
cuanto que sanciona aquellas actitudes fraudulentas diri- 
gidas a la concesión de beneficios infundados a travks de 
un engaño a la propia Administración, es decir, a provo- 
car en la Administración u11 gasto público en detrimento 
de terceros obtenido de manera fraudulenta, o el destino 
no previsto y no ajustado de esos beneficios, de esas sub- 
vcncioncs obtenidas de la actividad protectora de la Ad- 
ministración del Estado a la hora de lograr una política 
de lucha contra la crisis cconomica y unas medidas adc- 
cuadas de protección al desempleo. Este tipo de actitu- 
des encuentran en el presente proyecto una sanción pc- 
nal que n o  recogían, decíamos, precedentes legislativos 
anteriores y que en sí no ha sido cuestionada por ningún 
Grupo Parlamentario y que todo el debate se circunscri- 
be fundamentalmente a elementos muy secundarios o de 
tipo tkcnico y que en ningún momento cierran la posibi- 
lidad de contemplar esta figura. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Turnos 

El señor P c r k  Royo tiene la palabra. 
de rectificación. (Pausa.) 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, utilizo el 
turno de rectificación para contestar a algunos de los 
interrogantes que planteaba el senor López Riaño. 

El señor López Riaño ha calificado de interesante la 
propuesta que yo  he hecho con la enmienda transaccio- 
nal y ,  efectivamente, creo que lo es. como tambikn era 
interesante la inicial enmienda número 21,  de la cual 
trae causa, y si quiere como también era interesante el 
primitivo proyecto del Ministerio de Justicia que igual- 
mente se emparenta con mi enmienda. 

En 10 que no tiene razón el señor López Riaño es al 
decir que la enmienda transaccional no se parece en na- 

da  a la enmienda inicial formulada por los Diputados 
comunistas, porque es prácticamente una relorinulacióri, 
si ustedes quieren más cercana en su composición gra- 
matical, en su numeración, como quieran decir, al texto 
del Gobierno; pero, en definitiva, mi enmienda transac- 
cional ahora es prácticamente una reformulación de r i i i  

enmienda original número 2 1 .  
(De que se trataba en esta enmienda riúniero 21? Se 

trataba. al igual que en el texto del proyecto, yo creo que 
con mejor definición. de tipiticar las conductas que intc- 
gran el fraude fiscal, tipificarlas identil'icando como cle- 
mentes de la acción el incumplimiento de deberes pro- 
pios del sujeto pasivo en  la relación jurídica trihutaria, 
KS decir, el incumplimiento de deberes lormalcs, de dcbc- 
res contables, c tcckra,  tio por vía de prcsunción, como 
ha dicho el señor Lópcz Riañu, sino conio clcniciito de la 
acción, igual que hacia el proyecto en ese punto; nosotros 
estábamos de acuerdo con el provecto del Gobierno, sirri- 
plcnientc lo definíamos, a nuestro modo de ver, de fornia 
más correcta, partiendo de la filosol'ía del proyecto, filo- 
solía que luc alterada cii la Comisión, en la cual se pasó 
de un tipo cspccilicado coi1 contornos delimitados a LII I  

tipo abierto, indeterminado, que va a requerir SLI t1etc.i.- 
minación por vía jurisprudencial. con todo lo que eso 

entraña. en tlelinitiva, de inscgLiridad ,jurídica. inscguri- 
dad jurídica que en muchos casos irá en beneficio de los 
propios cvasores que podrán apiwecharsc de estas l a p -  
nas de la ley ,  y en todo caso de inseguridad ,jurídica en 
perjuicio del con,junto de la colectividad. 

Quiero Iiaccr tambic'n observar que con esta rcclacción 
queda sin sentido, como dije antcriorrncntc, un punto dcl 
preámbulo que no ha sido suprimido, que indicaba uno 
de los avat icc~  fundaiiicntnlcs que rcprcscritabn este 

proyecto respecto de la redacción de 1977. 
De nianera que, señor L ó p u  Riaño, ni¡ enmienda que 

fue defendida en Comisión es sustancialmente la misma 
que ahora presento como cnniicnda transaccional, única- 
mente, si usted quiere, una cosa, e l  añadir el verbo «dc- 
fraudar)) que no constaba en mi enmienda y que sí que 
consta en ci provecto y en ci dictarrien de la Comisión, 
para aproximar el verbo ((eludir)) que estaba cri ambos. 

Finalmente, me alegro de que m e  haya planteado u11 

problema al que n o  nic referí por premura de tiempo y 
en cuyos aspectos tbcnicos no me extendí, pero que es 

realmente importante. 
¿Por que decimos ahora (y  no lo propusimos en la Co- 

misión en la anterior enmienda) en beneficio propio o de 
terceros? Para solucionar tambikn, señor Lópcz Riaño, 
otras lagunas, e n  este caso lagunas del provecto y lagu- 
nas del dictamen de la Comisión, así como de mi antc- 
rior enmienda. ¿Por que? Porque el delito fiscal, e1 delito 
de fraude liscal. el delito de elusión de impuestos. se 
configura. prohablemcnte, como un delito de los Ilama- 
dos delitos especiales, es decir, delitos que pueden ser 
cometidos únicamente por una categoría determinada de 
personas. En concreto, por los deudores tributarios, con 
lo cual, en el supuesto de que la conducta típica fuera 
realizada por un sujeto que no fuera deudor tributario, 
estaríamos fuera del supuesto dcl injusto típico. Voy a 
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presentar tres casos. Se pueden señalar más, pero voy a 
referirme a tres casos concretos. En primer lugar, está el 
caso del administrador de sociedad que elude no sus im- 
puestos, sino los impuestos de la sociedad. Este supuesto 
está perfectamente resuelto en el Código de acuerdo con 
las reglas del artículo 14 bis, creo recordar, que sanciona 
el obrar en nombre de otro. El segundo supuesto es el 
caso del representante legal de un incapacitado, por 
ejemplo, el padre que obra en lugar del menor, o el que 
administra los bienes del enajenado. Igualmente esta 
persona no  elude sus impuestos, elude los impuestos e n  
beneficio de una tercera persona. Este caso, en cambio, 
n o  está resuelto. El Código Penal n o  resuelve el problema 
de obrar en nombre de otros, con lo cual tendríamos: una 
laguna legal y t'stc es un  supuesto importante. 

El tercer supuesto es el  caso de un gestor -y esta de 
nioda el hecho en estos días- que  administra los bienes 
de otras personas por encargo, que puede ser de muy 
diversos tipos. Esta persona que adminiswa los bienes de 
otra puede ser un asesor legal, un abogado. un adminis- 
trador, un encargado, ctcetera. Esta persona. igualmente. 
cludc los impuestos y está llevando a cabo una conducta 
quc integra la clusióii de impuestos, pero esta persona no 
está eludiendo sus propios impuestos, es  dudoso. y la 
mayor parte de la doctrina plantea que cstc supuesto 
posiblemente no cstaria integrado cn el  tipo del injusto 
penal de la defraudación tributaria. 

Por eso, siguiendo la misma tticnica que decía anterior- 
mente de perfilar los contornos del delito fiscal, de facili- 
tar su aplicación, en definitiva, de garantizar, por un 
lado, la seguridad .jurídica v ,  por otro, establecer crite- 
rios precisos para su aplicación, en definitiva. de evitar 
dificultades y coincidiendo, repito. como saben sus seño- 
rías. punto por punto en los objetivos políticos de este 
provecto. por cso precisamente n o  he enmendado ningu- 
no de los aspectos sustanciales ni la consecucióri del 
objetivo de punibilidad que hemos dejado reflejado en 
cinco millones, n i ,  incluso, el concepto de dctraudar, de 
eludir. 

Esta era la única finalidad por la que picscntaba rrii 
enmienda que ustedes no han tenido a bien aceptar. Es- 
peremos poderla reproducir en el Senado, en este caso 
con personas inte*-puestas v veremos si allí tiene más 
suerte, e incluso podrían hacerlo votando las del Pleno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martíncz): Gra- 
cias. señor Pt;rel Royo. El scnor Calero tiene la palabra 
para rectificar. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Muchas gracias. se- 
ñor Presidente, el Grupo Popular lamenta muchísimo no 
poder votar favorablemente el Proyecto tal y como va a 
quedar dcspu&s de cstc debate, porque. aunque el Grupo 
Popular está de acuerdo en la intención perseguida por 
la ley, que es mejorar las posibilidades de represión pe- 
nal del fraude fiscal y también lo está en algunos puntos 
concretos de los tres artículos de que se va componer 
esta figura de los delitos contra la Hacienda Pública, sin 
embargo, en el otro platillo de la balanza hemos coloca- 

do  los puntos de desacuerdo, y los puntos de  desacuerdo, 
señor ponente socialista, siguen pesando más que los 
puntos de acuerdo. 

No nos han convencido los argumentos que nos ha ex- 
puesto. Nosotros pensamos que la vía de ustedes -a la 
que tampoco nos atrevemos a poner un adjetivo ostento- 
so para calificarla- no va a llevar a buen camino. La vía 
que nosotros proponíamos de que, además de los cinco 
millones de pesetas se exigiese una determinación dc esa 
cuota tributaria por un acto administrativo, aunque no 
fuese acto administrativo firme, cra requisito imprescin- 
dible para que esta norma penal tuviese cierta vigencia 
sociológica, pudiese realmente llegar a aplicarse. Habría 
que perfilar más la figura delictiva; incluso de esa mane- 
ra se podría empezar a crear jurisprudencia sobre esta 
figura delictiva, jurisprudencia que ciertamente no ha 
existido e n  la historia del Derecho español precisamente 
por la implicación de estos preceptos. 

En cuanto a lo de las subvenciones, lo único que he 
pedido es que se estableciese una graduación de la pena 
que permitiese apreciar los distintos grados de culpabili- 
dad y se tuviese por tanto en cuenta el porcentaje de 
defraudación que significaba, tanto en cuanto al concep- 
to de subvención como en la defraudación normal, en 
relación con la cuota defraudada. con graduación de las 
penas. que tampoco nos ha sido aceptado. 

Por último, con relación al artículo 350 bis, seguimos 
sosteniendo que estas figuras constituyen verdaderas in- 
fracciones administrativas, pero, a pesar de que es bien 
cierto lo que ha dicho el señor López Riaño, que, ontoló- 
gicamentc, pasar del ilícito administrativo al ilícito pe- 
nal depende de la voluntad del legislador, la voluntad de 
usted como legislador será transtormar esto, el ilícito 
administrativo en ilícito penal, pero, ontológicamente, 
somos diferentes, gracias a Dios, v consideramos que si- 
gue siendo ilícito administrativo: 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martíncz): Gra- 
cias, señor Calero. Tiene la palabra el señor Xicoy. 

El señor XICOY BASSEGODA: Señor Presidente, seño- 
rías, he de contesar que he dudado en si pedir turno de 
rectificaciones o pedir turno de replica, porque, en reali- 
dad, poco es lo quc me han dicho en su intervención los 
portavoces socialistas, no por desatención de ellos ni por 
falta de cortesía parlamentaria, lo comprendo; es por la 
forma en que hemos llevado este debate. Ellos se han 
encontrado con el problema de tener que contestar a cua- 
renta enmiendas en quince minutos. Comprendo que es 
imposible y esto, evidentemente, les ha forzado a su- 
brayar no mis argumentos, sino los ejemplos, que los 
ejemplos que se ponen siempre son, en cierta manera, 
caricaturescos para que entren más por los ojos. Se han 
dedicado quizá a ironizar éstos y n o  han penetrado en los 
argumentos jurídicos. Yo creo con toda sinceridad que 
los portavoces socialistas reconocerán que las enmiendas 
de Minoría Catalana pretendían una mejora técnica de 
esta ley, precisamente de cara a lograr una mayor efica- 
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cia de la misma en la represión del íraudc fiscal v ,  sobre 
todo, dentro del marco de un Estado de Derecho. 

Sí he de lamentar que me ha parecido que ninguno de 
los dos portavoces haya mencionado siquiera la enniien- 
da mía respecto a la pcrseguibilidad de estos delitos. Da- 
da la importancia de esta enmienda, que es  una innova- 
ción en nuestra legislación, creo que hubiese valido la 
pena de que la Cámara se enterase de cuál es el criterio 
del Grupo mayoritario. 

Gracias. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Carro Martinei.): Gra- 
cias, senor Xicov. El señor L ó p c ~  Riaño ticiie la palabra 
en turno de replica o rectificación. 

El señor LOPEZ RIANO: Senor Presidente, con mucha 
rapidez. A I  señor ~ i . r c z  ROYA debo decirle que 10 que 11c 

querido significar es  que  h a y  un niktodo de trabajo en 
materia de delito fiscal que es muv complejo. He querido 
resaltar que S. S .  lo conoce casi me,jor yo, seguraniente 
más profundanicnte que vo, eso seguro. Lo que he qucri- 
do  decir es que si en el trámite del proceso legislativo ha 
habido consideraciones de su parte, entienda la posición 
de nuestro Grupo. v la posición de nuestro Grupo es dis- 
tinta a la del suvo. Nosotros tenemos un momento, cuan- 
do presentamos nuestras enmiendas. para modificar el 
proyecto del Gobierno v ,  a partir de ahi, scnor Pi.rcz 
Royo, defendemos lo que colectivamente creemos que es 
mejor para el proyecto. N o  podemos cambiar de vias o 
de metodos, de un lado a otro. El suyo es rnuv razonable, 
y puede configurar un modelo de persecución del delito 
fiscal, pero creo que es otro modelo, que ha ido altcrnati- 
vamente del objetivo al «animus», y yo ahí no entro, sino 
en la consideración de que podamos seguir traba,iando y 
que en el trámite del Senado, S.  S. ,  con el conocimiento y 
la prolundidad de su profesión, podrá aportar quizá lo 
que sea síntesis de esas dos posiciones. 

En cuanto al senor Calero. quiero agradecerle sus ma- 
nifestaciones. Era obvio que habría diferencias lunda- 
nientales entre s u  visión del asunto v la nuestra. Lo im- 
portante es haber llegado aquí, y o  creo que en un tono 
absolutamente sercno y de colaboración. ¿Que al final 
usted tiene una opinión distinta de cuál debe ser la elica- 
cia de esta legislación en la sociedad? Pues vo me alegro 
mucho de que el Grupo Popular crea que oialá que sea 

más eficaz esta legislación que la anterior v que eche de 
menos que se produzcan numerosas sentencias en el seno 
de  nuestra sociedad para que por lo menos se respete 
este tipo de conductas. Es cuestión de niveles y a lo 
mejor de diferenciaciones ideológicas. Lo importante, se- 
ñor Calero, yo creo que es que de aquí ninguno va a salir 
diciendo que no es igual nuestra actitud fiscal antes o 
despuks de la aprobación de la ley. 

La ley tiene elementos muy progresivos, en algunos 
supuestos formalmente duros, hay que reconocerlo, y us- 
tedes estarán conmigo cn que es bueno que toda la socie- 
dad sepa que de aquí salimos con la idea de que a partir 
de  hoy hace falta un mayor respeto a estas cuestiones, 

aunque unos v otros puedan mantener su diferencia ideo- 
lógica. 

Quiero agradecer al senor Xicoy su aclaración del 
tiempo que teníamos, que a mi m e  ha parecido incluso 
excesivo. A esas cuestiones mi compañero Alvaro Cuesta 
le va a contestar a usted con precisión, conlo a nii rne 
hubiese gustado hacerlo. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE ( C a i ~ o  Martíricz): Grn- 
cias, señor L ó p c ~  Riatío. 

Terminado el debatc, vamos a proceder a las t'otacio- 
ncs. En primer lugar, vanios a votar las cnniiendas, dc.1 
Grupo Centrista, al articulo 349. Señor Garcia Apudiii, 
ipodíarnos acumular. todas las crimicndas clcl Gr~ipo  
Centrista ;I los tres pi~ceptcis? 

El scñoi. VICEPRESIDENTE (Carro Mai-tinc/): 1.a c ~ i -  

n1icnda 18, del Gi.upo Ceriti'ist~i, al arliculo 349, es la que  
votarnos e n  priiiici. lupai'. 

Cotriienm la votaciúii. íPciii.\ci.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Car.ro Mai.tincz): Uucda 
rechazada la cnniierida 18, del  Grupo Centrista. 

Pasamos a coniinuacióri ;I votar la ciiniierida del sciioi. 
Pi.rcz Royo, del Grupo M i x t o ,  cn la inteligcricia de que ha 
sido presentada una enmienda tixisaccional, y scgúii l u  
información que se m e  ha dado ha sido retirada la en- 
mienda 21,  quedando cii su lugar esta transaccioiial, que  
ha sido aceptada por todos los Grupos a trámite. Consi- 
guicntemcntc votamos esta enmienda transacciorial dc.1 
senor Pi.rcz Rovo. 

Cornicnza la votaci0ri. íPuiisci.) 

El señor PRESlDENTE (Carro Martínc1.1: Queda [echa- 

Votanios seguidamente la enmienda 28. del Gi.upo PO- 

Comienu la votación. íPuii.sci.) 

Lada esta enmienda transaccional. 

pular. 

El senor VICEPRESIDENTE (Carro MartíneL): Queda 
rechazada esta enmienda número 28, del Grupo Popular. 

Seguidamentc volamos las enmiendas 35 v 36, de Mi-  
noría Catalana. 

Comienza la votación. íf'uiisu.) 
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Efkctiiudu ku iwtuciúri. dio el sigiiieiite resultudo: Votos 
eriiiridos, 282; u /Uvor, 102; eii contra, 176; uhstericiones, 
ciiutro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Quedan 
rechazadas las enmiendas 35 y 36, de Minoría Catalana. 

Votamos a continuación el articulo 349, tal corno ha 
sido presentado en el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pui i sc i . )  

Efectiictdu /u ~ ~ o ~ u c i ó i i ,  dio r l  sigiiieiitc resitltado: Votos 
emitidos, 283; u fu iwr ,  188; eii coritru, 81; uhstericioiies, 14. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martincz): Queda 
aprobado el artículo 349, según el dictamen de la Comi- 
sión. (E1 seiior' PLír'c: Royo pide la palahru.) Lo lamento, 
señor Ptkez Royo, pero en trámite dc votación no la po- 
demos interrumpir. Cuando se quiere hacer alguna ad- 
vertencia deben pedir la palabra lo más pronto posible, 
pero siempre antes de comenzar la votaci¿m. 

El señor PEREZ ROYO: En el turno anterior de dcfcn- 
sa había indicado consumir un turno cii contra del pá- 
rrafo segundo, y había pedido naturalmente, que se vota- 
ra aparte ese parralo segundo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martíncr.): Señor 
Pt;rcL Royo. no lo entendió asi la Presidencia. Es nias, la 
enmienda transaccional suponía que. si se aprobaba, se 
suprimía el párrafo scurido. En todo caso, esta Presiden- 
cia lo sicntc. En otra ocasión proceda con mayor agili- 
dad. 

Pasamos a votar las enmiendas al articulo 350. 
Votamos en primer lugar la enmienda número 19, del 

Comienza la votación. ( P u i i x i . )  

Grupo Ccn t rista. 

Efectiiudu ¡u ~utuc iú i i ,  dio el sigiiieiitc r'esiiltudo: Votos 
ciriitidos, 281; rt / u iw r ,  179; rth.~teiic~ioiirs, 6.5. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martinez): Queda 
rechazada la enmienda número 19, del Grupo Centrista. 

A continuación votamos la enmienda número 22, del 
señor PCrcz Royo, del Grupo Mixto. 

Comienza la votación. (Puiisu.) 

Efhctiiudu la i~otac.ióri. dio el sigiiieirre rcwiltudo: Votos 
oiiiridos, 282; u f c i i ~ o v .  24; cii coiitvu, 252; trhsteiicioiies. 
.Se;.$. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martíncz): Queda 

Las enmiendas 23 v 24# señor Rodrípucz Sahagún. ;ha- 
rechaLada la cnniicnda 22, del Grupo Mis to .  

ce falta votarlas? 

El señor RODRIGUEZ SAHAGUN: La enmienda 23 
que he defendido, mantenido y pedido 5u votación, me 
gustaría que se votara. 

El sctior VICEPRESIDENTE (Carro Martínrz): Tiene 
S. S .  todo el dcrccho de someter a votación las enmien- 
das que ha defendido. Se somete, pues, a votación la 
número 23, del señor Rodríguez Sahagún. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efictiiuda lu votación, dio el siguierite resultudo: V O ~ O S  
emitidos, 284; u taipor, 23; eri coritru, 250; uhstericiories, 11. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Queda 
rechazada la número 23, del senor Rodríguez Sahagún. 
del Grupo Mixto. 

A continuación pasamos a votar la enmienda 30, del 
Grupo Popular. 

Comienr.a la votación. fPuiisa.) .  

Ef2ctitada h ilotucióii, dio cl sigriieiite resitltado: Votos 
erriitidos, 284; a faiwr, 91; eri coiitru, 181; absteticiories, 12. 

El sctior VICEPRESIDENTE (Carro Martíncz): Queda 
rechazada la enmienda número 30, del Grupo Popular. 

Queda por votar solamente la enmienda 37, de Minoría 
Catalana. 

Comienza la votación. IPaitsa.) 

E/t.ctitudu 1u iwtuciúri, dio el sigiiierite resitltado: Votos 
twiitidos, 284: u fuiwr. 105; C ' I I  cotitra, 176; abstencioiies, 
tres. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Queda 
rechazada la enmienda 37, de Minoría Catalana. 

A continuación votamos cl articulo conforme al dicta- 
men de la Comisión. Votamos la totalidad del artículo en 
una sola votación con la rectificación que ha señalado el 
señor Presidente referente a quc el párrafo tercero pasa a 
ser igual al tercer párrafo del artículo 349. 

Comienza la votación. IPaiisu.) 

Efkctiiada la iwtucióri, dio el sigirietite resiiltudo: Votos 
emitidos, 285; a fkiwr, 186; eii coritrü, 85; uhsteiiciories, 14. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martíncz): Qucda 

Votarnos en primer lugar las cnmieridas del Grupo Po- 

ConiicnLa la votación. (Paiisu.) 

aprobado el artículo 350. 

pular al articulo 350 bis. 

Efectiiudo lu iutucióii, dio el sigiiieiite resiiltudo: Votos 
eiiiitidos, 285; u f u i w ,  106; eii coritru, 177; uhsteiiciorws, 
dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martinez): Quedan 
rcchadadas las enmiendas del Grupo Popular al artículo 
350 bis. 

Pasamos a votar a continuación las enmiendas 38 v 39 
de Minoria Catalana. 

Comienza la votación. IPaiisu.) 

Efectiiadu lu iwtucióii. dio el sigiiieiite residtudo: Votos 
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emitidos, 285; a favor, 110; eri contra, 171; ubstenciorie5, 
crcatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Quedan 
desestimadas las enmiendas 38 y 39 de Minoría Catala- 
na. 

Votamos la última enmienda a este articulo, la 20, del 
Grupo Centrista. 

Comienza la votación. (Puitsu.) 

Ef&~iradu Iu votucióir, dio el sigitirrile resultado: Votos 
emitidos, 286; u /avor, 108; eii coritru, 176; uhsterrcioiie.\, 
dos. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Carro Martinez): Queda 
rechazada la enmienda número 20, del Grupo Centrista. 

Votadas todas las enmiendas a este precepto, corrcs- 
ponde votar el  artículo 350 bis, según el dictamen de la 
Comisión. 

Comienza la votación. (Purrsci.) 

Ef&triuda ici votucióii, dio el sigiiietite re.\ititudo: votos 
eriiitidos, 285; u favor, 183; eii coiitru, 02; uhsteiicioncs, 
tlllt!iW,' t l l l ~ o S ,  1 1 1 1 0 .  

El scnor VICEPRESIDENTE (Carro Martincz): Queda 
aprobado el articulo 350 bis. 

Hay un artículo nuevo propuesto por Minoría Catala- 
na. ¿Debe ser votado, señor Xicoy? (Aserititriiei1to.l 

Vamos a votar la enmienda 17, de Minoria Catalana, 
que proponia incorporar un artículo nuevo al proyecto. 

Comienza la votación. (Puiisu.)  

E/ectiiadu la iwtucióri, dio el sigitieiite resitltado: Voto.\ 
emitidos, 284; u fuvor. 105; eii coritru, 177; uhstericioiies, 
dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martíncz): Queda 
rechazada la enmienda número 17. de Minoría Catalana. 
que pretendía incorporar un nuevo artículo al proyecto. 

Q w d a  por votar la disposición adicional. Los servicios 
tecriicos de la Cámara informan a la Presidencia que en 
esta disposición adicional hay un error, en la medida que 
se refiere a una Ley, la 50í1977, de 14 de diciembix, 
cuando en realidad es de 14 de noviembre. Por consi- 
guiente, queda subsanado este error. 

Por otra parte, como de su texto se int'iere, se trata de 
una disposición derogatoria y no de una disposición adi- 
cional. Por tanto, esta disposición que vamos a votar es 
derogatoria y dice asi: «Queda derogado el articulo 37 de 
la Ley 50/1977, de 14 de noviembre),. 

Comienza la votación. fParcsu.1 

E/ectuada la votuciori. dio el sigrrierite resitltado: Votos 
emitidos, 282; u favor. 266; en coritru. 13; uhstericioiies. 
trt3. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martíncz): Queda 
aprobada la disposición derogatoria, haciendo la rcctit'i- 

cación de que, si bien esta Presidencia solamente leyó el 
primer párrafo de la misma que se refería a la Ley de 14 
de noviembre de 1977, tambikn tenía un segundo párrafo 
que esta Presidencia entiende que queda igualmente 
aprobado. 

Con esto, el texto articulado ha quedado dictaminado v 
votado. 

Nos queda la exposición de motivos que pasamos a 
votar a continuación. (El seiior Sotillo M u r t i  pide lu pulu- 
h a . )  

Tiene la palabra el senor Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI: La cxposicicin de motivos 
tiene uiia referencia al Gobierno que debe ser sustituida 
por la presente Ley, puesto que era una exposición de 
motivos del proyecto del Gobierno, peto. aprobado por. 
las Cámaras, no procede que haga referencia a esa cxprc- 
sión. El últinio pártalo, por la misma i a h n ,  no procede 
que exista. Obrcii ya cii l o s  sciwicios de la Cámara las 
modificaciones de tipo tccnico que habria que introducir. 
en  la exposición de motivos. 

El sciior VICEPRESIDENTE (Carro MartíncL): Seno- 
rias, clcctivarncrite, parece i.azoriablc que  las alusiones 
que en la exposición de motivos se hacen al Gobierno 
deban rectit ' icarsc haciendo alusión a la Cámara, va que 
el último párralo de la exposición de motivos comenzaba 
diciendo: «Consciente, no obstante, el Gobierno de quc la 
sanción penal...)). Es decir. que cia u11 párralo alusivo ;I 
la actuacion del Gobierno v no tiene encaje en esta cxpo- 
sición de motivos. 

Si no hay incorivcniciitc poi. parte de la Cáiiiara, soiiic- 
ternos a votacióri la cxposicióii de motivo5 con esta doble 
r.cctificación. (El seiior Calero pide lu puluhru.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martíncz): Ticnc la 
palabra el scnor Calero. 

El scnor CALERO RODRIGUEZ: Tambien el párralo 
segundo de la exposición se rclierc al Gobierno, y la su- 
pres ih  de la palabra «Gobierno,) de este párralo segun- 
do no parece ser que lo dejara con mucho sentido, por- 
que el legislador no se limita a proponer la eliminación 
de esa barrera perjudicial. Es decir. que quizá tanibieri 
deberia suprimirsr este pái.rat'o. 

El scnor SOTILLO MARTI: Scnor Presidente, el  párra- 
fo puede decir pctlcctanicntc: «La Icv no se limita a pro- 
poner, s ino q u e . . . » .  Y es un  párralo que guarda absoluto 
sentido. Es una explicación de la propia ley que scnala 
cuál es su contenido. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Carro Martíncz): Esta 
Presidencia estima que los preámbulos deben ser votados 
en textos comprensibles para todos los que van a votar- 
los. Aquí se ha querido dar una confianza al Grupo pro- 
ponente en esta alusión impropia al Gobierno que se rea- 
liza en la exposición de motivos. Entiendo, si no hay 
inconveniente, senor Calero, que puede darse una con- 
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fianza a los servicios teh icos  de la Cámara para que se 
hagan las rectificaciones pertinentes para que la cxposi- 
ción de motivos sea congruente con el texto. Por supucs- 
to, se suprime el último inciso de la exposición de moti- 
vos que es incongruente con el texto. 

Con esta confianza que otorgamos a los servicios tticni- 
cos de la Cámara, sometemos a votación la exposiciún de 
motivos del dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pa~isa . )  

Efictiiada la votacióri, dio el sigitirrite residtudo: botas 
emitidos, 279; (1 /avor, 263; cri coritra, ciiatro; ah.strricio- 
ties, 12. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Queda, 
consiguientemente, aprobada la exposición de motivos 
de este proyecto de ley. 

Como quiera que esta iniciativa legislativa, senorías, 
tiene carácter de ley orgánica, procede una última vota- 
ción para su aprobación definitiva; última votación que 
se realizará a partir de las once de la mañana del próxi- 
mo jueves. 

A la hora que estamos, suspendemos la s e s i h  hasta 
mañana, a las cuatro dc la tarde. 

Erati las ocho v cinco riiirzirtos de la tarde. 
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